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señor Juez Presidente: 

Al concluir la encomienda asignada al Comité Asesor Permanente 
de Reglas de Procedimiento Criminal sometemos a la consideración 
del Tribunal Supremo y de la Decimosexta Conferencia Judicial un 
nuevo cuerpo de Reglas de Procedimiento Criminal, con comentarios. 

Para lograr un cuerpo procesal integrado con la realidad 
actual fue preciso establecer nuevas reglas y corregir el texto de 
algunas; otras permanecieron inalteradas. Incluso se examinó con 
detalle el Código de Enjuiciamiento Criminal, y distintas leyes 
especiales. 

El Comité Asesor aprobó el contenido del documento por 
consenso de sus miembros. Se trabajó ardua y extensamente sobre 
todas y cada una de las reglas para lograr claridad en la redacción 
de todas y acompañar comentarios ilustrativos del fundamento y 
propósito de cada regla. 

Esta propuesta es el resultado del estudio, ponderación y 
esfuerzo del Comité, respaldado por la valiosa ayuda brindada por 
el personal del Secretariado de la Conferencia Judicial. 



Agradecemos al Tribunal la confianza depositada en nosotros al 
designarnos para esta encomienda y permitirnos colaborar en la 
reformulación de este cuerpo de reglas de derecho procesal penal. 

Respetuosamente sometido, 
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Dora Nevárez Móñiz 
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Héctor Quiñones var_y}as 
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I N T R o D u e e I o N 

Las reglas que en este Informe somete el Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Criminal así como los 

comentarios redactados son el producto de extensas deliberaciones 

del Comité el que por espacio de cuatro años trabajó arduamente. 

Las reglas propuestas y sus comentarios no representan a esta 

etapa la posición del Tribunal Supremo y se someten para la crítica 

y comentarios de los interesados en el sistema de justicia criminal 

así como de la profesión legal en general ante la Decimosexta 

Conferencia Judicial de mayo de 1993. 

Agradecemos a los distinguidos miembros que componen el Comité 

Asesor Permanente sus aportaciones y el valioso tiempo dedicado a 

la extensa labor realizada. Asímismo, reconocemos la ayuda 

constante y la coordinación de trabajo del Ledo. Reinaldo González 

Colón, asesor legal del Secretariado. También merece 

reconocimiento especial la dedicación del personal secretarial del 

secretariado de la Conferencia Judicial, sra. Nancy Ortiz, Sra. 

María Isabel Pérez y la Srta. María Figueroa. 

¡\. c:JL<.~ 

Directora · 
Secretariado de la 
Conferencia Judici 1 
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P R E F A C I O 

El 15 de enero de 1988, y de conformidad con su Orden de 30 de 

junio de 1987, el Tribunal Supremo dictó Resolución constituyendo 

los cuatro Comités Asesores Permanentes de la Conferencia Judicial 

y, entre éstos, el Comité de Reglas de Procedimiento Criminal. La 

resolución encomendó al Comité de Reglas de Procedimiento Criminal 

las tareas siguientes: 

l. Estudiar y revisar las Reglas de Procedimiento Criminal, 

las disposiciones vigentes del Código de Enjuiciamiento Criminal, 

y cualesquiera otras leyes procesales de naturaleza criminal. 

2. Recomendar las enmiendas o modificaciones a las Reglas de 

Procedimiento Criminal que considere necesarias y convenientes para 

la mejor administración de la justicia criminal en Puerto Rico. 

3. Llevar a cabo cualquier otra encomienda que le haga el 

Tribunal Supremo en relación con este asunto. 

Mediante Resolución de 22 de junio de 1990, el Honorable 

Tribunal Supremo reestructuró la composición del Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Criminal y cubrió las 

vacantes que se habían ocasionado. 

El Comité está al presente constituido como sigue: 

l. Hon. Crisanta González de Rodríguez, Presidente 

2. Hon. Luis Jiménez Reverón 

3. Hon. Lourdes Velázquez Cajigas 

4. Dra. Dora Nevárez Muñiz 

5. Ledo. Manuel Martínez Umpierre 



iii 

6. Ledo. Benigno Alicea Alicea 

7. Ledo. José M. Canals 

8. Ledo. Héctor Quiñones Vargas 

9. Ledo. Félix Fumero Pugliessi 

El Comité Asesor ha preparado esta propuesta para discusión en 

la Decimosexta Conferencia Judicial con el propósito de obtener los 

comentarios, reacciones y sugerencias que interesen traer a nuestra 

consideración. Los mismos se considerarán por el Comité Asesor en 

una etapa de redacción final del documento a ser sometido al 

Tribunal Supremo. 

Los objetivos que guiaron a los integrantes del Comité Asesor 

en la preparación y redacción de esta propuesta fueron las 

siguientes: 

l. Instrumentar el mandato constitucional de garantizar el 

debido proceso de ley en los procedimientos penales para proteger 

los derechos de toda persona imputada de delito y, a la vez, 

proteger los derechos de los testigos y víctimas del crimen. 

2. Una visión articulada entre la teoría, práctica y orden 

que debe seguir el derecho procesal penal para lograr un adecuado 

equilibrio en la consecución de la justicia. 

3. Establecer un sistema de imposición de sentencias a tono 

con los desarrollos tecnológicos y jurídicos de la época y que 

responda a la realidad social del país y de los componentes del 

sistema de administración de la justicia penal. Garantizar los 

requisitos constitucionales de no arbitrariedad en la imposición de 
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la sentencia, protección contra los castigos crueles y penas 

múltiples y un debido proceso de ley. Proveer garantías de 

seguridad a los sociopenales, víctimas, testigos y personas que 

participen en los procedimientos de imposición de sentencia. 

4. La apelación debe estar fundamentada sobre conceptos 

básicos de justicia. El proceso debe ser rápido y ofrecer al 

apelante oportunidades reales de que el tribunal apelativo tenga 

ante su consideración la totalidad del récord del proceso judicial. 

s. El enjuiciamiento criminal tiene que propiciar la 

convicción de los culpables y la absolución de los inocentes, y 

proveer mecanismos de desvío y mecanismos de seguridad para los 

autores materiales de hechos delictivos, que no son responsables 

por su condición mental. 

6. Responder a la realidad social y criminal del país y de 

los componentes del sistema de la administración de la justicia 

penal. 

La propuesta del Comité Asesor se organizó en capítulos. Los 

temas no siguen el orden de las reglas vigentes. Se agruparon en 

diversos conceptos que se relacionan íntimamente con la práctica 

del derecho procesal penal. Esto se hizo con el propósito de 

lograr mayor claridad y secuencia. 

El orden de la propuesta es el siguiente: 

Capítulo I, Aspectos generales 

Capítulo II, La investigación y los procedimientos 

preliminares 
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Capítulo III, El proceso acusatorio 

capítulo IV, La preadjudicación y mociones anteriores al 

juicio 

Capítulo V, El juicio 

Capítulo VI, Nuevo juicio 

Capítulo VII, La sentencia 

Capítulo VIII, La apelación 

Capítulo IX, Selección de candidatos a jurado 

Capítulo X, Fianza 

Las reglas se identifican mediante numeros consecutivos y 

agrupadas por capítulo. Los comentarios se dedican principalmente 

a explicar los cambios sustanciales, mencionan brevemente algunos 

de los cambios de estilo y, las Reglas de Procedimiento Criminal de 

Puerto Rico de 1963. Asimismo, el borrador de Reglas de 

Procedimiento Criminal redactado por el Secretariado de la 

Conferencia Judicial en el año 1978 y revisado en el año 1985, fue 

utilizado para la preparación de textos de reglas y sus 

comentarios. 

El Comité Asesor Permanente de Reglas de Procedimiento 

Criminal cumplió la encomienda con mucho orgullo y satisfacción y 

presenta esta propuesta de nuevas Reglas de Procedimiento Criminal 

a toda la comunidad jurídica, con la confianza de que satisfagan 

cabalmente su cometido. 

Es importante dejar consignado nuestro especial agradecimiento 

a los distinguidos abogados que durante estos cuatro (4) años, en 
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algún momento, fueron integrantes del Comité Asesor. Estos son: 

Hon. Fernando Gierbolini Borelli, Juez Superior; Hon. Carlos Rivera 

Martínez, Juez Superior; Hon. Carlos Rodríguez Muñiz, Juez de 

Distrito; Ledo. Géigel A. Torres Rivera, Leda. Aida Molinary de la 

Cruz, Hon. Kalil Bacó Viera, Juez de Distrito; Ledo. Pedro Goyco 

Amador, Jefe de la Oficina de Investigaciones y Procesamiento 

Criminal del Departamento de Justicia; Ledo. Joaquín Monserrate 

Matienzo, Ledo. Ismael Betancourt y Lebrón, y Ledo. Arturo Negrón 

García. 

También, agradecemos profundamente la asistencia continua del 

Secretariado de la conferencia Judicial, especialmente de sus 

secretarias. 

Especial mención queremos hacer del Ledo. Reinaldo González 

Colón, quien ha sido colaborador excelente del Comité Asesor. Su 

dedicación, su esfuerzo y laboriosidad ha sido un factor importante 

para que la labor del Comité se realizara con mayor facilidad. 



. 



vii 

TABLA DE EQUIVALENCIA ENTRE LAS REGLAS DE PROCEDIMIENTO 
CRIMINAL DE 1963 Y LAS REGLAS PROPUESTAS 

Reglas de 1963 Informe de 1993 

1 101 

2 102 

3 derogada 

4 204 

5 205, 206 

6 207 

6.1 208 

7 209, 210 

8 211 

9 212 

10 213 

11 214 

12 215 

13 216 

14 217 

15 218 

16 219 

17 220 

18 221 

19 222 

20 223 

21 224 



viii 

22 225 

23 301 

24 302, 303 

25 110 

26 111 

27 112 

28 112 

29 112 

30 112 

31 112 

32 112 

33 112 

34 307 

35 308 

36 309 

37 310 

38 311 

39 312 

40 312 

41 314 

42 314 

43 314 

44 314 

45 312 

46 314 
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47 314 

48 314 

49 312 

50 314 

51 derogada 

52 304 

53 305 

54 derogada 

55 derogada 

56 derogada 

57 derogada 

58 derogada 

59 derogada 

60 304 

61 derogada 

62 429 

63 306, 429 

64 402 

65 401, 429 

66 429 

67 425 

68 430 

69 430 

70 431 

71 432 



X 

72 428 

73 431 

74 404 

75 431 

76 403 

77 403 

78 403 

79 403 

80 403 

81 415 

82 416 

83 417 

84 418 

85 derogada 

86 derogada 

87 419 

88 420 

89 421 

90 422 

91 423 

92 423 

93 424 

94 405 

95 406 

95 A 407 



xi 

95 B 408 

95.1 409 

96 901 

97 derogada 

98 derogada 

99 derogada 

100 derogada 

101 derogada 

102 derogada 

103 903, 909 

104 909 

105 910 

106 902 

107 derogada 

108 902 

109 501 

110 104 

111 502 

112 503 

113 504 

114 505 

115 505 

116 505 

117 505 

118 506 



xii 

119 507 

120 508 

121 509 

122 510 

123 511 

124 511 

125 512 

126 513 

127 513 

128 514 

129 515 

130 516 

131 517 

132 518 

133 519 

134 520 

135 521 

136 514 

137 522 

138 523 

139 524 

140 525 

141 526 

142 527 

143 528 



xiii 

144 529 

145 530 

146 531 

147 532 

148 533 

149 534 

150 535 

151 536 

151.1 derogada 

152 derogada 

153 derogada 

154 derogada 

154 .1 410 

155 derogada 

156 derogada 

157 derogada 

158 derogada 

159 537 

160 538 

161 539 

162 701 

162 .1 702 

162.2 703 

162.3 704 

162.4 705 



xiv 

162.5 706 

163 707 

164 708 

165 709 

166 710 

167 710 

168 712 

169 713 

170 714 

171 715 

172 716 

173 717 

174 derogada 

175 718 

176 717 

177 720 

178 721 

179 722 

180 723 

181 724 

182 725 

183 726 

184 727 

185 728 

186 115 



XV 

187 601 

188 602 

189 603 

190 603 

191 604 

192 603 

192.1 730 

193 801 

194 802 

195 802 

196 803 

197 804 

198 1003 

199 806 

200 809 

201 809 

202 809 

203 812, 813 

204 derogada 

205 813 

206 806 

207 806 

208 808 

209 811 

210 812 



xvi 

211 815 

212 816 

213 817 

214 819 

215 820 

216 801, 819, 1003 

217 801 

218 1001, 1003 

219 1002 

220 1004 

221 1005 

222 1006 

223 1007 

224 1008 

225 1009 

226 1010 

227 1011 

228 1012 

229 226 

230 227 

231 228 

232 230 

233 232 

234 411 

235 236 



xvii 

236 237 

237 238 

238 239 

239 derogada 

240 412 

241 414 

242 113 

243 105 

244 106 

245 106 

246 433 

247 426 

247.1 427 

248 derogada 

249 107 

250 derogada 

251 derogada 

252.1 201, 203 

252.2 202, 203 

253 derogada 

254 derogada 

255 108 
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CAPITULO I ASPECTOS GENERALES 
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Regla 101 

1 

Título e interpretación 

M Estas reglas serán conocidas y 
citadas como ''Reglas de Procedimiento 
Criminal". Se interpretarán de modo que 
aseguren la trami taéión justa de todo 
procedimiento a las partes y eviten 
Silaoienes atrasos y gastos iajHetifieaaos 
innecesarios. 

(b) Estas reglas tendrán como propósito: 

( 1) 
constitucional 
proceso de ley 

instrumentar el 
de garantizar el 

en el derecho procesal 

mandato 
debido 

penal; 

(2) garantizar los derechos 
constitucionales del imputado de delito; 

(3) garantizar los derechos de las 
víctimas y los testigos; 

(4) 
inocente y 
culpable; 

( 5) 

penales, y 

(6) 

adjudicar la absolución del 
la convicción y sanción del 

agilizar los procedimientos 

ordenar el derecho 
penal para que las controversias 

procesal 
en los 

tribunales sean resueltas en forma uniforme, 
clara y libre de confusion. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde a la Regla 1 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

Las Reglas de Procedimiento Criminal pretenden proteger el 

interés legítimo del Estado y del ciudadano a una justa y 

eficiente administración de la justicia criminal, salvaguardar 

los derechos de todas las partes, y evitar los atrasos y gastos 

innecesarios. La regla recoge el principio de que las reglas 



procesales no se han dictado para ahogar la voz de la justicia, 

sino con el propósito de garantizar los derechos del imputado de 

delito, de los testigos, de las víctimas del crimen y de los 

componentes del sistema de Administración de Justicia Criminal. 

El derecho a juicio rápido y la pronta solución de casos no 

es interés exclusivo del imputado sino de toda la comunidad. 

Pueblo v. Rivera Navarro, 113 D.P.R. 642 (1982); Pueblo v. Rivera 

Tirado, 117 D.P.R. 419 (1986) y Pueblo v. LÓpez Rodríguez, 118 

D.P.R. 515 (1987). 



Regla 102 

3 

Aplicación y vigencia 

Estas reglas regirán el procedimiento en 
el Tribunal General de Justicia del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico en todos los 
procesos de naturaleza. penal iniciados en o 
con posterioridad a la fecha en que entraren 
en vigor, y en todos los procesos entonces 
pendientes siempre que su aplicación fuere 
practicable y no perjudicare los derechos 
sustanciales ael aeusael:e de la persona 
imputada de delito. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 2 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 

Recoge el principio de que las nuevas Reglas de Procedimiento 

Criminal se aplicarán en forma prospectiva a los procesos penales 

iniciados en o con posterioridad a la fecha de su vigencia y a 

los procesos pendientes, cuando las reglas sean aplicables y no 

perjudiquen los derechos sustanciales de las personas imputadas 

de delito. Se varía la fraseología para incluir los derechos 

sustanciales de la persona imputada delito. 

La regla guarda estrecha relación con el Artículo 4 del 

Código Penal de Puerto Rico, que determina la aplicación temporal 

de las leyes penales y con la garantía del Artículo II, Sección 

12 de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

que consagra el principio de que "no se aprobarán leyes ~ post 

factoº. 
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Regla 3. Ha:§istraQos 

Un ma~iotrado es un funsionarig con 
autorida9. para Elietar ur1a or8:elfl. Ele arresto 
eontra una .t3ersoaa a qui er=i se le imputa un 
delito. Gen magistrados les jueeeo del 
:Pribt1nal Gur,rcmo, los j1:1eees del TribuH.al 
Sllflerior, loo jueeeo del Tribunal de 
Distrito y los juegos de p~~ 

COMENTARIO 

Se recomienda la derogación de esta regla por ser 

innecesaria. La primera oración es una rémora del Código de 

Enjuiciamiento Criminal que perdió su razón de ser al aprobarse 

la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 

eliminarse la facultad de funcionarios no judiciales para expedir 

Órdenes de arresto. Véase el Artículo II, Sección 10 de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

La segunda oración es imprecisa, ya que el poder judicial del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico reside en un sistema 

judicial unificado en lo concerniente a jurisdicción, 

funcionamiento y administración compuesto por el Tribunal Supremo 

como tribunal de Última instancia, el Tribunal de Apelaciones y 

el Tribunal de Primera Instancia, los que constituyen el Tribunal 

General de Justicia. 

juramentados como jueces. 

Todos reciben sus nombramientos y son 
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Regla 104 Presunción de inocencia y duda razonable 

. , En todo proceso criminal, se preeunnra 
presume inocente al aeueaae ímoutado 
mientras no se prel3are. pruebe lo contrarío, 
y en caso de existir . duda razonable acerca 
de su culpabilidad, se le absolverá. Si la 
auaa es Una vez se establezca la 
culpabilidad del imputado, de existir duda 
razonable entre grados de un delito o entre 
delitos de distinta gravedad, sólo podrá 
eeuéleAáFeele ael ser declarado convicto por 
el de grado inferior o Elelite por el de 
menor gravedad. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

110 de 

En nuestro sistema de derecho procesal penal es principio 

fundamental que todo ciudadano al que se le imputa delito tiene 

el derecho constitucional a que el Ministerio Fiscal demuestre su 

culpabilidad 
, 

mas allá de duda razonable en un juicio público, 

justo e imparcial. Articulo II, Sección 11, de la Constitución 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. La duda razonable es 

definida como aquella insatisfacción o intranquilidad en la 

conciencia del juzgador de los hechos sobre la culpabilidad del 

imputado luego de desfilada la totalidad de la prueba de cargo. 

La prueba del Ministerio Fiscal debe establecer, por motivo 

de ser la presunción de inocencia parte del debido procedimiento 

de ley, todos los elementos del delito y vincular al imputado con 

los mismos con prueba suficiente y satisfactoria, que produzca 

certeza o convicción moral en una conciencia exenta de 

preocupación o en un ánimo no prevenido. Véase Pueblo v. Cabán 

Torres, 117 D.P.R. 645 (1986); Pueblo v. Ramos Delgado, 88 J.T.S. 

119 y Pueblo v. Maisonave Rodriguez, 91 J.T.S. 67. 
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Regla 105 Presencia del aeusado imputado 

(a) Delitos graves. En todo proceso 
por delito grave (feleny) el aeucade debsri 
imputado podrá estar presente e!'l el acto de 
la lectura de la aa1e1€ación y en todas las 
etapas del juicio, iRoluyeRdo incluso la 
constitución del jurado Jurado ...y., la 
rendición del veredicto o fallo, y en el 
pronunciamiento de la sentencia. Si el 
ew1,;sado l:!a eomp,u;:eciG.o al acto ge la lect11ra 
6:e la aeusaeión, y Aaeiai::.11.lc;, imputado luego 
de haber sido advertido conforme a la Regla 

-5-8- [ 301 J y citado para juicio no se 
presentase, el tribunal luego de 
iavesti'3aEias las ,;:en1sa.1s, determinar a su 
satisfacción la presunta voluntariedad de la 
ausencia, podra celebrar el mismo en su 
ausencia hasta que recayere fallo o 
veredicto y el pronunciamiento de la 
sentencia, siempre que el aeusade imputado 
estuviese representado por abogado. Si en 
cualquier etapa durante el juicio el ae1,;sado 
imputado no regresare a sala para la 
continuación del mismo, el tribunal luego de 
investigadas las gausac, determinar a su 
satisfacción que la ausencia es voluntaria, 
podrá dictar mandamiento orJenando y ordenar 
su arresto, pero en todo caso la ausencia 
voluntaria del ae1,;sado imputado no impedirá 
que el juicio continúe hasta que se rinda el 
veredicto o el fallo y el pronunciamiento de 
la sentencia. 

(b) Delitos menos graves. En 
procesos todo proceso por delitos delito 
menos graves (misdemeaaors) grave, siempre 
que el aousado imputado estuviere 
representado por abogado, el tribunal podrá 
proceder a la lectura de la denuncia o 
acusación, al juicio, al fallo y al 
pronunciamiento de la sentencia, y podrá 
recibir una alegación de culpabilidad en 
ausencia del aeusado imputado. Si la 
presencia del aousado imputado fuere 
necesaria, el tribunal podra dictar 
mandamiento ordenando su asistencia 
personal. El tribuRal podrá proceder en 
casos de delitos menos graves scg~n 
Sicpu0sto oa la G1xc0pci9a del iaGiso (a) 
euaneo las eireuactanciac f~oron las allí 
eent.e:mplaS:ao, Si en cualquier etapa 
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durante el juicio el imputado no regresare a 
sala para la continuación del mismo, el 
tribunal luego de determinar a su 
satisfacción que la ausencia es voluntaria, 
podrá dictar mandamiento ordenando su 
arresto, pero en to.do caso la ausencia 
voluntaria del imputado no impedirá que el 
juicio contin6e hasta que se rinda el 
veredicto o el fallo y el pronunciamiento de 
la sentencia. 

(c) Corporaciones. Una 
podrá comparecer representada 
para todos los fines. 

corporación 
por abogado 

(d) Conducta del aeuaaé!e imputado. En 
procesos por aelH:es o,ra,,.os delito grave o 
menos o,rave s grave, si el am,s aaG imputado 
incurriere en conducta tal que impidiere el 
desarrollo normal del juicio, el tribunal 
podrá: 

(1) tramitar un desacato sumario; -e-

( 2) tomar las medidas coercitivas 
pertinentes, -e-~ 

(3) ordenar que el aeusaaG imputado 
sea removido y continuar con el proceso en 
ausencia. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

243 de 

La Sección 11 del Artículo II de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico consagra en lo pertinente, el 

derecho de todo imputado de delito a que se demuestre su 

culpabilidad más allá de duda razonable en juicio pGblico, justo 

e imparcial. Pueblo v. Robles González, 90 J. T. s. 41. 
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Según indicó el Tribunal Supremo en el caso de Pueblo v. 

Pérez Santaliz, 105 D.P.R. 10 (1976): 

Como sabemos, el Juicio va dirigido a la 
búsqueda de la verdad. Nuestro ordenamiento 
procesal prescribe como garantía del derecho 
a un juicio justo e imparcial que la 
culpabilidad del acusado ha de fundarse en 
la prueba desfilada y en los argumentos 
aducidos ante el tribunal. El acusado tiene 
derecho a confrontarse con la prueba en su 
contra y a que se le pruebe la acusación 
mediante prueba admisible conforme las 
normas de relevancia, confiabilidad y 
certeza que la experiencia secular ha 
consagrado en el proceso adversativo ... 

El derecho de todo imputado a estar presente en toda etapa 

del juicio tiene raíces tanto en el derecho común, Snyder v. 

Massachusetts, 291 u.s. 97 (1934), como en la cláusula de 

confrontación de la Enmienda Sexta a la Constitución de Estados 

Unidos, la cual se aplica a los estados a través d<;a la Enmienda 

Decimocuarta. Illinois v. Allen, 397 u.s. 337 (1970). Las 

fuentes en Puerto Rico son la citada Enmienda Sexta y el Art. II, 

Secs. 7 y 11 de la Constitución del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico. Pueblo v. Lourido Pérez, 115 D.P.R. 798, 801 (1984). 

Tal derecho a estar presente puede ser objeto de renuncia. 

Pueblo v. LÓpez Rodríguez, 118 D.P.R. 515 (1987); Pueblo v. 

Bussman, 108 D.P.R. 444 (1979). La permisibililad de la renuncia 

no adolece de falla constitucional. Pueblo v. Colón Colón, 105 

D.P.R. 880 (1977). 

La renuncia puede manifestarse por la ausencia voluntaria del 

imputado, más visto el rango constitucional del derecho, la 
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ausencia debe ser equivalente a 11 una renuncia o abandono 

intencional de un derecho o privilegio reconocido." Johnson v. 

Zerbst, 304 u.s. 458, 464 (1938). La renuncia es voluntaria si 

se determina que el imputado conoce de su derecho y obligación de 

estar presente y carece de razón válida para ausentarse. 

El tribunal siempre debe cerciorarse que se cumpla con los 

tres (3) requisitos que exige la jurisprudencia para que se pueda 

celebrar un proceso en ausencia del imputado de delito, a saber: 

(1) que haya sido citado o notificado del primer señalamiento 

para juicio; 

en dicho día 

( 2) que haya sido apercibido que de no comparecer 

se podrá celebrar el juicio en su ausencia, y ( 3) 

que ante su incomparecencia en dicho día, el tribunal realice 

gestiones razonables tendentes a cerciorarse que su ausencia es 

voluntaria. 

La regla no requiere a los tribunales de instancia agotar o 

realizar todo esfuerzo para investigar y precisar si existe una 

renuncia voluntaria del derecho. El tribunal sólo tiene que 

determinar a su satisfacción la presunta voluntariedad de la 

ausencia del imputado. Una vez haya fundamento para una 

determinación preliminar de 

refutarla, aunque la carga 

voluntariedad de la ausencia 

voluntariedad, el imputado debe 

de probar en Última instancia la 

cuando media refutación recae en el 

Ministerio Fiscal. De lo contrario, la desaparición intencional 

debe estimarse como una renuncia al derecho a estar presente en 

el juicio, y a que su caso se ventile ante un Jurado. 
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Regla l06 Notificación de Órdenes 

(a) Notificación. A--menos ~ue se 
eiist,:onga en contrario en estas reglas, 
siempre Siempre que se requiera o permita 
notificar a una parte representada por 
abogado la notificación se hará al abogado. 
a no ser que el tribunal ar8:enare q1.:1e li 
parte, deberá ser notificada personalmente, 
y eiafia notifieaeión se efectuará Se aeuerBo 
eon lo dispuesto sobre el particular en las 
Reglas Ele Procedimicnte Gir,ril ]:)ara el 
TriSunal General Ge Justieia, De ser 
necesaria la notificación a cualquier parte 
interesada, la notificacion se hara a la 
parte, a menos que se disponga en contrario 
en estas reglas. 

(b) Orden en ausencia. Al ser dictada 
una orden en ausencia de cualquier parte que 
resultare afectada, el secretario la 
notificara a dicha parte inmediatamente. 

(c) Forma. La notificación al abogado 
o a la parte será efectuada entregándole 
copia, remitiendosela por correo a su ultima 
direccion conocida o via facsimil. 

Entregar una copia, conforme a esta 
regla, significa ponerla en manos del 
abogado o de la parte, o dejarla en su 
oficina en poder de su secretaria o de otra 
persona a cargo de la misma. Cuando la 
oficina estuviere cerrada o la persona a ser 
notificada no tuviere oficina, se dejara en 
su domicilio o residencia habitual en poder 
de alguna persona que no sea menor de 
dieciocho (l8) años que resida allí. La 
notificacibn por correo quedará 
perfeccionada al ser depositada en el correo. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde a la Regla 244 y el inciso (b) a la 

Regla 245 de Procedimiento Criminal de l963. El segundo párrafo 

del inciso (c) corresponde, en parte, a la propuesta Regla 70.2 

Forma de hacer la notificación, del Proyecto de Reglas de 

Procedimiento Civil, discutido en la Conferencia Judicial de ·l991. 
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Regla 107 Términos; cómo se computarán 

1.a 1semp11tagiQi. En el cómputo de cualquier 
término ~resgrite establecido o concedido 
por estas reglas, o por orden del tribunal, 
o por cualquier estatuto aplicable, -&e­
','erif ieará eonforme a la Re9la ¡¡¡¡, 1 de las 
de Pregec:limicmto Civil no contará el día en 
que fue realizado el acto, evento o 
incumplimiento después del cual el término 
concedido empieza a correr. El Último día 
del término asi computado será incluido 
siempre que no sea sabado, domingo nidia de 
fiesta legal, quedando entonces extendido el 
plazo hasta el fin del próximo día que no 
sea sabado, domino o dia lealmente 

eria o. Cuan o el termino concedido uere 
menor de siete ( 7) dias, los sabados, 
domingos o dias de fiesta legal intermedios 
serán excluidos del cómputo. Medio día 
feriado será considerado como feriado en su 
totalidad. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 249 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963 y a la propuesta 

Regla 71. l. cómo serán computados, del Proyecto de Reglas de 

Procedimiento Civil, discutido en la Conferencia Judicial de 

1991. La regla equivale en parte a la Regla 6(a) de 

Procedimiento Civil federal. 
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Regla 108 Derogación de leyes incompatibles 

El CÓdi"J'e de El'ljtüeiamiel'lte Crimil'lal ee 
Puerto Rico, a~robade el ~rimero Se marso de 
1902, segtln ha sido cnmeaeaeo hasta al 
¡aresgact;.-, Las Reglas de Procedimiento 
Criminal, aprobadas el 30 de julio de 1963, 
según han sido enmendadas, y cualesquiera 
otras leyes, en todo cuanto se relacione o 
refiera a proeedimiento erimiaal derecho 
procesal penal que sea incompatible o 
contrario a estas reglas, quedan !é'Cr É!otas 
derogadas. Se derogan las secciones, 
car;ítulos y leyes siguientes del Codigo de 
EnJuiciamiento Criminal de Puerto Rico. 

(1) 
prohibido 

Sección 6. Segundo proceso, 

Esta sección corresponde al 
del Código de Enjuiciamiento 
1935. 

Artículo 6 
Criminal de 

El Artículo II, Sección 11 de la 
Constitución del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico y la Regla 402 del Proyecto de 
Reglas de Procedimiento Criminal hacen 
innecesaria esta disposición. 

(2) Sección 7. Autoincriminación; 
restricción antes de sentencia 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al 
Enjuiciamiento 

Artículo 7 
Criminal de 

El Artículo II, Sección 11 de la 
Constitución del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico y las Reglas 101 y 225 del 
Proyecto de Reglas de Procedimiento Criminal 
hacen innecesaria esta disposición. 

(3) Sección 11. 
en general 

Derechos del acusado 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al 
Enjuiciamiento 

Artículo 
Criminal 

11 
de 
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(4) Sección 51. Juez de paz que deja 
de cumplir deberes (Art. 18); 

(5) Sección 86. 
(Art. 56); 

Facultades generales 

( 6) Sección 87. Entrega de registro y 
récords al sucesor (Art. 57); 

(7) Sección 88. Costas (Art.58); 

(8) Sección 89. Depósito de costas, 
multas y derechos; inspección de registros 
(Art. 60); 

(9) Sección 90. 
(Art. 61) 

Castigo por desacato 

Estas son las disposiciones 
el Código de Enjuiciamiento 
1935, relativas al juez de paz. 

vigentes 
Criminal 

en 
de 

La derogación se hace por entender que 
el Artículo 7 de la Ley Núm. 7 del 8 de 
agosto de 1974 (4 L.P.R.A. Sec. 217) dispuso 
la eliminación de los jueces de paz y su 
sustitución por jueces municipal; y que la 
Ley Núm. 92 del 5 de diciembre de 1991, 
incluyó al Tribunal Municipal como parte del 
Tribunal de Primera Instancia. 

( 10) Sección 182. Proceso por 
cauciones juratorias quebrantadas, multas, 
penas pecuniarias, etc. 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al Artículo 107 
Enjuiciamiento Criminal de 

La Regla 
Procedimiento 
Uniforme de 
Sec. 1723 et 
disposición. 

226 de las Reglas de 
Criminal de 1963 y la Ley 

Confiscaciones, 34 L.P.R.A., 
seq. hacen innecesaria esta 

(11) Capítulo 33 del código 
jurado 

de 
(34 enjuiciamiento criminal, gran 

L.P.R.A. seccs. 521 al 577) 

La Ley Núm. 58 del 18 de junio de 1919 
estableció el Gran Jurado en Puerto Rico. 
Esta institución carece de propósito en el 
derecho procesal penal puertorriqueño. 
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(12) Capítulo 
enjuiciamiento, jurado 
636 al 640) 

39 
(34 

del código de 
L.P.R.A. seccs. 

Las Secciones 9 y 10 de la Ley del 10 de 
mayo de 1904 y de los Artículos 205 y 206 
del Código de Enjuiciamiento Criminal de 
1935, son innecesarias. 

Las Reglas de Procedimiento Criminal 
cubre todos los aspectos de la selección de 
candidatos a jurado y del juicio por Jurado. 

(13) Sección 750. Costas en causas 
criminales; pago por el acusado 

(14) Sección 751. Costas impuestas al 
acusado; insolvencia 

Esta disposición corresponde a la 
Sección 1 de la Ley Núm. 11 del 9 de marzo 
de 1911. 

(15) Sección 752. Honorarios para 
testigos y jurados 

Esta disposición corresponde a la 
Sección 1 de la Ley Núm. 338 del 10 de mayo 
de 1947, enmendada por la Ley Núm. 31 del 9 
de julio de 1969. 

Se deroga por considerar 
Reglamento fijando tipos de 
gastos de viaje y dietas para 
testigos (34 L.P.R.A. Ap. 
reglamentar esta materia. 

que el 
honorarios, 

jurados y 
X) debe 

En la alternativa el Comité Asesor 
recomienda que la parte correspondiente a 
los Honorarios para testigos sea incluida en 
una regla especial para testigos y víctimas 
del crimen. 

(16) Sección 781. 
para jurado 

Habitación o local 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al Artículo 272 
Enjuiciamiento Criminal de 
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Se deroga por ser asunto incluido en la 
Regla 523 del nuevo proyecto de Reglas de 
Procedimiento Criminal. 

(17) 
alojamiento 

Sección 782. Comida y 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al Artículo 273 
Enjuiciamiento Criminal de 

Se deroga por ser asunto incluido en la 
Regla 523 del nuevo proyecto de Reglas de 
Procedimiento Criminal. 

(18) 
sentencia 
causa 

Sección 969. 
condenatoria; 

Registro de 
anotación de 

la 
la 

Esta sección corresponde al Artículo 326 
del Código de Enjuiciamiento Criminal de 
1935, según enmendada por la Ley Núm. 35 del 
10 de abril de 1979. 

(19) Sección 970. Disposición de 
y costas en casos multas, penas pecuniarias 

criminales 

(20) 
abolida 

Sección 995. Pena de muerte, 

Esta prohibición está incluida en la 
Sección 7 del Artículo II de la Constitución 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

( 21) Sección 
libertad a prueba -
tribunales 

1026. Sistema de 
Establecimiento en los 

(22) 
suspendida 
restitución; 

Sección 1027. Sentencia 
y libertad a prueba; multa; 
custodia y supervisión 

(23) 
adicionales 

Sección 

( 24) Sección 
libertad a prueba; 
plan de tratamiento 

1027a. Condiciones 

1028. Duración de la 
régimen disciplinario y 

(25) Sección 1029. Revocación de la 
libertad a prueba; informes sobre conducta 
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(26) Sección 
suspendida en causas 
graves cuando acusado es 
de 60 años 

1030. Sentencia 
por delitos menos 
menor de 16 ó mayor 

(27) Sección 1031. Condiciones; 
convicción de un nuevo delito 

(28) Sección 1039. Término cumplido 
antes de la suspensión de la sentencia 

(29) Sección 1040. Aplicación a 
sentencias concurrentes y consecutivas 

(30) Sección 1041. Preferencia de 
deducciones 

(31) Sección 1042. Sentencias 
suspendidas en delitos graves y en ciertos 
delitos menos graves cuando el convicto es 
menor de 21 años de edad 

(32) Sección 1043. Casos pendientes 

(33) 
sentencia 
reclusión 

Sección 1044. 
determinada en 

Sistema 
condenas 

de 
de 

La vigencia o derogación de esta sección 
dependerá del modelo de sentencias que sea 
aprobada por la Asamblea Legislativa de 
Puerto Rico. 

(34) Sección 1171. Errores 
afectan derechos o que no 
excepcionados; errores fundamentales 

que no 
fueron 

(35) Sección 1465. 
desobediencia a citación 
declarar 

Penalidad por 
o negativa a 

Esta sección 
del Código de 
1935. 

corresponde al Artículo 411 
Enjuiciamiento Criminal de 

Se recomienda que la disposición sea 
incluida en el Código Penal de Puerto Rico. 
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( 36) Sección 14 71. Ley uniforme para 
asegurar la asistencia de testigos que se 
encuentren en o fuera de Puerto Rico en 
casos criminales - Citación de testigos en 
Puerto Rico para declarar en otro estado o 
territorio 

(37) Sección 1472. Citación de 
testigos de otro estado o territorio para 
declarar en Puerto Rico 

(38) Sección 1473. Exención de 
arresto o proceso 

(39) Sección 1474. Uniformidad de 
interpretación 

(40) Sección 1475. Título abreviado 

(41) Sección 1475a. Confinados como 
testigos en causas criminales dentro o fuera 
de Puerto Rico - Audiencia con vista de 
certificación de otro estado o territorio 

(42) Sección 1475b. Orden del Juez 
Superior; condiciones 

(43) Sección 1475c. Acuerdos del 
Secretario de Justicia con otras 
jurisdicciones 

(44) Sección 1711. Moción de 
reducción; procedimiento; exclusión 

( 45) Sección 1712. Máximos por 
delitos menos graves; excepción; 
derogaciones 

(46) Secciones 1725, 1725a., 1725b., 
1725c., y 1725d. 

La Regla 11 7. 
antecedentes penales, 
estas secciones. 

Certificación de 
hace innecesarias 

(47) Secciones 1731, 1732 y 1733 



La Regla 
convicción por 
estas secciones. 

COMENTARIO 
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118. 
delito, 

Eliminación por 
hace innecesarias 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

255 de 
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Separabilidad de disposiciones 

Si cualquier regla o parte de ésta fuere 
declarada inconstitucional, no afectará, 
perjudicara o invalidara el resto de las 
reglas y su efecto quedara limitado a la 
regla o parte de ésta que así hubiere sido 
declarada. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. Se deja consignado que una declaración de 

inconstitucionalidad por un tribunal competente de cualquier 

regla o parte de ésta, no afectará o invalidará el resto de las 

Reglas de Procedimiento Criminal. 
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Regla 110 Distrito judicialt definición 

Se9Ún se usa en En las Reglas 2§ a 33 de 
Procedimiento Criminal, "distrito judicial" 
signifi~ara significa una de las unidades 
territoriales en que Puerto Rico está 
dividido para fines judiciales, e incluirá 
las unidades correspondientes a las 
secciones y salas del Tribunal de Primera 
Instancia, Elel 'l'ribuaal Ele Distrito y a las 
salas del Trib1mal Su¡aerio;c y del Tribunal 
de Apelaciones. 

El Tribunal Municipal, el Tribunal de 
Distrito y el Tribunal Superior constituyen 
el Tribunal de Primera Instancia. 

El Tribunal 
compuesto por la 
Seccibn Sur. 

de Apelaciones 
Seccion Norte y 

estará 
por la 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

25 de 

El Tribunal de Apelaciones creado conforme la Ley Núm. 21 de 

13 de julio de 1992 que enmienda la Ley de la Judicatura (Ley 

Núm. 11 de 24 de julio de 1952, según enmendada), establece que 

la Sección Norte de dicho Tribunal comprenderá los distritos 

judiciales de Bayamón, Arecibo, Caguas, San Juan, Carolina y 

Humacao. La Sección Sur comprenderá los distritos judiciales de 

Aibonito, Aguadilla, Utuado, Mayaguez, Ponce y Guayama. 
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Regla 111 Delitos enjuiciables en Puerto Rico 

Cualquier persona que eemetieFe cometa 
un delito dentro del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico HR .e.elite eeatra <l.ic1:io 
Esteaao, ya estuviere dentro o fuera ee les 
límites territoriales de la extensión 
territorial de Puerto Rico a la fecha de su 
comision, podrá ser juzgada en los 
tribunales de Puerto Rico. 

Se entiende por extensión territorial el 
espacio de tierra, mar y aire sujeto a la 
jurisdiccion del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

26 de 

El segundo párrafo corresponde al Artículo 3 del Código Penal 

de Puerto Rico de 1974, 33 L.P.R.A. sec. 3003. 
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Competencia, en §eneral 

(a) 
criminal 
sección 
judicial 
lo que 
reglas. 

En general. En todo proceso 
el juicio se celebrará en la 

o sala correspondiente al distrito 
donde se cometió el delito, excepto 
en contrario se provea en estas 

Cuando un juez asuma jurisdicción sobre 
una persona a quien se le imputa la comisibn 
de un delito y la sala donde actúa el juez 
carezca de competencia para la celebración 
del juicio, trasladará el caso a la sala 
correspondiente para la continuación del 
proceso criminal. 

(b) Coautores en distintos distritos 
·udiciales. un distrito ·udicial 

una persona in uzca, o procure o 
provoque la comision de un delito en otro 
distrito judicial, podrá ser juzgada por 
dicho delito en cualquiera de los dos 
distritos. 

(c) Actos realizados en más de un 
·udicial. Cuando ara la comisión 

se requiera la realizacion de 
varios actos, el juicio podra celebrarse en 
cualquier distrito judicial donde ocurran 
dichos actos, pero nunca en mas de un 
distrito. 

(d) Delitos en un distrito judicial 
cometidos desde otro distrito · udicial. 

uan o un istrito JU icia una 
persona cometa un delito en otro distrito 
judicial, el juicio podrá celebrarse en 
cualquiera de los dos distritos. 

(e) Delitos cometidos en tránsito. 
Cuando se cometa un delito en cualquier 
vehículo público o privado en el curso de un 
viaje, y no pueda determinarse el sitio 
donde se cometió, el juicio podrá celebrarse 
en cualquier distrito judicial a travÉ!s del 
cual dicho vehículo transitara durante el 
viaje. 
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(f) Delitos en o contra naves 
aéreas. Cualquier persona que cometa un 
delito en o contra cualquier nave aérea 
mientras vuele sobre el territorio de Puerto 
Rico, podra ser juzgada en cualquier 
distrito judicial del Tribunal de Primera 
Instancia. 

(g) Delitos en o contra embarcaciones 
marítimas. Cualquier persona que cometa un 
delito en o contra cualquier embarcación 
marítima mientras navegue en aguas sujetas a 
la jurisdiccibn del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico, podrá ser juzgada en cualquier 
distrito judicial. 

(h) Propiedad transportada de un 
distrito judicial a otro. Cuando una 
persona adquiera bienes mediante la comisibn 
de un delito en un distrito judicial y 
transporte los bienes a otro distrito 
judicial, podra ser juzgada en cualquiera de 
los dos distritos. 

COMENTARIO 

El primer párrafo del inciso (a) corresponde, en parte, a la 

Regla 27; el inciso (b) corresponde, en parte, a la Regla 28; el 

inciso (c) corresponde, en parte, a la Regla 29; el inciso (d) 

corresponde, en parte, a la Regla 30; el inciso (e) corresponde, 

en parte, a la Regla 31; el inciso (f) corresponde, en parte, a 

la Regla 32 y el inciso (h) corresponde, en parte, a la Regla 33 

de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

El inciso (g) de la regla es nuevo. En las Reglas de 

Procedimiento Criminal de 1963 no existe regla de competencia 

sobre delitos cometidos en aguas territoriales puertorriqueñas. 

Al adoptar este inciso se cubren situaciones de delitos 

cometidos, por ejemplo, en la embarcación que viaja entre San 

Juan y Cataño o entre Fajardo y Vieques. 

La definición de extensión territorial está contenida en la 

Regla 111, Delitos enjuiciables en Puerto Rico. 
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Regla 113 Desacato criminal 

(a) Procedimiento sumario. El 
desacato criminal podrá castigarse en forma 
sumaria eicm~re ~uc si el juez eertifi~uc 
certifica que vio u oyó la conducta 
constitutiva de desacato, y que se cometió 
en presencia del tribunal. La orden 
eeaaeaaaae per aesaeato que se dicte 
expondrá los hechos -3/-, será firmada por el 
juez, fiejáaeose eeaotaneia de ella y se hará 
constar en las mia11tas la minuta del 
tribunal. 

(b) Procedimiento ordinario. Salvo 
lo provisto en el inciso (a) de esta regla, 
en todo caso de desacato criminal se le dará 
al aGt1.sad9 pro vi e a.Hiso imputado la 
oportunidad de ser oído. El aviso expondrá 
el sitio, hora y fecha de la vista, 
concederá al aeusaao imputado un tiempo 
razonable para preparar su defensa, ~ 
saber le informará al aeueaao que se le 
imputa un desacato criminal y expondrá los 
hechos esenciales constitutivos del mismo. 
El aeusaao imputado tendrá derecho a su 
libertad provisional bajo fianza de acuerdo 
con las disposiciones de estas reglas. Si 
el desacato se fundara en actos o conducta 
irrespetuosa o crítica hacia un juez, É!ste 
no podrá eoeoecr Ele la eausa el juicio o la 
vista exoo~to eoa el eoasentimieato del 
aeusaao se celebrará ante otro juez. 

Esta regla no afecta la facultad 
concedida 
organización o funcionario 

por ley a una agencia, 

castigar por desacato. 
pilblico para 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

242 de 
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Regla 114· Sanciones económicas 

a. De las firmas. Las alegaciones, 
mociones y escritos a ser presentados 
0:eberan estar firmados por el abogado de la 
defensa, por el representante del Ministerio 
Fiscal, o por el imputado cuando se 
aut.orepresent.e. Se incluira el nombre 
completo del firmante, su número de 
colefiado, su di recciÓn post.al y residencial 
u o icial de trabajo. Cuando el firmante 
sea el imputado incluirá su número de seguro 
social. Excepto cuando una regla o ley 
diseonga otra cosa, las alegaciones, 
mociones o escritos no serán juradas. 

La firma de la parte constituirá 
certificaci6n de haber leido el documento, 
~ue está fundamentado en hechos y derecho. 

a falta de firma en el documento equivaldrá 
a la eliminacion de las alegaciones, 
mociones o escritos, a menos 1ue sean 
firmados cuando el tribunal noti ique la 
omision. 

Si un documento es firmado en violación a 
este inciso, el tribunal, a mocion de parte 
o a iniciativa propia, podra ordenar el 
reembolso a la parte perjudicada de una 
cantidad razonable por los gastos y 
molestias incurridos con motivo de la 
presentacion de la alegacion, mocion o 
escrito. La sanción podrá incluir los 
honorarios de abogado. 

b. Por demora innecesaria. Cuando el 
imputado, el abogado de la defensa o el 
representante del Ministerio Fiscal permita 
que la fecha de la vista preliminar o del 
Juicio sea señalada a sabiendas que en esa 
fecha un testigo esencial no estara 
disponible; presente una moción de 
suspension con el fin de ocasionar atrasos a 
sabiendas de que es frívola y sin mÉ!rito; 
hata una declaración con el proposit.o de 
60:ener una suspensión a sabiendas de que es 
falsa y ello sea relevante a la concesion de 
la suspensión; solicite una transcripci6n de 
evidencia a los unicos fines de entorpecer 
los procedimientos, o se ¡zropon 1t incumplir 
de mala fe con las disposiciones e Juicio 
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rá,eido, el tribunal ,eodrá imponer al 
im,eutado, al abogado de la defensa o al 
re,eresentante del Ministerio Fiscal además 
de las costas, y honorarios de ;1astos 
abogado, la sanc1on económica que estime , 
a ropiada hasta un maximo de doscientos 
cincuenta 250.00 dolares . 

c. Procedimiento. Antes de im,eoner 
una sancibn el tribunal notificará al 
ofensor de los cargos y le ,eermi tira 
presentar evidencia o argumentos ,eara 
ex,elicar su conducta. 

El juez ante quien ocurrió la conducta 
im,12ro,12ia ,eodrá imponer la sancibn y referir 
el asunto a otro juez cuando su objetividad 
y conducta sea un hecho en controversia, o 
lo solicite la parte sancionada. 

Nada de lo dis,euesto en 
inter,eretará como que el 

esta regla se 
ofensor tiene 

derecho a un juicio ,elenario. 

COMENTARIO 

La regla sugerida es nueva. 
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INTRODUCCION 

El Comité Asesor Permanente de Reglas de Procedimiento 

Criminal encomendó al Secretariado de la Conferencia Judicial la 

realización de un estudio comparativo sobre la posibilidad de 

imponer sanciones económicas a las partes en el derecho procesal 

penal. 

Como parte de la labor investigativa realizada el 18 de abril 

de 1991 se solicitó e.J. National Center for State Courts la 

siguiente información: 

a. Una lista de estados en donde se imponen sanciones 

económicas a los abogados de defensa y del ministerio fiscal por 

incurrir en conducta o tácticas encaminadas a ocasionar atrasos 

en el procesamiento de casos criminales. 

b. En aquellos casos en que se puedan imponer sanciones 

contra el ministerio fiscal, ¿quién es responsable del pago de la 

sanción, el Estado o el fiscal? 

Un funcionario de dicha organización proveyó al Secretariado 

la siguiente información: 

a. El Centro realizó una búsqueda de las reglas procesales 

criminales de los 50 estados y consultó con el National District 

Attorneys Association y con la National Legal Aid and Defender 

Association sin encontrar regla que permita o prohiba la 

imposición de sanciones económicas en la etapa del juicio, o 

cuanno las partes incurran en tácticas dilatorias. 
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b. Existen estados que permiten la imposici6n de sanciones 

econ6micas cuando las partes no cumplen con las 6rdenes del 

tribunal en la etapa del descubrimiento de prueba. 

c. Algunos tribunales apelativos imponen sanciones 

econ6micas si entienden que el recurso radicado es frívolo. 

Ante la dificultad de contar con el beneficio de la 

experiencia de otras jurisdicciones este estudio se limitará a 

las posibilidades que nos ofrece nuestro actual ordenamiento 

jurídico. 

Estado de derecho 

El derecho procesal penal puertorriqueño carece de una 

política en cuanto a la imposici6n de sanciones econ6micas para 

desalentar conducta relacionada con el mal uso y abuso de los 

procesos judiciales. 

Igualmente carecen las Salas de Asuntos Criminales de las 

herramientas necesarias para contrarrestar la litigaci6n y 

argumenta,ci6n frívola y los casos que presentan un claro abuso 

del procedimiento por parte de los abogados de defensa y del 

Ministerio Fiscal con el consecuente costo y dilaci6n en el 

proceélimiento. 

Aún cuando la jurisprudencia, en repetidas ocasiones, ha 

reconocido y reiterado las responsabilidades y deberes del 

abogado, no s6lo para con su cliente, sino también para con el 

sistema judicial, véase Ramírez de Arellano v. Secretario de 

Hacienda, 85 D.P.R. 823 (1962); In re Alfredo Cardona Alvarez, 
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116 D.P.R. 895 (1986) y Berríos Pagán v. Universidad de Puerto 

Rico, 116 D.P.R. 88 (1985), el derecho procesal penal no permite 

al tribunal imponer, a moción de parte o motu proprio, las 

sanciones que estime adecuadas, justas y necesarias. 

En el procedimiento civil los tribunales tienen poder 

inherente, aparte de autorización estatutaria, para hacer cumplir 

sus sentencias, Órdenes y autos y conservar el orden en los 

procedimientos judiciales. Igualmente los abogados le deben a 

los tribunales el respeto a las Órdenes que le son dirigidas en 

la tramitación de los pleitos, exigiéndose de ellos asistencia 

puntual y el despliegue de todas las diligencias necesarias para 

asegurar que no se causen indebidas dilaciones en la tramitación 

y solución de los casos. Véase Canon 12 de los de Etica 

Profesional, 4 L.P.R.A. ~p. IX, c. 12; Acevedo v. Compañía 

Telefónica de P. R., 102 D. P. R. 787, 791 ( 1974) y Pueblo v. Vega 

Alvarado, 88 J.T.S. 57. 

Las Reglas de Procedimiento Civil para el Tribunal General de 

Justicia de 1979, 32 L.P.R.A. Ap. III, contienen disposiciones 

claras permitiendo la imposición de sanciones a los abogados por 

el incumplimiento de sus deberes. 

En relación al calendario de casos civiles la Regla 5 ( c) de 

las Reglas para la Administración del Tribunal de Primera 

Instancia, 4 L.P.R.A. Ap. II R. 5(c), provee lo siguiente: 

"De no comparecer ninguna de las partes 
a la celebración de la vista de un caso 
civil se podrá ordenar su desestimación y 
archivo por abandono. En caso de que no 
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comparezca alguna de las partes se podrá 
desestimar la demanda, eliminar las 
alegaciones del demandado, condenar al pago 
de honorarios de abogado, o dictar cualquier 
otra orden que fuere justa.'' 

Igualmente, la Regla 3 7. 3 de Procedimiento Ci vi 1 establece 

que: 

"Si una parte dejare de comparecer, se 
negare a participar o compareciere sin estar 
debidamente preparada, a una conferencia 
preliminar al juicio o a la conferencia 
entre abogados, o incumpliere cualquier 
orden del tribunal, éste podrá desestimar la 
demanda, eliminar las alegaciones del 
demandado, condenar al pago de costas y 
honorarios de abogado o dictar cualquiera 
otra orden que fuere justa.'' 

La Regla 44.2 de Procedimiento Civil es otra fuente para la 

imposición de sanciones económicas al indicar: 

Costas y sanciones interlocutorias 
a las partes 

El tribunal podrá imponer costas 
interlocutorias a las partes, y sanciones 
económicas en todo caso y en cualquier etapa 
a una parte y a favor del Estado por 
conducta constitutiva de demora, inacción, 
abandono, obstrucción o falta de diligencia 
en perjuicio de la eficiente administración 
de la justicia. 

La Regla 44.2 que no tiene precedente en reglas locales 

anteriores o en la reglamentación federal, pretende agilizar los 

procedimientos y evitar la congestión en nuestros tribunales. 

Véase, Cuevas Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña, 

Publicaciones J.T.S. 1979, págs. 248-249 y Pérez Pascual v. Vega 

Rodríguez, 89 J.T.S. 71. 
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Las citadas reglas van dirigidas a evitar atraso indebido en 

la disposición de los casos, así como la congestión en los 

calendarios de los tribunales. 

Las Reglas para la Administración del Tribunal de Primera 

Instancia y las Reglas de Procedimiento Criminal no contienen 

disposiciones que autorizen la imposición de sanciones económicas 

para evitar indebidas dilaciones y la congestión de casos en el 

calendario de causas criminales. En Pueblo v. Vega Alvarado, 

supra, sobre esta situación señaló el Tribunal Supremo: 

"Desafortunadamente, esa no es la 
situación en relación con el calendario de 
causas criminales. Ni las Reglas para la 
Administración del Tribunal de Primera 
Instancia ni las Reglas de Procedimiento 
Criminal contienen disposición alguna que 
permita la imposición de sanciones 
económicas en forma similar a la del campo 
de lo civil. 

Ello no significa, sin embargo, que el 
magistrado que preside los procedimientos en 
un caso criminal está huérfano de remedios 
para vindicar la dignidad del tribunal ante 
una conducta que lesione esa dignidad o 
entorpezca los procedimientos que dirige. 
Tiene a su alcance, naturalmente, el 
mecanismo del desacato, tanto el civil como 
el criminal." 

En el caso de Pueblo v. Vega Alvarado, supra, el Tribunal 

reitera lo anteriormente expresado en el caso de Pueblo v. 

Lamberty González, 112 D.P.R. 79 (1982). 

''Las fuentes del poder para castigar por 
desacato son múltiples. La Regla 242(a) de 
Procedimiento Criminal nos habla del 
desacato criminal directo. La Regla 242(b) 
se refiere al desacato criminal indirecto. 
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La Regla 40. 9 de Procedimiento Ci vi 1 provee 
para el desacato civil. Se reconoce en 
Puerto Rico, además, el poder inherente de 
los tribunales para castigar por desacato. 
También nos hemos expresado en ocasiones 
sobre el desacato sui géneris. Esto Último 
no significa que es inexistente la 
diferencia entre el desacato civil y el 
criminal, sino que se dan 
se aplican al desacato 
especiales. 

ocasiones 
ciertas 

en que 
reglas 

La verdadera distinción entre el 
desacato criminal y el civil estriba en la 
naturaleza y propósito del remedio. Si la 
intención es reparadora, inducir a alguien a 
cumplir con una obligación, el desacato es 
de naturaleza civil. Si el objetivo es 
vindicar la autoridad del tribunal, el 
desacato es de orden penal. En lo que toca 
a la diferencia entre desacatos directos o 
indirectos, los primeros son los cometidos 
en presencia del tribunal. Algunos 
tribunales consideran di rectos aun los que 
no se cometan en presencia de la corte, pero 
tan cercanamente que montan a una 
obstrucción de la justicia. Esto no es 
posible bajo la Regla 42(a) de Procedimiento 
Criminal federal, equivalente a la Regla 
242(a) nuestra. La naturaleza del 
procedimiento, penal o civil, no dicta la 
naturaleza del desacato. Se puede cometer 
un desacato civil dentro de un procedimiento 
penal y viceversa. (Citas omitidas). 

Propuestas de Cambio 

El Informe sobre Reglas de Procedimiento Criminal de Puerto 

Rico sometido por el Comité de Procedimiento Criminal de la 

Conferencia Judicial, revisado en el año 1985, recomendó la 

adopción de una regla para la imposición de sanciones en los 

procedimientos criminales. Se propuso que tanto los abogados de 

defensa como del Ministerio Fiscal estuvieran sujetos a sanciones 
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cuando intencionalmente incurrieran en conducta lesiva al derecho 

del acusado a juicio rápido y justo y a los intereses del sistema 

de garantizar y viabilizar dichos derechos constitucionales. La 

regla recomendada señala: 

Regla 232 - Sanciones 

(1) Cualquier caso en que el abogado o 
el Ministerio Fiscal permitan que la fecha 
de la vista preliminar o del juicio sea 
fijada a sabiendas que a esa fecha un 
testigo esencial no estará disponible; o que 
presenten una moción de suspensión a los 
6nicos fines de causar dilación, conociendo 
que es frívola y sin mérito; o hagan una 
declaración con el propósito de obtener una 
suspensión a sabiendas de que es falsa y 
ello sea relevante a la concesión de la 
suspensión; o solicitare una transcripción 
de evidencia a los 6nicos fines de dilatar 
los procedimientos, o de otra manera dejaren 
de cumplir con las disposiciones de juicio 
rápido, el tribunal podrá sancionar al 
abogado o fiscal de la siguiente manera. 

(a) Imponiéndole 
defensa una multa que no 
los honorarios a que tiene 

al abogado de la 
exceda del 25% de 
derecho. 

(b) Al fiscal imponiéndole una 
multa que no exceda de doscientos cincuenta 
($250) dólares. 

(c) Negándole al abogado o fiscal 
el derecho a postular ante la corte (sic) en 
que está el caso por un período de tiempo 
que no excederá de noventa (90) días. 

(d) Presentando una querella al 
abogado o fiscal ante el organismo 
disciplinario correspondiente. 

( 2) La autoridad de sancionar provista 
en esta regla será adicional al poder 
inherente del tribunal para sancionar 
cualquier conducta en aras de proteger los 
derechos de los acusados y los intereses de 
la administración de la justicia. 
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imponer cualquiera de estas 
tribunal deberá seguir los 

establecidos en la Regla 233. 

La regla sugerida está en consonancia con los Estándares 

6-3.3 y 6-4.1 de la American Bar Association, Standards for 

Criminal Justice, Special Functions of the Trial Judge, las 

cuales expresan: 

Standard 6-3.3. Judge's use of powers 
to maintain order 

The trial judge has the obligation to 
use his or her judicial power to prevent 
distractions from and disruptions of the 
trial. If the judge determines to impose 
sanctions for misconduct affecting th~ 
trial, the judge should ordinarily impose 
the least severe sanction appropiate to 
correct the abuse and to deter repeti tion. 
In weighting the severity of a possible 
sanction for disruptive courtroom conduct to 
be applied during the trial, the judge 
should consider the risk of further 
disruption, delay, or prejudice that might 
result from the character of the sanction or 
the time of its imposition. 

Standard 6-4.1. Inherent power 
of the court 

The court has the inherent power to 
punish any contempt in order to protect the 
rights of the defendant and the interests of 
the public by assuring that the 
administration of criminal justice shall not 
be thwarted. The trial judge has the power 
to cite and, if necessary, punish summarily 
anyone who, in the judge's presence in open 
court, willfully obstructs the course of 
criminal proceedings. 

La Asociación Americana de Abogados mediante estos estándares 

endosa el uso de sanciones a los abogados que en los 
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procedimientos criminales no cumplan con las normas de eficiencia 

impuestas por el tribunal o actúan de forma contumaz. 

Igualmente, la Regla 232 propuesta adopta la legislación federal, 

que dispone específicamente el poder del tribunal de sancionar al 

abogado o fiscal en un caso criminal cuando su conducta no sea 

cónsona con los principios de juicio rápido. 

En el año 1974, el Congreso de los Estados Unidos aprobó la 

Ley Pública 93-619 llamada "Speedy Trial Act", conteni<'la en 18 

U.S.C.A. Seccs. 3161-3174. El objetivo principal de esta 

legislación es la de imponer términos de tiempo para la 

celebración de juicios criminales en los tribunales federales. 

Las sanciones por incumplimiento de la ley están contenidas 

en su Sección 3162. Las disposiciones del inciso (a) aplican 

cuando no se radican los cargos en los términos establecidos. El 

inciso (b) contiene las sanciones a ser impuestas tanto a la 

defensa como al ministerio fiscal. Indica el inciso: 

(b) In any case in which counsel for the 
defendant or the attorney for the Government (1) 
knowingly allows the case to be set for trial 
without disclosing the fact that a necessary 
witness would be unavailable for trial; (2) files 
a motion solely for the purpose of delay which he 
knows is totally frivolous and without merit; (3) 
makes a statement for the purpose of obtaining a 
continuance which he knows to be false and which 
is material to the granting of a continuance; or 
(4) otherwise willfully fails to proceed to trial 
without justification consistent with section 
3161 of this chapter, the court may punish any 
such counsel or attorney, as follows. 

(A) in the case of an appointed defense 
counsel, by reducing the amount of compensation 
that otherwise would have been paid to such 
counsel pursuant to section 3006A of this title 
in an amount not to exceed 25 per centum thereof; 
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(B) in the case of a counsel retained in 
connection wi th the defense of a defendant, by 
imposing on such counsel a.fine of not to exceed 
25 per centum of the compensation to which he is 
enti tled in connection wi th his defense of such 
defendant; 

(C) by imposing on any attorney for the 
Government a fine of not to exceed $250; 

(D) by denying any such counsel or attorney 
for the Government the right to practice befare 
the court considering such case for a period of 
not to exceed ninety days; or 

{E) by filing a report with an appropriate 
disciplinary committee. 

The authority to punish provided for by this 
subsection shall be in addition to any other 
authority or power available to such court. 

En el Informe del Comité sobre normas y objetivos para 

acelerar el trámite de casos en el Tribunal de Primera Instancia, 

Vol. I, diciembre de 1984, se recomienda la adopción de 

sanciones. A las páginas 192-193 se indica: 

"Deben enmendarse las Reglas de 
Procedimiento Criminal para establecer sanciones 
a regir en los procedimientos criminales. Tanto 
los abogados privados como el Ministerio Fiscal y 
los Abogados de Asistencia Legal deben quedar 
sujetos a sanciones cuando intencionalmente 
incurran en conducta lesiva al derecho del 
acusado a un juicio rápido y justo y a los 
intereses del sistema de garantizar y viabilizar 
dichos derechos constitucionales. Pueden servir 
de modelo las reglas que rigen en la esfera 
federal que permiten al tribunal sancionar al 
abogado o al fiscal en los casos criminales." 
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CONCLUSION 

Nos parece que las recomendaciones contenidas en el Informe 

sobre Reglas de Procedimiento Criminal para la adopción de la 

Regla 232 - Sanciones, y del Informe del Comité sobre normas y 

objetivos para acelerar el trámite de casos en el Tribunal de 

Primera Instancia deben ser consideradas por el Comité Asesor. 

Igual estudio se debe dar a las distintas 

contenidas en las Reglas de Procedimiento Civil 

incorporarse en nuestro derecho procesal y penal. 

disposiciones 

suceptibles de 

Lo importante es la creación de unas reglas procesales que no 

menoscaben y perjudiquen los derechos sustantivos de los 

imputados de delito, los testigos y víctimas del crimen, a la vez 

que faciliten la tramitación justa de todo procedimiento. 
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Regla 115 Inhabilidad del juez 

(a) Durante el juicio. Si después de 
comenzado el juicio, y antes del veredicto o 
fallo, el juez ante quien fuera juzgado el 
aeiasaes imputado estuviere impedido de 
continuar con el juicio por razón de muerte, 
enfermedad u otra inhabilidad o por haber 
cesado en el cargo, cualquier otro juez de 
igual categoría en funciones o asignado al 
tribunal podrá desempeñar dichos deberes, 
siempre y cuando certifique, dentro de un 
tiempo razonable a partir de su 
nombramiento, que se ha familiarizado con el 
expediente y récord del caso. 

(b) Después del veredicto o fallo de 
culpabilidad. Si por razón de haber sido 
sustituido, suspendido, cesado en el cargo, 
muerte, enfermedad u otra inhabilidad, el 
juez ante quien fuera juzgado el aeiasaeQ 
imputado estuviere impedido de desempeñar 
los deberes del tribunal después del 
veredicto o fallo de culpabilidad, cualquier 
otro juez en funciones o asignado al 
tribunal podrá desempeñar dichos deberes. 

(c) Casos por jiarads Jurado y tribunal de 
derecho. La sustitucion a que se refiere 
el inciso (a) de esta regla, sólo podrá ser 
efectuada en aquellos casos que se 
estuvieren ventilando ante jiaraes Jurado. 
Por estipulación de las partes, podra haber 
sustitución de juez antes de mediar fallo, 
en aquellos casos que se estén ventilando 
por tribunal de derecho. 

(d) Nombramiento de juez sustituto. 
El juez sustituto deberá ser nombrado por el 
juez administrador del tribunal al cual 
pertenecía el primer juez, o en su defecto 
por el Juez Presidente del Tribunal Supremo 
de Puerto Rico, dentro de dos (2) días de 
recibir notificación de inhabilidad del juez. 

(e) Autoridad del juez sustituto. El 
juez sustituto mantendrá el mismo poder, 
autoridad y jurisdicción en el caso como si 
hubiese comenzado ante él mismo. 
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( f) Deber del secretario. En 
tribunales en donde hay asignado 
juez, el secretario del 
inmediatamente que conociere 
inhabilidad del juez deberá: 

aquellos 
un solo 

tribunal, 
de la 

(1) Notificar iamediatameate al 
Administrador de los Tribunales, y al Juez 
Presidente del Tribunal Supremo. 

( 2) Citar a las partes para un 
señalamiento que en ningún caso podrá ser 
menor de 10 días ni mayor de 15 días. 

(g) Nuevo juicio. 

(1) Si el juez 
convencido de que no 
desempeñando los deberes 
podrá Sisereeionalmcete 
juicio. 

sustituto quedare 
puede continuar 

del anterior juez 
conceder un nuevo 

( 2) La imposibilidad no atribuible al 
ae~sado imputado, de cumplir con los 
trámites dispuestos en esta regla, sería 
motivo para conceder un nuevo juicio. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 186 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Autorepresentación 

Toda persona natural imputada de delito 
~ue anuncie que ejercerá su derecho a la 

utorepresentacion hara constar que su 
decision ha sido hecha en forma voluntaria, 
inteligente y con pleno conocimiento de 
causa. 

El tribunal le hará las advertencias 
siguientes: 

( 1) Estará impedido de ser asistido por 
mientras comparece por derecho abogado 

propio; 

(2) el tribunal no estará obligado a 
nombrarle abogado asesor durante el juicio, Y 

(3) estará obligado como 
autorepresentado de cumplir en forma 
adecuada con las reglas procesales y el 
der~cho sustantivo aplicable, aunque no le 
sera requerido un conocimiento técnico de 
las mismas. 

El tribunal al conceder o denegar el 
derecho a la autorepresentaciÓn tomara en 
consideracion lo siguiente: 

(1) Lo adelantado del proceso; 

(2) la demora o interrupción 
procedimientos y su efecto sobre la 
administracion de la Justicia; 

de los 
adecuada 

( 3) la calidad de la representación que 
el imputado de delito habrá de ser capaz de 
procurarse, y 

(4) la complejidad del Juicio y de las 
controversias a ser adjudicadas. 
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COMENTARIO 

La regla es nueva. El texto es una codificación del caso 

Lizarribar v. Martínez Gelpi, 121 D.P.R. 770 (1988). 

Las personas jurídicas no podrán autorepresentarse en 

procedimientos penales. 

La mayoría de los estados ( 36 en total) reconocen en sus 

respectivas constituciones el derecho a la autorepresentación en 

casos criminales. No obstante, el mismo no se ha acogido como un 

derecho absoluto. Es apreciable el desarrollo de una vasta 

jurisprudencia estadual que ha puesto contornos y limitaciones 

precisas al mismo. 

Un resumen de lo resuelto por la jurisprudencia: 

1. rechazo a la representación híbrida, esto es, 

representarse a sí mismo y por abogado. 

2. no hay obligación del tribunal de informar al imputado de 

su derecho a la auto-representación. 

3. el derecho tiene que ejercitarse voluntariamente, 

inteligentemente y con pleno conocimiento de causa. 

4. el propósito o interés de representarse a sí mismo tiene 

que expresarla el imputado de manera inequívoca. No debe deducirse 

de que comparezca sólo. 

5. Se exige, igualmente, que el pedido sea hecho 

oportunamente. Esto es, al inicio o en las etapas tempranas del 

procedimiento. Entre mas avanzado el proceso, mayor discreción del 

Tribunal para denegar el pedido. 

6. Se ha dado además, seria consideración a la indebida 

dilación de los procedimientos, así como a los trastornos, 
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incovenientes e interrupción de los mismos. Este factor podría ser 

suficiente en casos apropiados para negar este derecho a quien lo 

solicite. 

7. Además, se ha decidido en varios estados que el imputado, 

aun cuando sea un lego, tiene el deber de cumplir esencialmente con 

las reglas procesales y con el derecho sustantivo más relevante al 

proceso, aunque no se requiera de su parte un conocimiento técnico­

jurídico preciso. Cabe agregar también que varios casos han 

dictaminado también que: (a) el juez no tiene la obligación de 

informar o ilustrar al imputado acerca de estas reglas o leyes; (b) 

tampoco tiene que instruirle sobre su derecho a la no auto­

incriminación; (c) no tiene el deber de nombrar un abogado "stand­

by" o asesor para un imputado que ha optado por ejercer este 

derecho, y (d) que el tribunal no tiene que inquirir acerca de las 

razones por las cuales ha optado el imputado por la auto­

representación. 

8. Finalmente, algunos estados han expresado que aun cuando 

el imputado haya optado por representarse a sí mismo, podría 

renunciar a este derecho y solicitar ser asistido por abogado. Sin 

embargo, ello habrá de estar sujeto a la sana discreción del juez, 

el cual decidirá conforme a los mejores intereses del imputado y de 

la administración de la justicia. 

En la jurisdicción federal algunos tribunales han acogido 

muchos de los criterios y señalamientos antes expuestos al ponderar 

el alcance de este derecho en esa jurisdicción. 
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No obstante, existe discrepancia en las jurisdicciones 

estatales en cuanto: 

l. si el denegar a un imputado el derecho a 

representarse por sí mismo acarrea necesariamente la revocación de 

la sentencia, o si por el contrario ésta sólo procede si se 

demuestra grave perjuicio. 

2. al alcance de este derecho en procesos apelativos. 

(a) algunos tienden a no conferirle rango 

constitucional al mismo a este nivel bajo la Enmienda VI, 

particularmente en lo que respecta a las comparecencias orales. 

(b) otros se inclinan a reconocer que la naturaleza 

constitucional de este derecho se extiende a la fase apelativa, 

aunque de manera más limitada que en los procedimientos en primera 

instancia. 
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Regla 117 Certificación de antecedentes penales 

(a) Autorización a la policía. La 
Policía de Puerto Rico expedirá una 
certificacibn, denominada 11Certificado de 
Antecedentes Penales". Esta tendra una 
relacion de las sentencias condenatorias que 
aparezcan archivadas en el expediente de 
cada persona sentenciada en cualquier 
tribunal de justicia del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico. 

(b) Contenido. El Certificado de 
Antecedentes Penales deber a contener la 
informacion siguiente: 

( 1) Nombre completo de la persona 
sobre la cual se certifica; 

(2) número del caso y tribunal gue 
dictó la sentencia; 

(3) fecha de la sentencia; 

( 4) delito por el cual se dictó 
sentencia; 

(5) pena impuesta; 

( 6) si la sentencia está en etapa 
de apelacibn; 

(7) fecha del certificado, y 

( 8) firma del funcionario 
expide el certificado. 

que 

(c) Sentencia revocada. No se 
certificara sobre una sentencia condenatoria 
que haya sido revocada. 

(d) Certificado negativo. Cuando en 
los archivos de la Policfa de Puerto Rico no 
exista un expediente para determinada 
persona, se debera expedir un certificado 
negativo. 

(e) Cualquier 
un Certificado de 

persona podrá solicitar 
Antecedentes Penales de 

determinada persona, siempre que pague los 
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correspondientes derechos que se fijan por 
ley y cumpla con los procedimientos 
establecidos por el Superintendente de la 
Policía de Puerto Rico. Las secs. 952 a 954 
del Titulo 3 no seran, de aplicacion a los 
procedimientos dispuestos en esta regla. 

( f) Término. 
la Policía deberá 

El Superintendente de 
ex edir en un término de 

quince 15 d1as laborables el certificado 
solicitado. 

COMENTARIO 

El inciso ( a) corresponde, en parte, a la Sección 17 25; el 

inciso (b) corresponde, en parte, a la Sección 1725a.; el inciso 

(c) corresponde a la Sección 1725b.; el inciso (d) corresponde, 

en parte, a la Sección 1725c. y el inciso (e) corresponde, en 

parte, a la Sección 1725d. del Código de Enjuiciamiento Criminal 

de Puerto Rico. El inciso (f) es nuevo. 
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Regla 118 Eliminación de convicción por delito 

(a) Procedimiento; circunstancias. 
Toda persona que haya sido convicta de 
delito menos grave o delito grave que no 
fuere asesinato, homicidio voluntario, robo, 
incesto, extorsion, violacion, sodomia, 
actos lascivos o impudicos, secuestro, robo 
de menores, escalamiento a ravado, incendio 
agravado, venta y o distribucion de 
sustancias controladas, sabotaje de 
servicios pliblicos esenciales, la posesion, 
uso o venta de armas automiticas, cual9uier 
violacibn a las secs. 561 et seq. del Titulo 
25 que constituya delito grave y cualquier 
delito grave que surja como consecuencia de 
la posesibn o uso ilegal de explosivos o 
detonadores, artefactos o mecanismos 
prohibidos por dichas secciones, podra 
solicitar y obtener del Tribunal de Distrito 
de Puerto Rico una orden para que dichas 
convicciones sean eliminadas de su r8cord 
penal, siempre que en el caso concurran las 
circunstancias siguientes: 

( 1) Los delitos por los cuales fue 
convicto no impliquen depravacion moral; 

( 2) tenga buena reputación moral en 
la comunidad, y 

(3) hayan transcurrido cinco (5) 
años desde la ultima conviccion en los casos 
de delitos menos graves y quince ( 15) años 
desde la Ultima conviccibn en los casos de 
delitos graves y durante ese tiempo no haya 
cometido otro delito. 

En los casos de convicciones por 
delitos menos raves, cuando el término 
transcurrido sea de diez 10) años o mas, 
dichas convicciones podran ser eliminadas 
por el Superintendente de la Policía a 
solicitud de la parte interesada mediante 
declaracion jurada acompañada de un 
com robante de Rentas Internas or la suma 
de cinco 5 dolares. 

Si la petición le fuere denegada por 
el Superintendente, el interesado podra 
comparecer ante el Tribunal de Distrito. 
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A los efectos de este inciso, las 
Únicas infracciones a la Ley de Vehículos y 
Tránsito que se consideraran como delito 
serán las convicciones oor haber abandonado 
el sitio de un accidente sin haber cumplido 
con la sec. 781 del Titulo 9, convicciones 
por imprudencia o negligencia temeraria a 
tenor de la sec. 871 del Titulo 9 o 
convicciones por conduccion de veh1culos de 
motor bajo los efectos de bebidas 
embriagantes, conforme a las secs. 1041 y 
1042 del Titulo 9. 

{b) Presentación de evidencia. Para 
obtener la orden del tribunal a que se 
refiere el inciso (a) de esta regla, el 
peticionario debera presentar una solicitud 
jurada en el Tribunal de Distrito de su 
domicilio, que incluya la prueba documental 
necesaria en apoyo de su solicitud. El 
peticionario enviara al Ministerio Fiscal y 
al Superintendente de la Policía de Puerto 
Rico, copia de la solicitud y de la prueba 
documental. 

El tribunal celebrará vista en la que el 
peticionario, por sí o por medio de su 
abogado, podrá someter al tribunal toda la 
evidencia oral o escrita necesaria para 
probar su caso. 

En cualquier vista a celebrarse en 
Tribunal de Distrito ba~o las disposiciones 
de esta regla sera obligatoria la 
comparecencia de los abogados de la Policía 
de Puerto Rico o del fiscal de distrito 
correspondiente. En uno u otro caso, la 
comparecencia podrá ser en persona o por 
escrito. 

{c) Apelación. La decisión del 
Tribunal de Distrito podrá ser apelada para 
ante el Tribunal Superior y la sentencia que 
este dicte sera final y concluyente. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde, en parte, a la Sección 1731; el 

inciso (b) corresponde, en parte, a la Sección 1732 y el inciso 

(c) corresponde a la Sección 1733 del Código de Enjuiciamiento 

Criminal de Puerto Rico. 



49 

Re~la 248. Exeepeiones abolieas 

Que~an aboliªac las 01roopoignoc a la@ 
resoluoionos u 6rdonee ael tribunal en el 
c1:1rso t1:el juicie. Para todo!3 1 es fines eit1e 
has le.a ahora han side acccsarias las 
@JCGepaionec. será s1::1ficientc que uB:a pal"te, 
~, coliGit~r una ~ecoluei6n u orden ªel 
t:.ri13unal1 0 al éste diota:rla. fo:riRule e;,c:1 □ 
rasones u objeciones a 1 efecto¡ pero si una 
ee las partes no tuviere oportunieae para 

' • , • ,, ..::1 , 
o:J;t3ota:r 01aalqu10·... roco±UG1:on ta orues.-.7. 
omisión no le po~juQiaará. 

COMENTARIO 

El Comit6 Asesor recomienda la derogaci6n de esta regla por 

entender que no es tema del derecho procesal penal puertorriqueño. 

El tomar excepción a las instrucciones dadas por un tribunal 

de justicia, fuere en un caso civil o criminal, era un requisito 

antiguo del derecho apelativo. En el derecho procesal penal 

puertoi:-riqueño la pr&ctica surgió de la ley del 30 de mayo de 

1904, 
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Re~la 250, Tribunales siempre accesibles 

Todos los tx:ibunalcas so 'Joacideraf'áiR 
siampra a-Oiartos. pa~a la precentaeión de 
cualquier escrito apropiaeo, para la 
expadici6n o ~gvoluci6n da gitaaioBes y 
- - - -" . 1 ' , ~> ~-am:i.entos, y paraa presentae1en ue . ,, .. ,-" '-" !lleC10ne-s-y-~eu1e1on uC oruenes. 

COMENTARIO 

El Comit6 Asesor recomienda la derogaci6n de esta regla por 

entender que no es tema del derecho procesal penal puertorriqueño 

y que las Reg~as de administraci6n del Tribunal de Primera 

Instancia, 4 L.P.R.A. Ap. II-A, reglamenta el horario ue 

funcionamiento de los-tribunales. 
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Regla 2§1, Disposieién de propiedad robada o 
ile~almente apropiada 

Todo funeionario del orden p6blioe ,ue 
eoupare e recibiere propiedad que se alegare 
ha sido robada o il.egal.mont:o apropriaQa la 
retenGrá a disposición 807 ma':Jistrado o 
tribunal ante el eual estuviere pendiente el 
progoso por ol dolito impiatado, El 
magistrado o tribunal co:r:x:ospoa.Gionta 
orElenará la entrega do la propiedad robada o 
ilegalmente apropiada a ) a persona qug 
aereditarc satisfactoriamente tener ElcrecAo 
a su pesesi6n De ne reclamarse la 
propiedad dentro ae los seis Faoses de la 
senteaeia u orl3.oA. eon8.enaa8o o absolr:iende 
al acusado; o arehivando el proceso, se7Í 
entregada al Administrador de Servieios 
Geaeralcs 13ara su disposieióa ae aoue ..... -:lo a 
la reglamentaeién eKistente para Prepiedad 
EJEcedeRte, Si los bieRcs f1::1creB vcndiaos 019: 
p1Íhl ica snl;,a st a, 'i'l prorJ.ug:l;g Ele la v:.ata 
será ingresado GR el Fondo Goneral, 01re0E'to 

lo EjUC se le reembolse a la AdmiRist.raeiéf'l 
ae Ssrvícíos Generales por los gastos 
inc1Jrr:i'1os El fnnci ona.rio que oeuparrc 
13.ín,ero o p:-opiedad de un acusado cJcteR8:erá 
inmediatamente un ¾0cibo por duplicado 
ecpea~ficando el díne~o o propieda0 oeu~aSa, 
y entrsgar, una eopia al aeusade, y 
~rosentari la otra en la secretaría del 
trBmnal ,ue eonoeiere o 1:ubiere de eenee._i" 
ele la ea'=!sa 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda la :'!erogación de esta regla poi: 

entender que no es tema del derecho procesal penal puertor~iqueño. 
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aegla 233. Expedientesi libros¡ aetas¡ registros 

Los seGratarios y a.lgu;;Gilee de loe 
tribunalgs forma.rel.n 9Xi29diontes y llevarán 
1 iJ3ros, actas y regi et vos en eauaao 
e:rimina::.es, según lo· que el 'l?:ribunal G\:lj9l!'Cl!le 

ie Puerto Rieo ªicpusiere 
admiiüstrativamente de tiempo en tiempe. 

COMENTARIO 

El Comit6 Asesor recomienda la derogaci6n de esta regla por 

entender que no es tema del derecho procesal penal puertorriqueño. 
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Re~la 251. Formularios 

La Ofieina de Administraeiérn de los 
Tribunales preparari los formularios ~us 
fuerea aececarioc p~ra dar aum@limieats a 
las Bisposiaionec de ea~as reglag. 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda la derogación de esta regla por 

entender que no es tema del derecho procesal pe~al pue~torriqueño. 



CAPITULO II LA INVESTIGACION Y LOS 

PROCEDIMIENTOS PRELIMINARES 



. 
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Regla 201 Reglas a seguirse seguir al efeetuaree 
efectuar una rueda de detenidos 

(a) Aplicabilidad. Las reglas que se 
esta~lBQSB a esRtiRua~iáa Beberás seguirse 
siempre que algúa fuaeienario del oreen 
13Úblio0 semeta a ua sespeohese a uaa rueda 
ae eeteaiees { liaeup) oen el prepósite de 
ieentifioar el pasible auter ee un aeta 
eelietive. 

Un sospechoso, posible autor de un hecho 
delictivo, será sometido siempre a una rueda 
de detenidos, a menos que sea una persona 
conocida del testigo identificante con 
anterioridad a la comisión del delito, que 
éste haya sido identificado en forma 
espontanea o que el sospechoso se niegue a 
participar. 

En caso de no ser posible la celebración 
de la rueda de detenidos antes de la vista 
para la determinacion de causa probable para 
el arresto, porque el sospechoso se haya 
negado o no este disponible para participar 
se realizará la identificación por 
fotograf1as. 

Cuando para la identificación, antes de 
la celebracion de la vista para la 
determ1nacion de causa probable para el 
arresto, se utilicen fotograf1as por no 
estar disponible el sospechoso, la rueda de 
detenidos deberá celebrarse tan pronto este 
disponible en tiempo razonable y antes de la 
vista preliminar. 

(b} Asistencia de abogado. Si al 
momento de celebrarse la rueda de detenidos 
(line 1c1:r;) ya se hubiese ra8:ieaEie ha 
presentado denuncia o acusación contra la 
persona que motiva el procedimiento, ésta 
tendrá derecho a que su abogado se encuentre 
presente mientras se efectúa la misma y a 
esos efectos -e-e- le aevertirá será notificado 
con suficiente antelación --a- de la 
celebración de la rueda. 
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La persona podrá renunciar a su derecho 
a asistencia le9al de abogado durante la 
rueda de detenidos mediante una renuncia 
escrita ante dos testigos quienes también 
deberán firmar dicha renuncia. 

En caso de que el sospechoso iat.eresase 
int.erese que su abogado se eneefltraee esté 
presente y así lo maaifestara manifieste~ 
notificará al abogado que este designe 
aeE.ale c;:g¡_::i, rs.ggna.hle. antieipa:eión e 1il 
ecleJsraeióa éle la rueda. De tratarse de una 
persona insolvente e si stl aee'!}ade as 
eempareeiese, se realizarán aestiones ~ara 
des~narle uno le 13roveer&i a?steReia 1 9a 1 
al e este. En el acta de la celebración de 
la rueda de detenidos se hara constar .1as 
gestiones realizadas para que el sospechoso 
este asistido de abogado. 

( c) Participación del abogado del 
sospechoso en la rueda de detenidos. La 
participación del abogado del sospechoso en 
la rueda de detenidos se regirá por las 
si9uieat.es reglas siguientes: 

(1) Se le permitirá al El abogado 
del sospechoso podrá presenciar el proceso 
completo de la rueda de detenidos. 

(2) ee le permitirá euraat.e 
Durante la celebración de la rueda de 
detenidos ~ue eseue~e podrá escuchar 
cualquier conversación entre los testigos y 
la Policía. 

(3) No ._ le f')ermitirá será 
germitido interrogar a nin9~n testigo alg'üño 

urante la rueda de detenidos. 

(4) ~l aSogado 130Grá Podrá 
indicar al oficial o funcionario encargado 
de la rueda de detenidos cualquier 
infracción a estas reglas y si el primero 
ent.eadiese entiende que dicha infracción se 
está oomcticnds, comete corregirá la misma. 

( d) Composición de la rueda de 
detenidos. La rueda de detenidos se 
compondrá de 

, 
de cuatro un numero no menor 

(4) personas 9Fl adieiór1 al inclusive el 
sospechoso y la misma estará suJet.a a ras 
Ei§HieHi=:.es condiciones siguientes: 
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( 1) Los integrantes de la rueda 
de detenidos tendrán apariencia física 
similar a la del sospechoso respecto a sexo, 
color, raza y, hasta donde sea posible, su 
estatura, edad, peso y vestimenta deben 
guardar relación con las del sospechoso. 

( 2) En ningún caso habrá más de 
un sospechoso en cada rueda de detenidos. 

(3) No se permit.irá.n estarán 
permitidos indicios visibles que de manera 
ostensible señalen la persona dentro de la 
rueda la persona que es el sospechoso o 
det.eaido la sospechosa o detenida. 

{e) Procedimientos en la rueda de 
detenidos. El procedimiento durante la 
rueda de detenidos se llevará a eal;,o 
realizará de acuerdo a las siguientes reglas 
siguientes: 

(1) No se 1_3ermitirá será 
permitido que los testigos vean~ 
sospechoso -a4 o a los demás integrantes de 
la rueda de detenidos con anterioridad a la 
celebración de la rueda de detenidos. 

(2) Ho se le informará a los 
t.est.igos ant.es de la eele13raei9n de la rueda 
que se t.iene det.enids a ua ssspeehoso. 

se le Elará. 
alguna al 

ofrecerá 
testigo 

f-:H ( 2) No 
niag~aa inforñiación 
identificante sobre los componentes de la 
rueda. 

~ (3) Si dos o más testigos 
fueran a participar como identi ficantes no 
se permitirá que se comuniquen entre sí 
antes o durante la identificación y cada uno 
hará la identificación por separado. 

f-5+ ( 4) El testigo observará la 
rueda y con la menor intervención de los 
agentes o funcionarios de orden público, 
identificará de manera positiva al autor de 
los hechos delictivos si éste se encuentra 
en la rueda. 

f-6-t ( 5) Si el sospechoso es 
requerido para que diga alguna frase, haga 
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algún movimiento o vista algún atavío, se 
requerirá de los demás integrantes 
expresión, actuación o vestimenta de forma 
parecida. 

f,l-t (6) En ningún caso -se- le 
será sugerirá sugerido al testigo la persona 
que debe seleccionar, ya sea eirpresamente ~ 
forma expresa o de cualquier otra forma. 

( f) R0eoi;:a ae los pi;:oeeeimieates 
Bn toElo ~roeedimionto efeot1:1ado de aa~ordo a 
estas reglas se levantará una breve aeta la 
eual será proparaQa por el eaear9ado ee la 
r1:1eela, 

Ea dieha aeta se inoluii;:á el nombi;:e ae 
loe iategrantes de la rueda, aombrcs de 
otras personas pres antes y un resumen 
susointo do los procedimientos observaElos. 

Deber& además tomarse euantas veces 
fuere aeoesaris para su claridad una 
fstografía de la rueda tal y eomo le fue 
presentaaa a los testigos, Dicha foto, al 
ig1:1al que el aeta levantada, formará parte 
del expediente pelieiaee e fisoal 
eorrespondiente y su sbteneión por un 
acusado se regirá psr las reglas de 
13reeedimieate eriminal nigaatos. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 252.1 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. El contenido del 

texto del inciso (f) que se elimina es reubicado en la Regla 203. 

El derecho procesal penal 

postulados jurisprudenciales la 

entiende 

rueda de 

que conforme 

detenidos es 

los 

el 

procedimiento de identificación más valioso y confiable. Pueblo 

v. Gómez Incera, 97 D.P.R. 249 (1969}; Pueblo v. Candelaria 

Couvertier, 100 D.P.R. 159 (1971) y Pueblo v. Suárez Sánchez, 103 

D.P.R. 10 (1974). 
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La regla no es una norma rígida que obligue a la formación de 

una rueda de detenidos en todos los casos en la etapa de 

identificación de un sospechoso. Su propósito es ofrecer unas 

directrices en aquellas ocasiones en que deberá celebrarse la 

rueda, incluso excepciones a su utilización, conforme han sido 

establecidas por nuestra jurisprudencia. 

La norma vigente para evaluar la confiabilidad de la 

identificación del imputado de delito es la de conjugar la 

totalidad de las circunstancias. Los elementos a considerar 

son: 1) la oportunidad que tuvo el testigo de observar al 

sospechoso en el momento en que ocurre el acto delictivo; 2) el 

grado de atención del testigo; 3) la corrección de la 

descripción; 4) el nivel de certeza en la identificación, y 5) 

el tiempo transcurrido entre el acto delictivo y la confrontación. 

Los incisos (b) y (c) de la regla garantizan el derecho a 

asistencia de abogado en la rueda de detenidos desde que se 

presenta la acusación o la denuncia. 

La participación del abogado que prevé la regla es una 

pasiva. El abogado deberá ser un espectador del procedimiento de 

identificación por rueda de detenidos, sin embargo, tendrá el 

derecho a llamar la atención y a objetar cualquier desviación del 

procedimiento al funcionario a cargo de la identificación. Se le 

fija esta participación pasiva, ya que ésta es una etapa temprana 

del procesamiento y se desea acelerar el proceso de 

identificación del sospechoso. En procedimientos posteriores se 
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identificación o 

cualquier 

cualquier 

59 

violación al procedimiento 

elemento que convierta 

identificación así obtenida en poco confiable. 

de 

la 

El inciso (d) permite una rueda de identificación de tres (3) 

personas además del sospechoso. Este cambio responde a la 

dificultad de obtener diferentes personas de rasgos similares al 

sospechoso. 
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Regla 202 Utilización de fotografías como 
procedimiento de identificación 

(a) Los agentes y funcionarios del 
orden público podr,án hacer uso de 
fotografías para identificar el posible 
autor de un acto delictivo ~nieameRte en las 
siguieRtes circunstancias siguientes: 

( 1) Cuando poi,- i,-airnnes fuera ael 
eeatrel de los agentes o funeieaaries del 
oraeR pYl:llioo Ro fuere posil:lle o necesario 
i,-ealizar una rueda de deteniaos. 

¼+ ( 1) Cuando no exista 
sospechoso del acto delictivo. 

-+;,,+ (2) Cuando eJEistieRdo hay un 
sospechoso, éste se Regare y se ni~~a a 
participar en la rueda, o su actuacion o 
ausencia impiaiese impide que la misma -&e­

efeet~e adeeuadameRte sea efectuada en forma 
adecuada. 

(b) La utilización de fotografías como 
medio de identificación se regirá por las 
siguientes reglas siguientes: 

(1) Se le mostrarán Le serán 
mostradas al testigo -ft€>- al menos -4e-- nueve 
(9) fotografías irwluyenao incluso la del 
sospechoso y éstas presentaran, en adi e i Cm 

-a-1 además del sospechoso, personas de rasgos 
similares a este. 

( 2) Si dos o más testigos 
hacer la identificación fotográfica 
hará la identificación por separado. 

( 3) En ningún caso -1,4 le 
será sugerido al testigo la persona 
seleccionar, mediante la forma de 
cabo el procedimiento, por marcas 
fotografías, o cualquier otro medio. 

fueran a 
cada uno 

s~9erirá 
que debe 
llevar a 

en las 

(1) Celebrada la identifieaoiSn 
fotográfica si el testigo iaentifioara el 
autor de los heehes aeliotivos, se proeeaerá 
a levantar un acta que resuma brevemeate el 
procedimiento seguido y se identificarán las 
fotografias utiligadas ae manera que 
posteriormente pueaa establecerse ouáles 
fueron las fotografías presentaaas al 
testi90. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 252.2 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

Al ser un método alterno de identificación por excepción a la 

rueda de detenidos, el procedimiento debe proteger los postulados 

de certeza y confiabilidad que deben permear toda 

identificación. Por tal motivo se debe cumplí r con las 

formalidades de la regla. 

La identificación por fotografías bajo circunstancias que no 

induzcan a sugestividad o que no exijan la utilización de otros 

métodos es permisible. La validez de la identificación debe 

determinarse a la luz de las circunstancias particulares de cada 

caso. Pueblo v. Rosso Vázquez, 105 D.P.R. 905 (1977) y Pueblo v. 

Lebrón Bones, 110 D.P.R. 780 (1981). 
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Regla 203 Récord de los procedimientos 

En todo procedimiento de identificación 
realizado de acuerdo a estas reglas se 
preparara una breve acta, la cual sera 
preparada por el funcionario del orden 
pÚblico encargado del proceso de la 
identificación del sospechoso. El acta se 
preparará aunque no haya sido positiva la 
identificación del sospechoso. 

(a) En caso de que se haya 
celebrado una rueda de detenidos el acta 
1nclu1ra el nombre de los integrantes de la 
rueda, el nombre de otras personas presentes 
y un resumen sucinto de los procedimientos 
observados. 

Deberá tomarse además, cuantas 
veces fuere necesario para su claridad una 
fotografía de la rueda tal y como le fue 
presentada a los testigos. 

(b) Utilizado el método alterno 
de identificación mediante fotografías se 
indicará el procedimiento seguido y se 
identificarán las fotografías utilizadas, de 
manera que luego pueda establecerse cuáles 
fueron las fotografias ~re sentadas al 
testigo. Se indicarán, ademas, las razones 
por las cuales no se pudo utilizar el metodo 
de identifióación mediante rueda de 
detenidos. 

Toda fotografía y acta levantada, 
formará parte del expediente policiaco o 
fiscal correspondiente y su obtencion por un 
imputado se regir a por las Reglas de 
Procedimiento Criminal. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. El texto procede, en parte, de las Reglas 

252.1 y 252.2 de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La regla requiere que el acta sea detallada y pretende 

conservar un récord completo que perpetúe con detalle el evento 

de la identificación si es impugnada su confiabilidad y certeza. 
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Arresto; definición; cómo se hará y por 
quién; visita de abogado 

Un arresto es el acto de poner a una 
persona bajo custodia en los casos y del 
modo que la ley autori~a. Podrá ~assrse ser 
efectuado por un funcionario del orden 
páblico o por una persona particular. El 
arresto se hará por medio de la restricción 
efectiva de la libertad de la persona o 
ssmst.isnele al someter a dicha persona a la 
custodia de un funcionario presentándola sin 
dilación innecesaria ante un juez. ::¡;;¡;.... 
arrssf.ade La persona arrestada no habrá de 
estar sujeto a mas restricciones que las 
necesarias para su arresto y 8.et.eBeiÓR 
su1¡;ión, y tendrá derecho a que su abogado 
o l!!:! familiar ~ cercano lo vi si te y se 
eamuni~ug QQR ~l. Las autoridades que 
mantengan bajo arresto al imputado estan 
obligadas a facilitar a que este derecho se 
éJercite. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 4 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La regla garantiza el derecho al imputado de delito de ser 

llevado sin dilación innecesaria ante un juez y de estar 

acompañado de abogado o familiar. 

El arresto es la primera fase del procedimiento criminal a la 

que se expone un ciudadano. Ante la importancia que conlleva 

determinar la legalidad de un arresto, es indispensable definir 

el concepto. 

El arresto es el acto de poner a una persona bajo custodia en 

los casos y del modo que la ley autoriza. 

manera en que ha de efectuarse. 

La regla describe la 
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Un arresto se efectúa con la sujeción efectiva de la 

persona; o anunciando a la persona que está bajo arresto, 

acompañado de una demostración de fuerza y autoridad, a la que se 

somete el imputado. 

Es evidente pues, que para que se configure fácticamente un 

la regla exige una restricción efectiva; una orden arresto, 

verbal de detención no es suficiente a menos que sea obedecida: 

Por sí sola, una demostración de fuerza tampoco configura un 

arresto, ya que bajo este supuesto es imprescindible que la 

persona se someta. 

Recientemente el Tribunal Supremo federal analizó el concepto 

arresto y cuándo ocurre. California v. Hodari D., 59 L.w: 4335 

(1991), 499 u.s. específicamente seffalÓ que se requiere el 

uso de fuerza física o, en su ausencia, la sumisión a una 

aserción de autoridad. Allí unos agentes que transitaban en un 

vehículo no rotulado notaron a un grupo de jóvenes reunidos cerca 

de un automóvil rojo. Cuando los jóvenes vieron que el vehículo 

de los agentes se les acercaba comenzaron a huir. Al percatarse 

los agentes de lo que ocurría, sin motivo fundado alguno, 

emprendieron su persecución. Cuando uno de los agentes casi 

alcanza al joven Hodari, éste dejó caer un pequeffo objeto. El 

agente lo detuvo y lo esposó. El objeto abandonado resultó ser 

una piedra de "crack". El Tribunal Supremo federal resolvió que 

la persecusión -antes de que Hodari soltara la piedra- no 
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constituyó un arresto, ya que si bien hubo una demostración de 

fuerza ( "show of force"), Hodari no se sometió al mismo. Tampoco 

hubo uso de la fuerza física. Al no haberse configurado un 

arresto antes de que Hodari arrojara la piedra de "crack", ésta 

resultó ser evidencia abandonada, no ocupada en el transcurso de 

un registro incidental al arresto. 



l 

66 

Regla 205 La denuncia; definición 

La denuncia es un escrito firmado y 
jurado ante un juez u otro funcionario 
autorizado que imputa la com1s1on de un 
deiito a una o a varias personas. CMal~Mier 
p<ercoaa EJUe tuviere eoFJ:ocim.icnto personal de 
los ~echos ~ue eoastituyea el delito 
iHtputaelo Ch la 8:efluacia tendrá eapaeidad 
para ser el denunoiante, Los fiseales y los 
miembros :.3:e la Policía Estatal ea todos loe 
easos y otros fmrnionarios y empleados 
pt1blicos en los eases relaeienades een el 
dese!l!J?Eií'ío dEi sus d¡;¡J;,¡;¡res y funoion¡;¡s 
po~rán, sia embargo, firmar y jtlrar 
denunoias suando los heohos eonstitutivos 
del delito les eoasten por iaformaci~n y 
creeneia. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la primera oración de la Regla 5 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

Se elimina del texto de la regla toda mención de las personas 

con capacidad para ser denunciantes. Es innecesario incluir en 

una regla de definición que los fiscales, miembros de la Policía 

Estatal y otros funcionarios públicos en los casos relacionados 

con el desempeño de sus deberes y sus funciones podrán firmar y 

jurar denuncias cuando los hechos constitutivos del delito le 

conste por información y creencia. 
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Regla 206 Capacidad para ser denunciante 

'l'endrá capacidad para ser denunciante: 

(a) cualquier persona que tenga 
conocimiento personal de los hechos que 
Constituyen el delito imputado en la 
denuncia; 

( b) 

del orden pÚblico por 
los fiscales y los funcionarios 

informacion y 
creencia, y 

(c) otros funcionarios y empleados 
gúblicos en los casos relacionados con el 

esempeno de sus deberes y funciones por 
informacion y creencia. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. El texto procede de la Regla 5 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 207 Causa probable para expedir 9raen orden de 
arresto a Saee Se uea Qenuaeia 

(a) EJEt;,edieiéH ele la oi;Qea, Orden de 
arresto. La causa probable para arresto 
deberá estar fundada total o en forma 
parcial en uno o varios de los siguientes: 

Si de la dcnuneia jurada, o de 

(_!_) ---3:-a-- 'La declaración o las 
declaraciones juradasescritas sometidas con 
la denuncia, en cuyo caso el imputado tendrá 
derecho entre a, se incluirá co ia en 
el e tri una 

( 2) El examen bajo juramento del 
denunciante o sus testigos. si al<e¡unss, 
eono"E.are ~tle fla:-t causa proBable p>ara creer 
EJtle se Ha ecnaoti9G el eleliF..o 13or la pereoaa 
s personas contra ~uienes se imputa, el 
magistrado e1~edir& la orden para el arresto 
dg Qiehas persenas, cea e1roepci6n ae le 
aispue~ts .• en la Re<e¡la 7(a), La 
El.et.eFm1F.1ac1on de eausa proaa:Ols podri.. estar 
fundada total o pareialmente en uaa 

(3) Una declaración oral por 
informacióñ o creencia y bajo jurarneñEo con 
suficiente garantía circunstancial de 
confiabilidad siempre y cuando se presente 
ante el juez la razón orla cual el testi o 
con conocimiento persona no pue a es. 
presente. C1:1an8.e F.l:uBiere mác Qe una persona 
afectada, el magistrado podrá eupedir una 
orden ae arresto para eaaa una de ellas. 

El ma<e¡istraas juez hará constar en 
la denuncia los nombres de las personas 
examinadas por él para determinar causa 
probable. 

-B-±- Un ma~istrado juez podrá tamBiéa 
determinar causa probable, para ereer ~ue se 
l:la esmetias un eelits sin necesidad de que 
se presente ante él una denuncia~ cuando 
haya examinado bajo juramento -a- algún 
testigo s ~esti<e¡ss que tuvieren tuviere 
conocimiento personal del hecho delictivo. 
En tales casos, el juez ordenará la 
preparación de la denuncia una vez determine 
caus9: probable para el arresto. ma<e¡istraels. 
mdem~B ee la =euf)eEi1a15R Gis la ore.ea Ele 
e.rrests o sit..aoión, QsOerá. lenaatar uA. ae:f:.a 
so0aica y 
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breve en la ~Ye exponga los hec~es 8:el 
delito por gl onal Qotarmii:ia sausa probal31e, 
la feaha, hora y sitio QoaQe se eometierea; 
el 8:elito imputaElo y el aomBre y eiireeeión 
del testigo e testigos examiaados por él 
bajo jYramonte par~ Eleterminar causa 
probuQJe 

(b) Expedición de la orden. Si el 
juez determina que existe causa probable 
para creer que se ha cometido un delito 
podrá expedir la orden de arresto con 
excepcibn de lo dispuesto en la Regla [209]. 

~ ( c) Forma y requisitos de la orden 
de arresto. La orden de arresto se 
expedirá por escrito a nombre de El Pueblo 
de Puerto Rico bajo la firma y el título 
oficial del magistraElo juez que la eJEpiEliere 
expida, dirigida para su ejecución y 
diligenciamiento a ~Re, varias e a cualquier 
funcionario del orden público. Ordenará el 
arresto de la persona o :@CEsoaae a qui eaes 
quién le sea imputado se las imp1a1tai;:g el 
delito y que una vez arrestaeas arrestada se 

--±-e-s--conduzca sin dilación innecesaria ante 
un 111a9istra,;;lg j[ez, según se dispone en la 
Regla 22(a) 225]. La orden deberá 
describí r, ademas;- eeseril3i r el delito 
imputado y deberá especificar el nombre de 
la persona o personas a ser arrestadas 
arrestada y, si los nombres son Eleseonooidos 
el nombre es desconocido, designará a eieAas 
persesas dicha persona mediante la 
descripción mas adecuada posible que ±e:& la 
identifique con razonable certeza. La ordeñ 
deberá expresar también la fecha ""':r, el sitio 
de su expedición y el monto de la fianza 
fijada por el 111a9istraee juez que la expidió. 

-fe-t (d) Determinación de no causa. 
Si Eie la-¡-oni.;anai a jt:ara9.a o de la declaración 
o EleolaraoioRes juradas sometidas eon la 
111is111a o del examen bajo juramento del 
denunciante o sus testigos, si algunos, el 
magistrado Qeterminare juez determina la 
inexistencia de causa probable, no podrá 
presentarse denuncia o acusación ee elase 
al§una. 
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(e) Determinación de causa probable 
en alzada. Bn tal ease Cuando no sea 
determinada causa o cuando la determinacibn 
de causa probable fe.ere sea por un delito 
inferior o distint.o a aquel que el fiseal 
Ministerio Fiscal eateaeiere entienda 
procedente, este podrá someter el asunto 
0 uevaraeet.e en una sola próxima ocasión, con 
la misma o con otra prueba a un 11,a,;iiot.Eaae 
ac eate9ería s.i¡;,erier juez de un tribunal de 
mayor jerarquía del Tribunal de Primer~ 
Instancia, dentro de un término que no podra 
exceder de sesenta (60) d1as a partir de la 
resolucibn. 

El H1a9i straee juez, una vez tenga ante 
sí dicha solicitud, podrá ~roatameate 
expedir u ordenar al secretario del tribunal 
que expida citación tanto al imputado como a 
los testigos de cargo anunciados, las cuales 
serán diligenciadas por les alg<!aeiles el.el 
t:ri1éluaal o sus El.slegaElos el Ministerio 
Fiscal o por la policía. 

El tribunal en los casos que 
corresponda, notificará al imputado que e.1 
Ministerio Fiscal ha anunciado su intención 
de acudir en alzada para solicitar ante un 
Juez de mayor jerarquia una determinación de 
causa probable para el arresto. Le 
advertira al imputado que su incomparecencia 
in:¡_ustificada equivaldra a su anuencia a la 
ce ebracion de la vista en su ausencia. 

El juez le advertirá al Ministerio 
Fiscal que en esta vista en alzada no tendrá 
~ue presentar toda la prueba que posea en 

ónt.ra del imputado. No obstante, la Única 
grueba que podrá presentar sera mediant.e la 

eclaracion de testigos, y estará impedido 
de someter el caso mediante declaraciones 

as. 

(f) En la determinación de causa 
grobable para el arresto el imputado t:endra 

erecho a estar asistido de abogado. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 6 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

El inciso (a)(3) añade el requisito de fundamentar las 

razones por las cuales la mejor prueba no está disponible y es 

necesario descansar en prueba de referencia 

determinación de causa. Es necesario poner 

condiciones de porqué se utiliza esta prueba. 

al 

para 

juez 

una 

en 

El inciso (e) pretende simplificar el lenguaje de las 

advertencias que hará el juez a un sospechoso del derecho del 

Ministerio Fiscal de acudir en alzada para solicitar una 

determinación de causa probable para el arresto de su persona. 
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Fianza hasta que se dicte sentencia; 
cuándo se exigirá 

Las personas 
serán restringidas 
innecesaria de su 
fallo condenatorio. 

arrestadas por delito no 
innecesariamente en forma 
libertad antes de mediar 

(a) En casos menos graves. En 
todo caso menos grave, a excepción de los 
delitos de homicidio involuntario, agresión 
agravada en su modalidad de menos grave; 
apropiación ilegal, restricción de libertad, 
amenazas, o perversión de menores, q1c,1,s más 
aaelaate s8 Bispoae, no será necesaria la 
prestación de fianza para permanecer en 
libertad provisional hasta que se dicte 
sentencia a meaos ~ue el fiseal así la 
ealieite tomando en coaoiGcraeióa les 
eriterios qHe establece la Regla 219(b) y el 
Hagistraelo aeecda a lo salieitado y proceela 
a fij3r la íiaags En todo caso en que motu 
proprio o a solicitud del Ministerio Fiscal, 
el Mac,is1araes juez determine que existen 
circunstancias de orden o interés público 
podrá imponer, además, if!lf'snsr fianza o 
establecer condiciones de conformidad a la 
Regla 218(c) [1003]. Si ne hay selieitue 
per parte Eiel M'IñTst.crio PÚBlico, el J1:1ez ae 
¡aoelrá mst.u prspris i1RPsner la fiansa en eass 
alguae 8:e delito menos 9ravs, En ese caso 
el juez expondrá las razones de orden o 
interes pUblico que ameriten imponer fianza. 

Bl fiscal solicitará la prcotaeióa 8.e 
una fian~~ G la impGsición ae eenaieiones de 
eenformiaaa eon la Re.,la 21B en toelo caso en 
EJ<lc la pereena arrestada haya sido eoeviel.e. 
ant0:r;;iormgntg pgi; 01.:1.alquier 9:eli-t=~e gra\.•e; e 
en tres (3) aelitss manos gravas 

En cualquier momento en que las 
circunstancias lo ·ustifi uen el tribunal 
motu proprio o a solicitud de Ministerio 
E iscal podra ordenar la prestación de una 
fianza, o imponer condiciones de conformidad 
a La Regla [1003], antes del fallo 
condenatorio a cualquier ersona que este en 

i erta aunque no haya prestado fianza. 
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(b)En casos graves o menos graves en 
que hubiere derecho a juicio por j.iraae 
Jurado. En todo caso grave o menos grave 
ea ~ue eusiere con derecho a juicio por 
jui;aae Jurado el ~isti;aéie juez exigirá la 
prestacion de fianza , al aeusade imputado 
para permanecer en libertad provisional 
hasta que se dicte sentencia. El tribunal 
podrá imponer motu proprio, o a solicitud 
del Ministerio Fiscal, condiciones de 
conformidad con la Regla :na (e) [ 1003]. 

(e) Eln cualquier momento en que las 
eileunstancias lo juotifiquer=1 el ma9istraEio 
o el tribunal podr& eJEigir la prestaei6n Se 
una fianza, o imponer eendiciones de 
eoafermi8ad a la Re9la 21Q(e) antas Qsl 
falle eoaEieeatorie a eualEJ1:1ier pcrsena fJ\:lC 

se encontrare en libertad haya o ne prestado 
fian1oa. 

~ {c) Si la persona a <,.iiei:; se 1:ia 
dejada de:¡ada en libertad sin la prestación 
de fianza luego de ser citada y notificada 
conforme a la Regla [209] no eempareeiere 
comparece, y es lo Eietuviere es detenida 
fuera de Puerto Rico, se considerara que ha 
renunciado a impugnar su extradición. 

~ {d) No se admitirá fianza -
rel.ac;;:ié,i:; -. de imputados que se encuentran 
fuera de la-jurisdicción de Puerto Rico. 
Tampoco se impondrán condiciones ni se 
admitirá fianza con relación a un imputado 
que no haya sido arrestado o comparecido 
ante un magistrado juez para ser informado 
del delito o los delitos por los cuales ha 
sido denunciado o acusado de acuerdo a los 
procedimientos establecidos en la Regla ~ 
[225.] 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

6.1 de 
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Regla 209 Citación por un juez magietrade e 
funeienarie del erden pÚbliee 

(a) Citación. Se podrá eJEpeElir una 
citaeióa, en lugar 9:c t1na ordca ele a:t:=res'E:o~ 
si el magistrado El juez ante quien se 
presentare presenta la denuncia podrá 
ex edir una citación en lu de una orden 
de arresto, conforme a 208 

1001 de Procedimiento Criminal o EJ:UO luya 
e~Eaminaªe a al~un testi§o que tcaga 
eo,weimiento personal de los heehes, tuviere 
IRo:tivos f1:1nda8:os para ercer f:!UO la persens. 
sra a eomparee er al ser eit 3:Qa, o si la 
persona fuere es una corporación. Se podrá 
expedir más de-una citación easada fundada 
en un solo delito imputado. En aquellos 
casos en que Ufl funcioaario Elcl orelen 
pÚelieo pudiere arrestar sin orden de un 
magistrado, die}w agente, si se tratare ae 
un eolito menos grave (misaemeanor), poará 
citar por eserito y eajo su firma a la 
persona para EJ:UC eompare13ea aRte un 
ma§'istJ:aelo, ea ve!2í Se arrestarla La 
citación informará a la persona que si RO 
eompareeiere de no comparecer se expedirá 
una orden de arresto en su contra y de ser 
arrestada fuera de Puerto Rico, se 
considerara que renuncio a su derecho a 
impugnar la extradición. 

CualEJuier magistraEio podrá eJtpe9.ir UR& 

eitaeién eentra una persona a EJ:uien se le 
imputa la comisión de trn delito aun _cuando 
la sal. aoa4e aetúe el magistrac;;lo ao teaga 
eompeteaeia para la eelebraei<ia 4el j11j cio 
centra el imputado. En tal easo I lue§"o ae 
eJ¡peairse la eorrespeRdiente eitaeión y ae 
eumplirse eon los trámites preliminares EJ:Ue 
se estableeen eR estas re§"las, el ma§"istrado 
oraeaará EJ:Ue el easo se transfiera a la sala 
sorrespoaaierate para la eontinuaeión del 
proeeso grii:ainal 

El juez apercibirá a la persona citada 
que si no comparece en forma voluntaria a la 
vista, podrá celebrarse esta en su ausencia, 
incluso los procedimientos contenidos en la 
Regla 225. 
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(b) Procedimiento si la persona no 
eompareeioro comparece después de citada. 
Si la persona ~ue ha sido de~idamoate citada 
no E!Glfl:l?areeiere comparece, o si hay ,causa 
razonable para creer que no comparecera, se 
expedirá una orden de arresto contra ella. 
Si la persona fuere es una corporación y no 
eompareeiere comparecedespués de haber sido 
~c~i~amente citada, se har~ constar ese 
hecho en el expediente y se eoatirrnará el 
procedimiento continuará como si la 
corporación hubiese comparecido. 

( c) Forma y requisitos de la 
citación. E:x:cepte le Eiispueste ea el 
ineioo (a) Ele esta regla, La citación se 
expedirá por escrito a nombre de El Pueblo 
de Puerto Rico y será firmada por un 
l!la~istrado juez. Requerirá que la persona 
mencionada en ella comparezca ante el 
ma~istrado juez ante quien se lrnbiere haya 
presentado la denuncia, con expresión del 
día, la hora y el sitio, e informará a la 
persona que si no eempareeiere comparece se 
expedirá una orden de arresto en su contra y 
se considerará que ha renunciado a impugnar 
su extradicibn si es arrestado fuera de 
Puerto Rico. Si la persona fuere fuera una 
corporac1on se le advertirá que de no 
comparecer los procedimientos continuarán de 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso (b) de 
esta regla. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 7 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La eliminación del segundo párrafo del inciso (a) de la Regla 

7 de 1963 obedece al hecho de que nuestro sistema judicial es uno 

unificado y cualquier sala tiene competencia para considerar un 

asunto aún cuando le corresponda a otra sala. 

palabra "misdemeanor" por ser improcedente. 

Se elimina la 
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Regla 210 Citación sin mandamiento judicial 

En los casos de delito menos grave en 
~ue un funcionario del orden público pueda 

!restar sin orden de. un Juez, podra en la 
alternativa citar por escrito y baJo su 
firma a la persona para que comparezca ante 

uez, en vez de realizar el arresto. La 
_acion in ormara a la persona que s1 no 

comparece se solicitar& una orden de arresto 
en su contra. 

La citación contendrá además, la 
informacion siguiente: 

(1) El día, la hora y el sitio en que 
debe comparecer la persona ante el juez. 

(2) 
citada. 

El nombre y dirección de la persona 

(3) La firma de la persona citada. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. El texto procede, en parte, de la Regla 7 

de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 211 Orden de arresto o citación; 
diligenciamiento 

(a) Personas autorizadas. La orden 
de arresto o citación será diligenciada por 
el Ministerio Fiscal' o por la policía 
alguaeil de cualquier seeeión o sala del 
TriGunal Qeneral de Justieia o por aualquier 
ageate Gel ordeR pÚ'blio@ o cualquier otro 
funcionario aHtorigado por la ley que ordene 
el tribunal. 

(b) Límites territoriales. La orden 
o citación podrá ser diligenciada en 
cualquier sitio 'sajo dentro de la 
jurisdicción del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico. 

(c) Manera de hacerlo. La orden de 
arresto será diligenciada arrestando a por 
medio de la restricción efectiva de la 
libertad de la persona o ~erssnas. El 
funcionario que diligencie la orden no 
estará obligado a tenerla en su poder al 
hacer el arresto. Si la tuviere tiene 
deberá mostrarla al detenido al momento de 
dicho arresto; si no la tuuiore tiene, 
deberá en dicho momento informar al detenido 
el delito del eual que se le aeusa imputa y 
el hecho de que se ha expedido una orden 
para su arresto. En estos casos deberá 
suministrarse una copia de la orden tan 
pronto como sea posible. A re~uerimiento 
del detenido de'ssra mostrarle dieha orden 
taa pronto gomo fuero posible 

La citación se diligenciará ontregands 
al entregar copia a la persona o dejando 
dieha eo~ia en su hogar o en el sitio usual 
don8:e residiere, o envi~ndosela por eorreo a 
su tlltima residenoia eon aouse de reeiBo. 
Si la persona ft1ere es una corporación se 
diligenciará entregándole copia 
~ersonalmente a uno de sus directores, --e­
funcionarios o a su agente residente~ o 
enviándosela por correo con acuse de recibo. 

(d) Constancia. El funcionario que 
diligensiare diligencie la orden de arresto 
o citación debera dar eonotaneia del 
certificará el diligenciamiento de la misma 
ante el ma9istt?a8:o juez ai.ta quise s:Fo 

aondujere la Fersona arrestada, según se 
dispone en la Regla -il¾ [332]. 
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El fuReieRarie que dili~eRoiare la 
ei ~e:eiém dará eemstaRoia de halaerle heehe y 
de la maRera oeme le hizo mediaRte 
oortifieaeiÓR al efeete, ER les casos CR 
que la eitaeiós se, en 1,riare por eorroo 
eleberá, además, acompañarse el acuse ele 
reoil3o. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 8 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Orden de arresto o citación defectuosa; 
enmiendas; expedición de nueva orden 

(a) Efeetas, enmi0aQas No se pondrá 
en libertad a ¡:¡in91.u1a persona alguna ~ 
fuere arrestada mediante una orden de 
arresto o que h~Biere OOffii3areeiee comparezca 
ante un 111a9istrade juez por el mandato de 
una citación, por defectos de forma de la 
orden de arresto o citación. El 111a9istrarJ.e 
juez podrá enmendar dichos defectos. 

( 13) N:1:1erra den1:1noi a o nueva erQee de 
arreste e eitaeiÓA, · Si al llevarse llevar 
ante el l!la9i strarJ.s juez a la persona 
arrestada o citada se rJ.e111ostJ:are demuestra 
que la denuncia, -E>- la orden de arresto o 
citación no nombra o describe con certeza a 
la persona o al delito que se le imputa, 
pero hay fundamentos razonables para creer 
que la persona ha cometido el delito u otro 
delito, el l!la<;¡is1a¡¡rJ.o juez no libertará....+ ~ 
exonerará a la persona, sino que hará que se 
presente una nueva denuncia o expedira una 
nueva orden de arresto o citación, según 
proceda. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 9 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 

La regla concede amplia libertad al juez para retener al 

arrestado o citado mientras se corrige la denuncia o la orden de 

arresto o de citación. Véase: Pueblo v. García Millán, 89 

D.P.R. 550 (1963) y Pueblo v. De La Cruz, 106 D.P.R. 378 (1977). 
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Regla 213 Arresto; cuándo se podrá Raeeree hacer 

La. QrQ1mg da a.rr0ato podrá diligeesiaroo 
eH eualquier Rora del día o de la aoe1'l.e 
salvo en el caso de. delito menos 9rave 
(mis~emeanor); en cuyo easo Si el delito 
imputado en la demincia conforme a la cual 
se 'ex idio la orden de arresto es un delito 
grave, e arresto se po ra acer en 
cual uier hora del dia o de la noche. Si el 

e ito imputa o es menos grave e arresto no 
podrli. aaee.-ee ser realizado por la noche a 
menos que lo autorice en la orden el 
fftagistraEio j1:ez que la expidio la ordeR lo 
autoriBase as1 OH ella~ 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

10 de 

El texto de la regla aclara la circunstancia en que se puede 

arrestar por la noche cuando se imputa la comisión de un delito 

menos grave. 

improcedente. 

Se elimina además, la palabra ''misdemeanor'' por ser 
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Funcionario del orden público; 
definición 

(a) Se considera funcionario del orden 
público, para efectos de estas reglas, 
aquella persona que tiene a su cargo 
proteger a las personas y a la propiedad, y 
mantener el orden y la seguridad pública 
mientras se encuentre en el desempeño de sus 
funciones. 

Todo miembro de la Policía de Puerto 
Rico y de la Guardia Municipal se considera 
funcionario del orden p6blico en todo 
momento. 

(b) Se considera funcionario del orden 
público de carácter limitado a todo empleado 

ublico estatal o federal no coro rendido or 
el inciso a de esta regla, con autoridad 
expresa en ley para efectuar arrestos en el 
desempeño de sus funciones. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. El inciso (a) define y aclara quién es un 

funcionario del orden público. El texto recoge, en parte, lo 

resuelto en Pueblo v. Velazco Bracero, 91 J.T.S. 32 y Pueblo v. 

Rosario Igartúa, 92 J.T.S. 24. 

El inciso (b) es necesario por razón de que la Asamblea 

Legislativa ha creado otros cuerpos policiales con el propósito 

de proveer seguridad en unos sectores que, por su naturaleza, 

requieren una vigilancia particularizada. Entre estos cuerpos se 

encuentran los 

Investigaciones 

agentes 

Especiales 

investigadores del 

del Departamento de 

Negociado 

Justicia, 

L.P.R.A. sec. 138{d); los oficiales de custodia de la 

de 

3 
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Administración de Corrección, 4 L.P.R.A. sec. 1126; el Secretario 

de Salud, 

implantar 

vigilantes 

inspectores, médicos y oficiales de salud a cargo de 

3. L.P.R.A. sec. 186; el cuerpo de la Ley de Sanidad, 

del Departamento de Recursos Naturales, 12 L.P.R.A. 

sec. 1205; el Director Ejecutivo de la Autoridad de los Puertos; 

cualquier empleado de la Autoridad de los Puertos designado por 

aquél para vigilar los aeropuertos, 23 L.P.R.A. sec. 465., y el 

Cuerpo de Seguridad Escolar, 18 L.P.R.A. sec. 14l(b). 
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Regla 214 Arresto por un funcionario del orden 
público 

Un funcionario del orden público 
aaeer realizar un arresto sin 4a­
e0Fres~o08ien~e en cualesquiera de 
circunstancias siguientes: 

podrá 
orden 

las 

(a) Cuaaelo t:l:lviore Tenga motivos 
fundados para creer que la persona que r;a a 
ser arrestada ha cometido o intentado 
cometer un delito en su presencia. En este 
caso deberá Aaesrss realizar el arresto 
iHHtediat.a.meRt.61 de inmediato o Eleatro 8.o en 
un término razonable despues de la comisión 
del delito. De lo contrario el funcionario 
deberá solicitar del tribunal que -se- expida 
una orden de arresto. 

•Cl,;\,H~aHR~eEl€e>--,¡l,;..a La persona rrr@staQa 
flUBiess a ser arrestada ha cometido o 
intentado cometer un delito grave ( fe len} ) , ------------

( b) 

aunque no en su presencia. 

(c) Ctia:nel.a t..uviere motivos Tenga 
fundados para creer que la persona que va a 
ser arrestada ha cometido o intentado 
cometer un delito grave ( felen}), 
1H8.épea8.ieateraer:ite independiente del hecho 
de que 8.ieFJ.o el delito se hubiere 00H1et1Eie 
cometió o no enrealidad. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico en 1963. 

11 de 
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Regla 215 Arresto por persona particular 

Una persona particular podrá arrestar a 
otra: 

(a) Por un delito cometido o que se 
Aubiere iateatads intente cometer en su 
presencia. En este caso deberá haeerse 
realizar el arresto iamediatameate de 
inmediato. 

(b) Cuando en realidad se hubiere 
esmetide cometa un delito grave (feleay) y 
dieha ~erseaa tuviere tenga motivos fundados 
para creer que la persona arres~ada a quien 
arrestará lo cometió. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 12 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 216 Arresto; información al realizarlo 

La persona que hieieJCe fuere a realizar 
un -e±- arresto deberá informar a la persona 
e¡ue va a ser a1;resta,;la a quien se propone 
arrestar de su intención de arrestarla, de 
la causa del arresto y de su autoridad para 
hacerlo, excepto: 

( 1) cuando la persona que hieie1;e 
realizará el arresto tuvie1;e tenga moti vos 
fundados para creer que la persona a ser 
arrestada está eometieaae cometió o trataaao 

-4-e- intentó cometer un delito, (2) o cuando 
se persiguie1;0 persigue a -la persona 
arrestada iameaiatameate después de haberlo 
cometido o (3) luego de una fuga, o cuando 
la persona - ofreeie1;e ofrece resistencia 
antes de que el fuaeionar1e puaic~e sea 
posible informarle, o cuando surgie1;0 surge 
el peligro de que no pudiere pueda hacerse 
el arresto si se ofreciere ofrece la 
información en cuyo caso le será notificado 
después. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

13 de 

La enmienda sugerida lo que persigue es que aún cuando surjan 

situaciones especiales donde no pueda notificarse la causa del 

arresto y la autoridad para hacerlo, una vez eliminadas esas 

situaciones se notifique los datos mencionados a la persona 

arrestada. 
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Regla 217 Arresto; orden verbal 

Un ma9istraao juez o un fiscal podrá 
,,,erl3almeate ordenar en forma verbal a un 
funcionario del orden publico o a -tffi­

partietllar una persona que arreste a 
cualquier otra persona que esttlviere 
eometieaao cometa o iateatare intente 
cometer un delito en la presencia de dicho 
ma~istraao juez o fiscal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

14 de 
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Regla 218 Arresto¡ requerimiento de ayuda 

Cualquier persona que estuviere hacieado 
esté por realizar un arresto podrá 
verbalmeate requerir en forma verbal el 
auxilio de tantas personas como estimare 
estime necesarias para ayudarle a llevarle a 
-e-M>e- realizar el arresto. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 15 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 219 Arresto; medios lícitos para efectuarlo 

Cuando el arresto se hisiere fuere a 
efectuar por un funcionario del orden 
publico con la autori~aci6n de una orden de 
arresto, o sin orden de arresto por un 
delito grave (feleny) cometido en su 
presencia, -s4 y después de ep.1e se iaformare 
-a-- informar a la persona que ha de ser 
arrestada de la intenci6n de verificar el 
arresto, él.ieha persona huyere o resistiere 
vielentamea~e ésta huye o se resiste en 
forma violenta, o el funcionario tenga 
moti vos fundados para creer que la persona 
ha cometido un delito grave en que se ha 
inflingido o se ha intentado inflingir grave 
daño corporal. y dicha persona constituye un 
riesgo para su propia seguridad o la de la 
comunidad el funcionario podrá usar todos 
los medios necesarios para efectuar el 
arresto. 

Para realizar un arresto en euales~uiera 
otras circunstancias, cualquier funcionario 
del orden público o persona partieular podrá 
emplear todos los medios necesarios, excepto 
que no podrá infligir grave daño corporal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

16 de 

La regla no favorece la utilizaci6n de fuerza mortal para 

arrestar a una persona, sino reconoce que habrá ocasiones en que 

un funcionario del orden público tenga motivos fundados para 

creer que la persona sospechosa a ser arrestada constituye un 

riesgo para su propia seguridad o para la comunidad. 
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Regla 220 Arresto; derecho a forzar entrada 

Cuando una persona partieular realisare 
intente un arresto por un delito grave 
(felei,y), y cuando en cualquier caso lo 
realisare intente un funcionario del orden 
público, podra forsarse forzar cualquier 
puerta o ventana del edifieio mueble o 
inmueble en que estuviere esté la persona 
que Ra de ser arrestada, se intenta arrestar 
o de aquél en que ellos tea9aa fundamoatos 
rasoaahles tenga motivos fundados para creer 
que estuviere dieea esta la persona, después 
de haber exigido la entrada y explicado el 
propósito para el cual se deseare dieea 
solicita la entrada a no ser que existan 
circunstancias apremiantes que justifiquen 
la entrada sin explicar el propósito. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 17 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La regla aclara que el derecho a forzar la entrada no se 

limi~a a edificios, sino que incluye vehículos, barcos o 

cualquier otro sitio en que se encuentre la persona que ha de ser 

arrestada o detenida. 
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Regla 221 Arresto; salida a la fuerza al ser 
detenido 

Cualquier persona que subiere entrase 
le~almente entre en forma legal en un 
edificio con el proposito de realizar un 
arresto, podrá forzar cualquier puerta o 
ventana si ha sido detenida dentro y si 
dicha acción fllere es necesaria para obtener 
su libertad, y un-funcionario del orden 
público podrá hacer lo mismo para libertar 
entrar y liberar a una persona que hubiere 
haya entrado legalmeate en forma legal a un 
edificio con el fin de efeetuar realizar un 
arresto y estuviere sea detenida dentro. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

18 de 
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Regla 222 Arresto; desarme del arrestado; 
disposición de las armas 

Cualquier persona que realiBare realice 
un arresto podrá quitar al individue 
arrestado todas las armas que llevare lleve 
encima y deberá entregarlas al magistrado 
juez ante quien se eondujere conduzca al 
arrestado. En el caso de que el arresto se 
roaligare realice por una persona particular 
y ésta entregare entregue la persona 
arrestada a un funcionario del orden público 
según lo dispuesto en la Regla 22(a) [225], 
dicha persona part ic1,1lar deberá entrega:-¡=- al 
funcionario las armas que ec1;1pare ocupe, y 
éste a su vez deberá entregarlas al 
magistrade juez ante quien eend1;1jere se 
conduzca a la persona arrestada. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 19 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 223 Arresto; transmisión de la orden 

Por mo9.io de 1n1 ,Gtndoco occrite Qe Slcil 

pufüo y letra OR Yna srden de arresto, 
cualquier magistra<io po<;!i:;1,_ autori:;ar la 
transmisión ae disha orden por Cualquier 
funcionario del orden público rá 
transmitir una orden de arresto ex or 
oren JU 1c1a me 1ante 

-e- radiotelÉ!fono o cualquier otro 
electr6nico. y 9.ocde eco momento 
transmitirse una o varias copias de la oreen 
de arresto a uno o varios fuReioaarios 0:el 
oreen pÚSlioo, Dichas copias tendrán 
completa validez y los funcionarios del 
orden público que las reciban habrán de 
proceder con ellas del mismo modo que si 
tuviesen una orden de arresto original. 

Al 1Ra9iotra9.o q1:1e 01cpieiiere copias de 
una eraea de arresto eoR el objeto de 
traRsmitirlas deberá certificar su exactitud 
coa el ori~inal, y enviar& a la ofigia~ 
desde la eual diehas eopias haR de ser 
traasmitidas, una eopia de la orden de 
arresto y del endoso puesto en ella haeiendo 
constar en el ori9inal lo actuado por él. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

20 de 

La regla tiene el propósito de facilitar el uso de adelantos 

tecnológicos para la comunicación y notificación de una orden de 

arresto. 
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Regla 224 Arresto después de fuga 

Si un individuo ~rrectado una persona 
arrestada o bajo custodia se f,..3are fuga con 
ayuda o sin ella o f,..ere resoatado, la 
persona encargada de su custodia deberá 
~erse§uirlo diligentemente perseguirla y 
apreeenderlo detener de nuevo a cualquier 
hora y en cualquier lugar, y para ello podrá 
utilizar los mismos medios autorizados para 
realizar un arresto. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 21 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La regla vigente fue redactada utilizando como precedentes los 

+Artículos 129 y 130 del Código de Enjuiciamiento Criminal de 1935, 

34 L.P.R.A. secs. 256 y 257, y las secciones 854 y 855 del Código 

Penal de California, 50 West's Annotated California Codes, ninguno 

de los cuales utiliza el vocablo ''bajo custodia'". Sin embargo, 

cuando se propuso un cuerpo de Reglas de Procedimiento Criminal en 

1960, se propuso que la Regla 21 determinara los medios a 

utilizarse en caso de fugarse una persona arrestada o bajo 

custodia. A. Oquendo Maldonado y F. Agrait Oliveras, Seminario 

Sobre las Propuestas Reglas de Procedimiento Criminal, pág. 50 (21 

de enero de 1960). 

Se define "custodia" como guarda, vigilancia, protección, 

persona o escolta encargada de la seguridad de un detenido o preso. 

G. Cabanellas, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, pág. 454 

(1986). Sabemos que el proceso penal adversativo comienza "desde 

el momento en que la investigación del poder ejecutivo se 

centraliza sobre un sospechoso" bajo custodia. D. Nevárez-Muñiz, 

Sumario de Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, pág. 27 (3ra ed., 

1989) . La Prof. Nevárez-Muñiz señala que a tales efectos "bajo 

custodia" significa, de por sí, y en términos de una persona sujeta 

a interrogatorio policíaco: 

... la privación efectiva de la libertad de acción de 
una persona por parte del Estado. El concepto de 
interrogatorio bajo custodia policíaca ... incluye: 
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1) toda detención de un sospechoso en el cuartel, ya 
sea por el delito del que se le sospecha o por cualquier 
otro delito; 

2) la detención en el hogar o 
lugar, al interrogarle mientras 
incomunicado; 

en cualquier otro 
se le mantiene 

3) cualquier detención bajo arresto donde hay 
restricción efectiva de libertad. 

4) entre los factores a considerar para determinar 
si una persona a quien no se ha arrestado formalmente 
está bajo custodia están: libertad para abandonar el 
lugar, propósito, lugar y tiempo que tardó el 
interrogatorio por parte de los policías. El primero de 
los criterios es fundamental y se ha interpretado que la 
persona está bajo custodia cuando se limita su libertad 
de acción a un grado asociado con un arresto formal, 
aunque tal arresto todavía no se haya efectuado, 
California v. Beheler, 103 s. Ct. 3517 (1983). En 
Berkemer v. McCarty, 104 s. et. 3138 (1984) se aplican 
los criterios mencionados e indica que una detención por 
breves minutos, en un lugar expuesto al público, donde la 
persona no siente aprehensión de que está detenido, y las 
preguntas están dirigidas a identificar identidad o para 
confirmar o disipar las sospechas del policía, no 
equivale a estar bajo custodia. D. Nevárez-Muñiz, Supra, 
pág 32. 

En Pueblo v. Tribunal Superior, 97 D.P.R. 199, 200 (1969) 

nuestro Tribunal Supremo estableció que custodia policíaca incluye, 

no sólo la detención en el cuartel, sino también 
cualquier otra detención aunque no sea por la comisión 
del delito de que se le sospecha y por el cual 
posteriormente se le procesa, y aún en el propio lugar 
del acusado, al interrogársele mientras éste se encuentra 
incomunicado. [Citas omitidas] 

O sea, el lugar de restricción no tiene relevancia; lo 

importante es que la libertad de la persona haya quedado 

restringida de manera tal que ésta haya sido privada de su libertad 

de actuación de cualquier manera. Miranda v. Arizona, 384 u.s. 436 

(1965). 
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La jurisprudencia federal establece un escrutinio para 

determinar cuándo una persona está bajo custodia. En California v. 

Beheler, 463 U.S. 1121 (1982) el Tribunal expresó que el tribunal 

en Oregon v. Mathiason, 429 u.s. 492 (1977) no excluyó la doctrina 

de la totalidad de las circunstancias al determinar si una persona 

está bajo custodia. 

Although the circumstances in each case must 
certainly influence a determination of whether a suspect 
'in custody' ... the intimate inquiry is simply whether 
there is a 'formal arrest or restraint of movement' of 
the degree associated with a formal arrest. 
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Regla 225 Procedimiento ante el ma9istraae juez 

(a) Comparecencia ante el ma9iotrade 
juez. Un funcionario del orden público que 
aieiere realice un arresto autorizado por 
una orden de arresto deberá llevar a la 
persona arrestada sin demora innecesaria 
ante el ma9istraEle juez disponible más 
cercano. Cualquier otra persona que aieiere 
realice un arresto~ orden de arresto 
debera llevar a la persona arrestada sin 
demora innecesaria ante el ma9istrade juez 
disponible más cercano y si la persena que 
hieierc el arresto sin orden de arreste 
feterc una 13ersona :p:artieular, o podrá 
entregar a la persona arrestada a cualquier 
funcionario del orden público, quien a su 
vez deberá llevar a la persona arrestada sin 
demora innecesaria ante un ma§iotrade juez, 
según se dispone en esta regla. Cuando se 
arrestare arreste a una persona sin que se 
Aulaioro haberse expedido orden de arresto y 
se le lleYare lleve ante un ma§istr;;Ele juez, 
se seguirá el procedimiento que disponen las 
Reglas-6--[207] y-=¡....[209], según corresponda. 

(b) Deberes del ma9iotrade juez; 
advertencias. El ma9i straae juez informará 
a la persona arrestada o que Aul;iiera 
eo.ffiF1aree ido m:eEli a ate comparezca por 
citación, del contenido de la denuncia o 
acusación presentada contra ella, de su 
derecho a comunicarse con su familiar más 
cercano o con un abogado y a obtener sus 
servicios, y de su derecho a que se le 
eelelare una vista preliminar si el delito 
EJllC se le imfn:at.a imputado es grave. Le 
informará además, a la persona, que no viene 
obligada a hacer declaración alguna y que 
cualquier declaración que Aieiere haga podrá 
usarse en su contra. El ma§istrado juez 
impondrá condiciones o admitirá fianza, con 
o sin condiciones, según se dispone en estas 
reglas y de no obligarse a cumplir con las 
condiciones, o no prestar la fianza, 
ordenará su encarcelación. 

El juez apercibirá al imputado que si no 
comparece en forma voluntaria a la vista 
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preliminar o al acto del primer señalamiento 
de ·uicio odrán celebrarse éstas en su 
ausencia, incluso la se eccion el Jurado y 
todas las etapas hasta el veredicto o el 
fallo y el pronunciamiento de la sentencia. 

( c) Constancias en la orden de arresto 
o citación; remisión. En la orden de 
arresto o citación el magist.Fade juez hará 
constar la comparecencia de la persona y las 
advertencias EJl:le se le 1:.tieicroH: hechas y en 
los casos de delito grave (felen1,r) 1 r;;ie ser 
elle así, la circunstancia de que dicha 
persona alegue ser indigente y que por ese 
motivo no puede obtener los servicios de un 
abogado para asistirle en el juicio o en la 
vista preliminar. En tal caso, el 
!fta~isEraae juez le advertirá de su 
responsabilidad de acudir a una entidad 
dedicada a la defensa de ersonas indi entes 
o de contratar a nsmbrara un aboga o y su 
nombre se iaol1:1irá eR la eitaeiós para la 
vista preliminar, el Juicio o el acto de 
lectura de la acusación, según f-t,eFe sea el 
caso. El !fta~isEFaae juez remitir¿¡- la 
denuncia, el acF~a ca aqt1ellos easoc eR. q1:1e 
se h~biere levaata~o la mioma y la orden de 
arresto o citación a la sección y sala 
correspondiente del Tribunal de Primera 
Instancia para ~lile se dé el cumplimiento -a­
de los trámites posteriores que ordenan 
estas reglas. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 22 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La enmienda al inciso (b) es necesaria para armonizar con el 

inciso (b) de la Regla 301, Vista preliminar. 
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Regla 226 Orden de registro o allanamiento -e­
re~iotro y agente de rentas interaaa, 
6efinieioaoc; definición 

Una orden de registro o allanamiento --<;,­

re9istre es el mandamiento expedido a nombre 
de El Pueblo de Puerto Rico, firmado por un 
ma9istraee juez y dirigido a un funcionario 
Bol ordoa pÚBliao, a9entc ee reatas 
inten::nss, o inspector Qg oontri1:>ueiéa se13re 
in9resos, dentro de las ftlfleienes de Stl 

ear§o, ordeaándole prooeda a busear y oeupar 
C1eterminaea prepieaae mueble y la trai9a al 
ma9istraC10, El tOrmine "agente o.e rentas 
internas" tal eom0 se usa en estas reglas,. 
t=.te iaaluye a los oolegtores Qs roRtas 
internas ai a los taoa~ores, aunque For 
etlal~tlier ley se les selale a los eoleetores 
rle rentas internas y tasadores las mismas 
facultades que tienen los a§entes de rentas 
iflternas, autorizado por ley a 
diligenciarlo, que ordena registrar 
determinada persona o lugar y a obtener 
evidencia u ocupar determinados bienes; 
incluso cualquier cosa corporal que tenga 
sustantividad propia. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

229 de 

Conforme las recomendaciones de la American Law Instituto, en 

su A Model Code of Pre-Arraignment Procedure, (1975) Sección 

210.1 y de nuestro Código Civil, se recomienda la sustitución del 

vocablo "bien" por "propiedad". 

A la página 122 del Código Modelo se señala: 

The definition is intended to describe 
the corporeal and incorporeal features of 
personali ty which are protected against 
official intrusion in the absence of 
authorization by law, including sufficient 
consent. The traditional search is for the 
purpose of finding and seizing sorne physical 
object. Statutes generally refer to objects 
of search as "property", but of course there 
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may be no known proprietor, and therefore 
"things" is a more appropriate designation, 
especially since it is the word used in the 
Fourth Amendment. 

El Artículo 252 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 1021 al 

definir las palabras bienes y cosas, señala: 

La palabra bienes es aplicable en 
general a cualquier cosa que puede 
constituir riqueza o fortuna. Esta palabra 
hace relación al mismo tiempo a la palabra 
cosas que constituye el segundo objeto de la 
jurisprudencia, según la cual sus principios 
y reglas se refieren a las personas, a las 
cosas y a las acciones. 

El Ledo. José R. Vélez Torres, al explicar el significado de 

este artículo señala a la página 33 de su obra: 

Este precepto procede del Código Civil 
de Luisiana que, a su vez, tiene origen en 
el Derecho civil francés. Puede notarse que 
al referirse, en la primera oración, a los 
bienes como "cualquier cosa que puede 
constituir riqueza o fortuna", está 
implicando que sólo las cosas que son 
susceptibles de aprobación pueden 
considerarse bienes. Curso de Derecho 
Civil, Tomo II, 1983. 

A la página 35 concluye el licenciado Vélez Torres: 

Podemos decir, pues, que en su sentido 
jurídico, atendida la primera oración del 
artículo 252, el concepto ''bienes" 
significa: cosas, corporales o 
incorporales, susceptibles de apropiación 
por el hombre, que reportan a éste una 
utilidad desde el punto de vista económico o 
moral, siempre que tengan sustantividad 
propia. 

La palabra "bienes" es más general y abarca tanto situaciones 

en que: 

a. el bien incautado tenga duefio, esté sólo en la posesión 

de alguien, o carezca de ambos, y 
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b. cualquier cosa tangible que tenga sustantividad propia. 

La inclusión de lo relativo a determinado lugar surge del 

lenguaje de la Cuarta Enmienda de la Constitución de Estados 

Unidos que ordena la descripción particular del lugar a ser 

registrado y de las personas o bienes a ser detenidos o 

incautados ( "particularly describing the place to be searched, 

and the persons or things to be seized"). Igual lenguaje 

contiene la Sección 10 del Artículo II de la Constitución del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 
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Regla 227 Orden de registro o allanamiento; 
fundamentos para SH expodioiéa 

Podrá lisrarso expedirse orden de 
registro o allanamiento e registro para 
buscar y ocupar propiedad: 

(a) HHrtada, rosada, estafada ti 
~o~sl;l4;t€e~a~i~d~aa------lmrR-eeGd~i~aHa~tt-€o----ee~x~t~o~r~s&¼itéHa~,~ bienes 
adquiridos mediante la comisión de un delito; 

( b) Otie },a sido, está sienes, o se 
propoae ser utilieaQa bienes que fueron, 
son, o se proponen ser utilizados como medio 
p.cc..:ac.:r.:..a'---=c'-o-m.:..e""t;-e--"-'r.:...ccu""n..:.ccd"i'-e'-al-i,ct,-o'-;---''--'--"==--"-'--

(c) evidencia relacionada con la 
comision de un hecho delictivo, incluso 
pruebas cientificas, y 

(d) bienes cuya posesión o tenencia 
sea ilícita. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

230 de 

La regla adopta palabras que conllevan mejor su significado, 

como por ejemplo: 11expedir 11 por "librar" y 11bienes 11 por 

"propiedad". El vocablo 11bienes 11 incluye cualquier objeto 

tangible sea o no propiedad de la persona registrada o allanada. 

El inciso (c) de la regla sigue la doctrina enunciada en 

Warden v. Hayden, 387 U.S. 294 (1967) en el cual se elimina las 

trabas constitucionales a la incautación de "mera evidencia". 

Antes del caso Warden se requería un elemento de posesión ilegal 

para registrar e incautarse de la evidencia. Gouled v. U.S., 255 

u.s. 298 (1921), revocado por Warden v. Hayden, supra. Así se 

enmendó la ley federal para permitir un nuevo fundamento para la 

expedición de una orden de registro y allanamiento, el cual lee 

en su parte pertinente: 
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... A warrant may be issued to search for 
and seize any property that constitutes 
evidence of a criminal offense in violation 
of the laws of the United States. 18 U.S.C. 
Sec. 3103(a). 

El inciso (c) pretende hacer una distinción entre los objetos 

tangibles y el registro y posible ocupación de evidencia 

intangible relacionada con la comisión de un delito tales como 

manchas de sangre, huellas dactilares, huellas de pisadas, etc. 

Es importante que una disposición de este tipo esté disponible 

para aquellos casos en que un funcionario del orden público no 

pueda tener acceso por consentimiento al lugar de los hechos 

delictivos o no haya fundamento disponible mediante el cual se 

pueda expedir una orden de registro o allanamiento. 
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Regla 228 Orden de registro y allanamiento; 
requisitos para librarla su expedición; 
forma y contenido 

No se librará expedirá orden de 
registro :2 de allanamiento o re<,istro sino 
en virtud de declaración escrita, Jilrestaea 
aste ua ma<,istrado bajo jurameate o 
afirmaeión, ,;¡ue ox)i'on9a los hechos ,;¡ue 
eiroafl Se fundamento para li~rarla, bajo 
juramento o afirmación, restada ante un 
juez dentro de un termino de diez 10 dias 
luego de la Última observación del 
declarante, o desde la recopilación de la 
evidencia que establece la comisión de un 
delito y que relacione a la persona objeto 
del registro con la misma. En la orden se 
expondran todos los hechos y las 
circunstancias que justifiquen la existencia 
de causa probable para expedir la orden. Si 
de la declaración jurada y del examen del 
declarante, si resulta necesario, el 
ma§iotrado q~edare eoaveneido juez se 
convence de que existe causa probable para 
el registro o el allanamiento e re9istro, 
librara este expedirá la orden, en la cual 
se nomtirará.n nombrará o Eleseribiráa 
describirá con particularidad la persona o 
el lugar a ser registrado, y las eosas o 
propiedad a oeuparoe, loS bienes a ser 
ocupados o la evidencia obtenida relacionada 
con la comision del hecho delictivo a ser 
incautada. l.a ordea e1cpreoara los 
fundamentos habidos para eJrpedirla, 
Expresará que existe causa probable para 
expedirla y los nombres de las personas en 
cuyas declaraciones juradas se basare 
funda. Ordenará al funcionario autorizado a 
,;¡uiea fuere diri<,ida re<,istre iamediatameate 
registrar de inmediato a la persona o el 
sitio - que e-1-1-a se indique, en busca de -1-e-­
propiedad espeeifiaaSa, la evidencia 
especifica a obtenerse o los bienes a 
ocuparse y devuelva al l!!a<,istrade juez la 
orden diligenciada, junto con la )i'ro)i'iedad 
egupada. la evidencia obtenida o los bienes 
ocupados. La erdea dispoadra s¡ue sera 
et1mplimentaEla durante las floras Sel día, a 
menos ~ue el magistrado, por r~~oncs de 
r1ooosida:Q y urgeacia, dicpusier,~ qtJc se 
cumplimcate a cualquier hora Eiel é -__ o Eie la 
aeehe. Se dispondrá que la e !n será 
diligenciada durante las horas de~ dia o de 
la noche. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 231 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La fijación de un término de diez (10) días dentro del cual 

se presente la declaración jurada por el observador de los 

hechos, asegura que las circunstancias que han dado margen para 

la determinación de causa probable para la expedición de la orden 

estarán todavía presentes cuando se vaya a diligenciar la misma. 

También evitará que hechos y detalles remotos a la observación 

fundamenten una orden de registro y allanamiento. La regla 

garantiza así la veracidad de lo relatado y protege la privacidad 

del hogar y la persona objetos del registro o allanamiento. 

Pueblo v. Tribunal, 91 D.P.R. 19 (1964), determinó que el término 

de sesenta y dos (62) días que medió entre la observación de los 

hechos y la declaración era excesivo y perjudicial al acusado. 

La regla también incluye el requerimiento de que la declaración 

jurada incluya todos los hechos y circunstancias que han movido 

al declarante a solicitar la orden de registro o allanamiento. 

Esta regla se atempera con la Regla 227 que introduce un 

nuevo fundamento para la expedición de una orden de registro o 

allanamiento para la búsqueda de evidencia relacionada con la 

comisión del hecho delictivo. 

La regla exige que la declaración jurada incluya la fecha de 

la observación de los hechos. Se adopta la norma jurisprudencia! 

que ha resuelto que una orden de registro o allanamiento es nula 

cuando la misma es expedida fundada en una declaración jurada que 
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no contiene la fecha en que el deponente alegadamente observó la 

comisión del acto o la conducta delictiva. Pueblo v. Bonilla 

Romero, 120 D.P.R. 91 (1987). 

El texto de la regla se modifica para que resulte más 

compatible con las opiniones del Tribunal Supremo en Pueblo v. 

Rivera Rodríguez, 89 J.T.S. 33 y Laureano Maldonado v. Tribunal 

Superior, 92 D.P.R. 381 (1965). En el primero el Tribunal 

expresó: 

Resolvemos ahora que si la declaración 
jurada prestada es completa, clara y 
detallada está libre de contradicciones y el 
juez que la revisa no tiene dudas sobre 
algún extremo de la misma, no es requisito 
indispensable que el juez interrogue al 
declarante. No obstante, la declaración 
debe ser rigurosamente examinada por el 
magistrado y si tiene alguna duda sobre su 
contenido debe formular las preguntas 
necesarias antes de llegar a su 
determinación. 

El declarante tiene que comparecer en persona ante el juez y 

estar disponible para ser examinado. Pero la causa probable 

puede surgir tan claramente de la declaración jurada que el juez 

estime que no es necesario ulterior examen personal del 

declarante. 

El Comité Asesor entiende que la regla permite que la 

determinación de causa probable puede estar fundada, total o 

parcialmente, en prueba de referencia. Esta disposición está 

contenida en la Regla 41 ( c) ( 1) federal, la cual expresa: 

findings of probable cause may be based upon hearsay evidence in 

whole or in part." La misma es compatible con toda nuestra 
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jurisprudencia sobre determinación de causa probable por 

información de terceros o confidencias. Véase Pueblo v. Acevedo 

Escobar, 112 D.P.R. 770 (1982); Pueblo v. Díaz DÍaz, 106 D.P.R. 

348 (1977). 

Con relación a los criterios para determinar causa probable 

fundada en información de terceros y confidencias, hay diversidad 

de opiniones y esto no debe ser objeto de disposición en las 

la más flexible de reglas. La norma bajo la Enmienda Cuarta es 

"totalidad de las circunstancias" adoptada en Illinois v. Gates, 

462 U.S. 213 (1983), en el cual se abandonó el criterio más 

estricto de Aguilar v. Texas, 378 U.S. 108 (1964) y Spinelli v. 

u.s., 393 u.s. 410 (1969). En Puerto Rico, Díaz, ante y Acevedo, 

ante, son más flexibles que Gates. véase las opiniones 

particulares emitidas en Pueblo v. García Colón, 88 J.T.S. 105, y 

en Ernesto L. Chiesa, Apuntes sobre Jurisprudencia Reciente del 

Tribunal Supremo en la Zona Criminal, VIII Rev. Jur. U,P,R. 19, a 

las páginas 37-43. 

Las Reglas de Procedimiento Criminal federal proveen para la 

expedición de una orden de registro o allanamiento fundada en un 

testimonio oral jurado, comunicado por teléfono o de cualquier 

otro medio apropiado. Las Reglas de Procedimiento Criminal de 

Puerto Rico no disponen nada 

Rico anteriormente se había 

permitir las Órdenes de 

solicitud telefónica. Véase: 

sobre este particular. En Puerto 

recomendado que se legislara para 

registro o allanamiento mediante 

Informe sometido al Consejo sobre 
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la Reforma de la Justicia en Puerto Rico por la Comisión para el 

Estudio de la Policía, 1973, págs. 108-115. La idea, sin 

embargo, no progresó. Con relación a esta regla véase informe 

del Secretariado de la Conferencia Judicial: Tendencias 

Recientes en Torno a la Garantía Constitucional contra Registros 

y Allanamientos, (1984). 
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Regla 229 Orden de registro o allanamiento; 
diligenciamiento; regla de dar a conocer 
la autoridad 

Un funcionario del orden público que 
diligencie una orden de registro o 
allanamiento dara a conocer la autoridad de 
que esta investido antes de proceder a 
efectuar el dÍligenciamiento, excepto: 

(a) para evitar aumentar el riesgo o 
peligro del funcionario diligenciante; 

( b) para evitar 
la destrucción de 

la fuga de la persona o 

pretende obtener; o 
la evidencia que se 

(c) cuando la persona a ser registrada 
esté bajo aviso. 

COMENTARIO 

La regla es nueva y expone la obligación de dar a conocer de 

la autoridad investida para el diligenciamiento de una orden de 

registro o allanamiento. 

685, 

La jurisprudencia, en especial Pueblo v. Bonet, 96 D.P.R. 

688 (1968), adopta la doctrina esbozada en Ker v . .:.;.;:e;:___~ 

California, 374 U.S. 23 (1963), en donde el Tribunal Supremo 

federal, reconoció que bajo ciertas circunstancias tal anuncio de 

autoridad puede dispensarse. Ejemplo de estas situaciones son, 

para evitar aumentar el riesgo o peligro del agente diligenciante 

de la orden, para evitar la destrucción de la evidencia que se 

pretende conseguir, o cuando ya las personas estén sobre aviso. 

La entrada forzada sin previo anuncio no puede ser 

justificada bajo una norma general, ya que constituye una seria 

perturbación a la intimidad. Por lo tanto, sólo en las tres 

circunstancias mencionadas en la regla se puede dispensar el dar 

a conocer su autoridad al diligenciar la orden de registro o 

allanamiento. 
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Regla 230 Orden de registro o allanamiento; 
diligenciamiento 

La orden de registro o allanamiento -e­
registro sólo podrá ser Ot¼mplimentaaa 
diligenciada y devuelta eiligeneiaea dentro 
de los diez ( 10) días siguientes -el-e a la 
fecha de su libramieato expedición. - El 
funcionario que la e1,1mplimeate aará 
diligencie entregará a la persona de c¡uien 
se ha obtenido la evidencia o que este en 
posesión del a E¡t¼ien se le oet¼pe la . , 
propieaaa, o ea e1,1ya poses1on se eae,;¡eatre 
lugar registrado o de los bienes ocupados, 
copia de la orden y un recibo de -±a­
propieaaa oe1,1paaa· los bienes ocupados, o 
dejará dicha copia y recibo en el sitio 
doade se aeupare la propieeaa un sitio 
visible del lugar donde se diligencio la 
orden. 

-E-1- La constancia del diligenciamiento 
-4:-ré- se sometera acompañado de un inventario 
escrito Se la propiedad aauFada, hecho ~ 
jurado por el diligenciante, de la evidencia 
obtenida y los bienes ocupados relacionados 
con la comisión del delito preparado en 
presencia de la persona E¡t¼e solieité la 
orden y ~e la persona a· de quien se le ocup6 
obtuvo o en e,;¡ya easa e loeal bajo cuyo 
control inmediato estaba el lugar donde se 
ocupó la propieaaa evidencia, de estar 
aiebas personas presentes dicha persona 
presente., y si al9una de ellas no lo 
est~•ziore, De no estar presente ésta, el 
inventario se preparara, en presencia de 
al'¡luna otra persona q120 f,;¡ere digna de 
credito. El iaventario será j1,1raae por el 
ailigeneiante, ~ reE¡1i!erimiento ae ~a 
persona E¡t¼e solieité el allaaamiento o 
registro, o Ele la persoaa a quien le fuere 
ee1,1paaa la propieaaa, el magistraao 
eatregará a éstas copia del inventarie. El 
juez entregará copia del inventario a Ia 
persona de quien se ha obtenido la evidencia 
o a quien le fueron ocupados los bienes si 
estas asilo solicitan. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 232 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963, y a la recomendada 

por el Comité de Reglas de 1985. Se ha dejado la vigente regla 

básicamente inalterada excepto por el cambio de la palabra 

"propiedad" por "bienes" y por la inclusión de "evidencia 

relacionada con la comisión del delito" para que haya concordancia 

entre esta regla y las restantes del tema de registros o 

allanamientos. 

El Tribunal Supremo al analizar el derogado Artículo 515 del 

código de Enjuiciamiento Criminal, nuestra actual Regla 232 de las 

Reglas de Procedimiento Criminal, indicó en Pueblo v. Rodríguez, 73 

D.P.R. 323 (1952): 

"Ni el referido artículo ni ninguno otro que se 
relacione con el inventario de las prendas ocupadas en 
virtud de una orden de allanamiento, dispone en forma 
alguna que el hecho de no entregarse por el funcionario 
que diligenció la orden el referido inventario al juez 
que la libró anule el procedimiento y haga inadmisible en 
evidencia el material ocupado." 

Es preferible dar cumplimiento a las disposiciones del 

estatuto sobre la materia. No obstante, como son requisitos 

ministeriales la preparación y entrega de un inventario al 

diligenciarse una orden de allanamiento, el incumplir con estos 

requisitos, no invalida en forma alguna el procedimiento. 
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Orden de registro y allanamiento; 
diligenciamiento; irrupción en lugar 
para cumplimentar orden 

Cuando un funcionario del orden público, 
luego de dar a conocer 
objeto de su visita, 

su autoridad y el 

entrada, podrá forzar 
le sea negada la 

o violentar con 
razonabilidad cualquier parte del inmueble 
lugar u objeto con el 
diligenciar la orden de 

propbsito de 

allanamiento. 
registro o 

TambiÉ,n podrá forzar cualquier puerta o 
ventana del lugar registrado o allanado con 
el propósito de libertar a una persona que 
con el objeto de auxiliarle en el 
di ligenciamiento de la orden de registro o 
allanamiento, haya entrado en el sitio y 
esth detenida o cuando sea necesario para 
libertarse a sí mismo. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. 

A los funcionarios del orden público, que están en proceso de 

diligenciar una orden de registro o allanamiento, se les requiere 

dar a conocer de la autoridad de que están facultados, previo a 

diligenciar la misma. Este requisito, de naturaleza 

constitucional, está fundamentado en 

minimizar la posibilidad de violencia, 2) 

la intimidad de una parte inocente y 3) 

tres premisas: 1) 

proteger el derecho a 

evitar la destrucción 

física de propiedad. La primera premisa procura evitar que la 

persona perjudicada con el diligenciamiento ofrezca resistencia 

por desconocer de la existencia de la orden y de la intención de 

los agentes. La segunda premisa procura evitar el allanamiento y 

registro del predio o lugar equivocado con la lógica consecuencia 
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de someter a sus ocupantes inocentes al temor y humillación de la 

experiencia. Aún sin existir peligro de equivocación del lugar a 

ser registrado, es deseable que los ocupantes sepan: quién desea 

entrar, la razón por la cual desea entrar y tener unos momentos 

para prepararse. La tercera premisa es obvia, a una persona, de 

ordinario, se le debe permitir la oportunidad de que permita en 

forma voluntaria el ingreso del agente a su hogar, sin que sea 

necesario ocasionar daños a su propiedad. 

La evaluación de estas circunstancias, en el contexto de un 

caso en particular, es una manera Útil para poder determinar si 

el allanamiento viola la Enmienda Cuarta. LaFave, Search and 

Seizure, 2d Edition, Vol. 2, 1985, pág. 270, et. seq. 

En relación con el diligenciamiento la regla acoge lo 

resuelto en Pueblo v. Bonet Flores, 96 D.P.R. 685 (1968), a los 

efectos de que el agente que diligencie una orden deberá dar a 

conocer la autoridad de que está investido antes de proceder a 

efectuarse, ya que 

constituye una seria 

la entrada 

perturbación 

forzada sin previo anuncio 

a la intimidad. El hecho de 

que el agente diligenciante no cumpla con el requisito de dar a 

conocer la autoridad con que va revestido, no convierte el 

registro en uno irrazonable. 

para no dar a conocer su 

La regla 

autoridad: 

reconoce tres 

1) evitar 

excepciones 

aumentar el 

riesgo o peligro del agente; 2) evitar la fuga o destrucción de 

la evidencia que se pretende conseguir, y 3) cuando las personas 

concernidas estén bajo aviso previo del registro o allanamiento a 

realizarse. 
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La regla procura limitar la violencia sólo a situaciones 

excepcionales, y cuando ya no haya forma de lograr la entrada 

pacífica al lugar. Por supuesto, le compete al tribunal decidir 

si se actuó con razonabilidad al forzar la entrada. La norma de 

razonabilidad la determinará las circunstancias particulares de 

cada caso. 
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Regla 232 Orden de registro o allanamiento; 
remisión de orden diligenciada 

El mal?jietraQo juez a quien se devolviere 
le sea devuelta diligenciada una orden de 
registro o allanamiento e re<j'ist1..-e, unirá a 
la misma eopia del Qili9eaeiamients, el 
inventario, las declaraciones juradas y 
cualesquiera otros documentos relacionados 
que l:11:abiere eR rolaGiÓn con la misma, y la 
propiedad eeupada rernitiéndele tecle 
inmediatamente al tri"euaal que coaoeiere e 
J.ubiere ae GOHOGer ael eelito en relación 
oon el eual ce eJrpidiÓ la areca de 
allauaHti ente o re9istre, y los enviará a la 
fiscalía del distrito que corresponda o la 
oficina del Departamento de Justicia que 
origino la investigacion. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

233 de 

La falta de espacio en los tribunales imposibilita traer y 

custodiar todos los bienes ocupados ante un juez para la remisión 

de la orden, la regla dispone que los mismos sean sustituidos por 

documentos que evidencien la obtención de tal evidencia, y éstos 

sean conservados bajo la custodia del Ministerio Fiscal como el 

representante del Poder Ejecutivo. 
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Regla 233 Registro incidental al arresto 

No se aprob6. 

1 
¡ 
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Regla 234 Registro y allanamiento sin orden; 
incidental al arresto; fundamentos 

(a) Un arresto legal, con o sin orden 
de arresto,no convalida, sin más, un 
registro o allanamierito sin previa orden 
judicial realizado por un funcionario del 
orden phblico. Sin embargo, cuando la 
atmósfera total y las circunstancias 
presentes lo convierten en razonable se 
podra efectuar un registro o allanamiento 
sin orden expedida por un juez en la persona 
del arrestado y del area que esta a su 
alcance inmediato sólo con el propósito de: 

(1) ocupar armas que puedan ser 
utilizadas por el arrestado para agredir a 
los funcionarios del orden phblico, las 
personas que es tan a su alrededor, o a su 
propia persona; 

( 2) evitar la fuga del arrestado; 

( 3) ocupar evidencia que de otro 
modo el arrestado podría destruir; 

(4) ocupar armas o instrumentos 
utilizados en la comisión de un delito, o 

( 5) efectuar una inspección 
preventiva. 

( b) No será permisible el registro o 
allanamiento sin orden, aunque sea 
contemporaneo a un arresto legal, de 
aquellos lugares que no estÉm bajo el 
control inmediato de la persona arrestada. 

( c) El funcionario del orden público 
que efectúe un registro o allanamiento 
incidental a un arresto sin orden debera 
prestar ante un fiscal una declaracion 
~urada en la cual exponga los hechos y 

undamentos que motivaron el registro y 
allanamiento sin orden y su participación en 
estos, dentro de un término no mayor de diez 
(10) d1as siguientes al registro o 



allanamiento, a menos que se demuestre justa 
causa para la demora en someter la 
declaración dentro del término indicado. La 
declaracion as 1 prestada formara parte del 
expediente fiscal. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. 

Un funcionario del orden público al arrestar en forma legal a 

un ciudadano, tiene autoridad para someter a la persona arrestada 

a un cateo o registro superficial antes de conducirlo del lugar 

en que ~ste es arrestado a la presencia de un juez. Este curso 

de acción resulta necesario en protección de la vida y seguridad 

del funcionario que efectúa el arresto y de todas aquellas 

personas presentes en el tribunal al cual se conduce el 

arrestado. Pueblo v. Zayas Fernández, 120 D.P.R. 158 (1987). 

El hecho de que se efectúe un arresto válido no autoriza ipso 

facto a los funcionarios del orden público a llevar a cabo un 

registro minucioso y detallado de la persona del arrestado. 

La jurisprudencia ha reconocido unas circunstancias 

especiales en que resulta procedente o razonable el registro 

minucioso, sin orden de allanamiento, de la persona del 

arrestado, sus pertenencias, y del área que está a su alcance 

inmediato. Algunas de estas circunstancias son: cuando el 

registro se realiza con el propósito de ocupar armas que puedan 

ser empuñadas y utilizadas por el acusado para agredir a los 

funcionarios del orden público o para intentar una fuga y para 

ocupar evidencia que de otro modo el arrestado podría destruir. 

Pueblo v. Dolce, 105 D.P.R. 422, 434 (1976). 
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En nuestra jurisdicción rige la norma de que el registro 

minucioso de la persona del arrestado, de sus pertenencias o del 

área a su alcance inmediato tiene que ser uno razonable. 

En la determinación de si el registro realizado como 

consecuencia del arresto legal efectuado es razonable, se debe 

distinguir entre categorías de situaciones, adentrarse en la 

atmósfera total de cada caso para hallar el significado preciso, 

dentro de unas circunstancias específicas, de un concepto tan 

elusivo y volátil como es el de razonabilidad. La tarea debe ser 

de conciliar los intereses en pugna y no permitir que uno 

pulverice el otro. El sistema democrático de vida se funda en la 

libertad con orden, no en el orden sin libertad o en la libertad 

que lleve al caos. 

(1988). 

Pueblo v. Malavé González, 120 D.P.R. 470 

El Tribunal Supremo federal resolvió en el caso de Maryland 

v. Buie, 58 L.W. 4281 (1990), que la Cuarta Enmienda permite que 

se hagan inspecciones preventivas ("protective sweeps"), 

debidamente restringidas, conjuntamente con los arrestos 

efectuados en el hogar siempre que el agente que efectúe el 

registro tenga motivos fundados en hechos específicos y concretos 

de que en el área donde se llevará a cabo la inspección se oculta 

un individuo que representa un peligro para los que se encuentran 

en el lugar del arresto. 

Una inspección preventiva ( "protecti ve sweep") dice la 

opinión, es un registro rápido y restringido del lugar; el mismo 
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es incidental a un arresto y se realiza con el propósito de 

proteger la seguridad de los agentes u otras personas. Se limita 

a una inspección rápida ocular, de aquellos lugares donde pueda 

ocultarse una persona. 

La inspección preven ti va ocurre como un complemento de la 

medida más seria de poner a la persona bajo custodia a los fines 

de procesarla criminalmente. Por otra parte, el arresto 

efectuado en el hogar, contrario al que se realiza en la calle o 

en una carretera, coloca al agente en la posición desventajosa de 

encontrarse en el "territorio" de su adversario. El temor de que 

haya una emboscada en un escenario limitado y desconocido es 

mucho mayor que si se tratara de un espacio abierto y más 

familiar. 

Concluye señalando la opinión lo siguiente: 

Debemos hacer hincapié en que dicha 
inspección preventiva, --cuyo propósito es 
proteger a los agentes que efectúan el 
arresto, siempre y cuando las circunstancias 
lo ameriten-- no representa un registro 
total del área sino que puede limitarse 
Únicamente a una inspección rápida de los 
lugares donde pueda ocultarse una persona. 
Esta inspección no durará más del tiempo 
necesario para despejar cualquier sospecha 
razonable de peligro y bajo ninguna 
circunstancia se extenderá más allá del 
tiempo que tome realizar el arresto y 
abandonar el lugar. 

Sostenemos, además, que los agentes 
podrían inspeccionar armarios u otras áreas 
en las inmediaciones del lugar del arresto, 
desde las cuales podrían ser atacados, como 
una medida preven ti va incidental al arresto 
y sin que exista causa probable o sospecha 
razonable. Fuera de eso, sin embargo, 
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sostenemos que deben existir hechos 
concretos que, junto con las inferencias 
razonables de estos hechos, justificarian el 
que un agente razonablemente prudente 
creyese que el área a ser inspeccionada 
alberga a algún individuo que pudiera poner 
en peligro a las personas que se encuentren 
en el lugar del arresto. 
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Regla 235 Registro y allanamiento por 
consentimiento; requisitos; 
advertencias; diligenciamiento 

Un funcionario autorizado, podrá 
efectuar un registro o allanamiento sin 
orden, si la persona a ser registrada, o 
aquella que tiene el control inmediato del 
lugar a ser registrado o allanado, rresta su 
consentimiento. Se entender a por 
consentimiento una manifestación verbal, 
clara, inequivoca, libre de coaccion, que 
autoriza al funcionario del orden público 
para que lleve a cabo el registro o 
allanamiento del lu~ar o la persona. El 
funcionario no debera excederse del lÍmi te 
del consentimiento otorgado. 

Antes de comenzar un registro o 
allanamiento por consentimiento, el 
funcionario autorizado, luego de 
identificarse, informara a la persona que no 
está obligada a prestar dicho consentimiento 
y que cualquier evidencia que se encuentre y 
se ocupe durante el registro o allanamiento 
podrá ser utilizada en su contra. 

Si la persona cuyo consentimiento se 
solicita, está arrestado o bajo custodia, el 
consentimiento no surtirá efecto a menos 
que, ademas de la advertencia anterior, le 
sea informado de su derecho a consultarlo 
con su abogado. 

El funcionario del orden público o 
funcionario autorizado que efectGa el 
registro o allanamiento por consentimiento 
debera cum lir con lo dis uesto en la Re la 

debera hacer constar ademas, las 
advertencias hechas y que el registro se 
efectuo libre de coacción. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. 
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Para que el consentimiento sea válido, se requiere que sea 

prestado por quien tenga autoridad para prestarlo. Uni ted Sta tes 

v. Matlock, 415 U.S. 1164 (1974). Sin embargo, no existe una 

regla uniforme y categórica para ayudar a determinar si el 

consentimiento prestado es válido, por lo que es necesario 

analizar cada caso en forma individual. 

El establecer la existencia de un consentimiento válido para 

autorizar o acceder a un registro sin orden judicial es un asunto 

susceptible de controversia, ya que el alcance del registro será 

tan amplio como los términos del consentimiento prestado. 

Un registro por consentimiento será razonable siempre que se 

mantenga dentro de los lÍmi tes del consentimiento prestado y se 

ajuste a los propósitos del mismo. Debe además limitarse a las 
, 
areas donde razonablemente pueda encontrarse escondido el 

artículo o persona objeto del registro. 

121 D.P.R. 429 (1988). 

Pueblo v. Narváez Cruz, 

Sabido es que el "titular" de la protección constitucional 

contra registros y allanamientos irrazonables puede renunciar, 

expresa o tácitamente, a su derecho a un registro sin orden 

previa. Esta renuncia se puede deducir del acto del acusado de 

permitir la entrada del agente, o cuando se pueda establecer que 

hubo una invitación implícita de su parte. La doctrina, sin 

embargo, requiere que esa renuncia sea voluntaria. Pueblo v. 

~, 82 D.P.R. 719, 728-729 (1961); Pueblo v. Acevedo Escobar, 

112 D.P.R. 770, 776-777 (1982). Entre los factores determinantes 
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sobre si medi6 una renuncia expresa o tácita están: 1) si hubo 

fuerza o violencia; 2) si el registro se realiz6 después de un 

arresto, y 3) si se encontraban otras personas presentes. 

Pueblo v. Narváez Cruz, supra, pág. 5908. 

Según establecido por el Tribunal Supremo de Estados Unidos 

en Matlock, supra, una persona no tiene que poseer un interés 

legal en la propiedad para consentir válidamente a que la misma 

sea registrada. Lo que se requiere es que la persona que presta 

el consentimiento posea una autoridad común o cualquier otra 

relaci6n suficiente con respecto a la propiedad a ser registrada. 

En Pueblo v. Narváez Cruz, ante, expresa el Tribunal Supremo, 

citando con aprobaci6n a Matlock: 

El concepto de 11 autoridad común con 
respecto a la propiedad" a su vez fue 
interpretado por dicho Tribunal en el citado 
caso como que "depende del uso mutuo de la 
propiedad por personas que generalmente 
tienen un acceso o control conjunto [con 
respecto a la propiedad,] en cuanto a varios 
prop6sitos, de tal forma que es razonable 
reconocer que cualquiera de los cohabitantes 
tiene el derecho de permitir la inspecci6n 
por derecho propio y que los otros han 
asumido el riesgo de que uno de ellos pueda 
permitir que el área común sea registrada. 
De esta manera, se ha permitido que una 
tercera persona --quien no es la dueña de la 
propiedad a ser registrada-- preste un 
consentimiento válido para que se lleve a 
cabo el registro de la misma, siempre que 
cumpla con el citado requisito de "autoridad 
común u otra relación suficiente con 
respecto a la propiedad a ser registrada." 

Esto a su vez implica que una tercera 
persona no puede prestar un consentimiento 
válido para que se registre propiedad que 
está bajo la posesi6n exclusiva de otra 
persona. 
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Sobre el consentimiento de terceros, véase: Pueblo en 

interés del menor F.J.M.R., 111 D.P.R. 501 (1981). En este caso 

el Tribunal Supremo resuelve que el padre, en su calidad de 

propietario del interés legal en la propiedad, puede transferir a 

un policía el derecho limitado de entrar y registrar las 

dependencias que han sido asignadas para el uso de su hijo. 

Véase también, Pueblo v. Rivera Romero, 83 D.P.R. 471 (1961) en 

que el tribunal aceptó como válido el consentimiento prestado por 

una hermana del acusado. 
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Regla 236 Testigos; quién podrá expedir citación 

Cualquier magist.raEle juez podrá expedir 
citación para la comparecencia y examen bajo 
juramento de testigos ant.e sí, a les fines 

-e-e-para la investigación de un delito, o 4-e­
para cualquier - vista prelimina,:. Cuando 
el fiseal Ministerio Fiscal, en los casos y 
bajo las condiciones que estas reglas lo 
permitan, provea al tribunal el nombre y 
dirección residencial correcta de imputados 
o testigos, ello se entenderá como una 
solicitud de citación, bien para el trámite 
de determinación de causa, para el acto del 
juicio o para cualquier procedimiento 
pendiente de vista. En estos casos será 
deber del tribunal, prontamente, expedir con 
prontitud u ordenar al secretario del 
tribunal que expida la eitaei9n o las 
citaciones correspondientes, las cuales 
serán diligenciadas por los alguaciles del 
tribunal o sus delegados, siempre que se 
provea al tribunal el nombre y direccibn 
residencial correcta del testigo. 

El juee Ele eualquie,: tribunal podrá 
expedí r u ordenar al secretario que expida 
citación para la comparecencia de cualquier 
testigo a juicio, a la toma de su deposición 
o a cualquier vista. El secretario del 
tribunal, a petición del aeusaElo imputado, 
podrá expedir citaciones libres de costas -a­
esos fflismos fines. 

Cualquier fiseal El Ministerio Fiscal 
podrá igualmente expedir citacion para la 
comparecencia y examen bajo juramento de 
testigos ante sí a les fines Ge para la 
investigación de un delito. Si un testigo 
no eaeél.eeiere cumple su citación, el 
tribunal a solicitud del fiseal Ministerio 
Fiscal podrá expedir mandamiento para su 
compareciencia ante dicho funcionario en la 
fecha y hora que señalare señale, bajo 
apercibimiento de desacato. 
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COMENTARIO 

La regla cor responde, en parte, a la 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

Regla 235 de 

Se sustituye la frase 11de una vista preliminar'' por 

"cualquier vista" con el propósito de incluir en la regla las 

distintas vistas investigativas y judiciales. 

El requisito de que se provea la ''dirección residencial 

correcta" es por la frecuencia en que el Ministerio Fiscal 

solicita del tribunal que ordene el diligenciamiento por un 

alguacil de una citación, sin proveer la dirección exacta, y 

resulta que no se logra citar al testigo por dicha omisión. 
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Regla 237 Testigos; diligenciamiento de citación 

La citación podrá ser diligenciada por 
cualquier persona, ~eFe tede f~neienaFie del 
or9:ea pÚGlieo tendrá mayor de edad, que no 
sea el imputado o sus familiares. Los 
alguaciles del tribunal o sus delegados 
tendrán la obligación de diligenciar en su 
distrito judicial cualquier citactón que -5€-­

le sea eatFegue cea tal ebjete entregada por 
el aeusade imputado o por el Ministerio 
P&bliee Fiscal. Quedará diligenciada la 
citación con mostrar -o-u- el original al 
testigo y entregarle copia, o enviándosele 
copia por correo a su Última residencia, con 
acuse de recibo. La persona que la 
diligeneiaFe diligencie, lo hará constar por 
escrito en el original de la citación o a su 
dorso, con expresión del tiempo y lugar. En 
los casos en que la citación se enviare 
envíe por correo deberá, además, acompañarse 
el acuse de recibo. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

236 de 

Se prohibe que un menor de edad o persona con interés en el 

caso pueda diligenciar una citación. 
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Regla 238 Testigos; adelanto de gastos 

Cuando una persona eem~areeiere comparece 
en virtud de citación ante un ma~istraae 
juez e tril3u:aal como testigo ae El Puel3le e 
ele la 8:ofeaoa y saree'isrs carece de medios 
para pagar los gastos '!Ue oeasio:aare de su 
comparecencia, el tribunal podrá ordenar, a 
su discreción, eraeaar al secretario que 
entregue al testigo una -&Uffiii- cantidad de 
dinero raseaal3le, que no excedera de las 
dietas a que tenga derecho y será cargada a 
cuenta de dichas dietas. La orden del 
tribunal se Rará será por escrito, pero 
podrá dictarse en sala, en el eual cuyo caso 
se ~ará eeastar anotará en la minuta del 
tribunal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

237 de 

El pago de los gastos deberá cumplir con el Reglamento 

Fijando Tipos de Honorarios, Gastos de Viaje y Dietas para 

Jurados y Testigos, 34 L.P.R.A. Ap. X. 
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Regla 239 Testigos; arresto y fianza para 
garantizar comparecencia 

Si cualquiera una de las partes 
estableciere informa al tribunal, mediante 
declaración jurada, que existe fundado temor 

-El-e- motivos fundados para creer que algún 
testigo en una causa criminal dejará de 
comparecer a declarar a menos que se le 
eJEija fiansa, el ma§istrado juez que actúa 
en la investigación preliminar, o el 
tribunal con jurisdicción sobre la causa, 
ordenará podrá ordenar al testigo que preste 
fianza, por la cantidad que estimare estime 
suficiente, y de no prestarla ordenara su 
arresto hasta tanto :13restare preste la 
fianza, o se le tomare tome una deposición. 
El documento de fianza cumplirá los 
requisitos que se fijan en estas reglas a 
las fianzas para la libertad provisional del 
aeusade imputado, y garantizará la 
comparecencia del testigo, ante cualquier 
sala del tribunal en que el juicio o juieiss 
se celebres celebre, o a la vista 
preliminar, en la fecha para la cual se le 
citare cite. De no comparecer el testigo 
luego de~r citado, se confiscará la fianza 
si§uieado conforme el procedimiento 
~rescrito establecido en los casos de fianza 
para la libertad provisional del ae~saeo 
imputado. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

238 de 

La enmienda propuesta clarifica el propósito de la regla. 

Con el texto vigente basta que una parte le informe al tribunal 

del temor a que el testigo no comparezca es fundado para que el 

juez le imponga una fianza. De la redacción actual parece ser 

que es la parte quien determina si se le debe imponer fianza al 

testigo. 
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RflGLA 239. CAPACIDAD MEN'l':AL DEL ACUSADO :AN'FES DE LA 
SEN'l'ENCIA 

Wiag:Yna persoaa será jUB'3'ada, eonvieta o 
soatonciada por ua ªelito mientras eeti 
me:at.almente inga.par;: i't aQa,. 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda la derogación de esta regla. Las 

propuestas Reglas 412 y 413 la hacen innecesaria. 



CAPITULO III EL PROCESO ACUSATORIO 
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Regla 301 Vista preliminar 

(a) Cuándo se celebrará. Se 
celebrará una vista preliminar ea a~~el ease 
Cfi qt1e se im-puLa:t:e a tlna t3ersena 1:1n Eleli+!.e 
grave ( 1'felsay' 1

), ~R estos caeos deber~ 
si1.á.racle para esa vista eoa lo meneo einco 
(5) aías antes Ele su celebraoióa, dentro de 
los treinta ( 30) días siguientes a la 
determinacibn de causa probable para el 
arresto o la ci tacibn, en todo caso en que 
le sea imputada a una persona la comision de 
un delito grave, delitos menos ue 
sur· an del mismo acto o evento relaciona o 
con e delito grave imputado y aquellos 
delitos menos grave que conlleven el derecho 
a un Juicio por Jurado. Ea les sasss en ~uc 
ae flieiere oeRstar, Ele acueJ?elo coa la Re§la 
22 (e), que la perso:aa ao ~uede sbtener 
esisteasia legal, el Magistrado 
eoFrespofldieate le aombrará abogaªs y el 
aoftl:bre Ele ésto ce iaeluirá en la citaeiÓR 
p~ra la vista prelimiaar, El Wa9istrado 
eoft1t1nieari Elie~a vista al abogado, 

La presencia de un representante 
Ministerio Fiscal sed1 obligatoria para 

del 

celebracion de la vista preliminar. 
la 

(b) Renuncia. Luego de haber sido 
citada, la persona imputada de delito podrá 
renunciar a la vista preliminar mediante 
escrito al efecto firmaEle f)OF ella y 
someti8:e presentado al Hagiotraelo juez antes 
de comenzar la vista o ~ersonalmeate en 
cualquier momento durante la vista. !si la 
persona renunciare a la vista o ao 
eelilf'areeiere a ella lue§e de haber side 
sii!aEla debidamente, el Ji4a9istraQe la 
el:ct.endrá para '3.l:lGI responda per la eemisiÉ>R 
Qe ~n delito ante la sala eorrespondieat.e 
elcl Tribunal Su1_3c1=ier. Si la persona 
imputada de delito no com arece a la vista 
luego de ser citada, se entendera que a 
renunciado a su celebracibn. Cuando el 
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imputado renuncie a la vista, ya sea por 
escrito o por incomparecencia, el juez podrá 
determinar causa probable para que responda 
del delito o delitos imputados ante la sala 
correspondiente del Tribunal Superior. 

(e) Procedimiento durante la vista. 
Si la persona imputada de delito 
eoffii3areeicFe comparece a la vista preliminar 
y no FeRmwiare a ella renuncia a ésta, el 
Ma§istrads juez deberá oír la prueba. La 
vista será privada, a menos que al comenzar 
la misma, la persona imputada de delito 
eelieitare ~ue fuere solicita que sea 
pública. Deberá celebrarse una vista en 
privado cuando al~una regla asi lo ordene o 
que por disposicion de una ley especial sea 
mandataria. La ~ersona po0ra 
eoatraiatcrrogar los testigos en su eontra y 
ofrceer prueba ea oti favor, El fioeal .1308:rá 
estar preseftte efi la vista y pod1cá también 
Ífite1cro§aF y eontraifite1c1co§a1c a tsdos los 
testigos y ofrecer otra pnrnba, Al ser 
requerido para elle el fiseal peRdrá a 
dispesieiÓR de la persona las deGlaraeioaes 
jnradas que tuviere eR su poder de les 
testigos que Aaya puesto a deelarar efl la 
vista. Si a juieio del Ha§istrado la p1cueba 
demostrare que existe eausa prebable para 
e1ceer que se Aa sometido 'tlfi delito y q11e la 
persemi lo cometió, el Magistrade detendrá 
inmediatameRte a la persofta para que 
respoRda po1c la eomisHm de 'tlfi delite aRte 
1, seeeiÓR y sala eo1crespondieF1te del 
Tribunal de Prime Fa lftstaaeia de le 

.¡.. • , , 

eon,,ra1cie eiwae1cara a la persona y ordenara 
que sea puesta ea libe1ctad. El Ma§i strado 
pedrá manteneF efi libertad a la persoaa bajo 
la misma fianga, eendieioaes o ambas que lo 
hubie1ce impuesto un Magistrado al ser 
arrestada, alterar las mismas e impone1c uaa 
fianga e eondieión de aeuerdo eon la Re§la 
~lB (e) si ésta no [se] le hubiese impuesta, 
y si a juieio del Ma§istrado ello fue1ce 
aeeesario, Wo obstante lo anterior el 
Ma§ist1cado no pedrá alte1car la fiaaza fijada 
o eondieióa impuesta po1c un Ma§i st1cado de 
categoría supe1cior, a menos que en la vista 
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prelimiflar se determine causa J3rebable ¡aer 
un aelit.o inf¡;¡rior al ,;;¡u¡;¡ ori9ü1alm¡;¡nt.e se 
le imp1,1tó s la p¡;¡rsomL J;>espiaés de "fUe 
termin;¡_re el procei;;!imiento ant¡;¡ él, el 
t!agist.raile remitirá inmediatamont.e a la 
cecr9taria ~Q la ceoai6a y sal~ 
00rresJ30HdieHtes del Tribunal de Primera 
¡ 11staHcia tedo el eHJ3edieHte relacioHado een 
dicho J3rocedimieHt.e, iHcluyeHdo cual,¡uier 
fiaHza nrestada, En el e1,J3edieHte se hara 
eonst.ar· la feeha y el sitie de la vista 
prelimiHar, las J3ersenas ,¡ue a ella 
OOfR,fl)areeierea y la det.ermiaaciG'r:i Elel 
Ma:gis:traQo 

El Ministerio Fiscal no vendrá obligado 
a ofrecer o presentar toda la prueba que 
posea en contra del imputado, sino aquélla 
suficiente para establecer la probabilidad 
razonable de que se cometib el delito y que 
el imputado es el autor. 

El imputado tendrá derecho a 
contrainterrogar los testigos que se 
presenten en la vista y a declarar en su 
propia defensa. Podrá presentar prueba 
exculpatoria, si luego de ofrecer ésta, el 
~uez determina que dicha prueba puede tener 

1 efecto de exculpar al imputado. 

El Ministerio Fiscal, al ser requerido, 
pendra a disposicion del imputado las 
declaraciones juradas de los testigos que 
declaren en la vista preliminar. El no 
haber tomado declaraciones juradas por 
escrito al momento de la vista no será 
fundamento para la suspension de esta. Sin 
embargo, una vez se tomen y estén 
disponibles, será responsabilidad del 
Ministerio Fiscal la entrega de las mismas. 

Si a juicio del juez la prueba establece 
que existe una probabilidad razonable de que 
se ha cometido un delito y que el imputado 
lo cometio, determinará causa probable 
contra el imputado para que responda por la 
comision del delito ante la sala 
correspondiente del Tribunal de Primera 
Instancia. Será mandatorio que el juez 
es~ecifi~ue con claridad el delito por el 
ca 1 de ermina causa probable y hara la 
enmienda correspondiente a la denuncia. 
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En la vista preliminar, el juez podrá 
determinar que no existe causa probable por 
delito alguno, que existe causa probable por 
el delito se un se imputa en la denuncia, o 

un e i to menor, o por un delito mayor 

Cuando el juez determine causa probable 
~or la comisión de un delito grave le 

avertira al imputado y a su abog;ado de su 
responsabilidad de asistir al Juicio y ae 
comparecer ante la Secretaria del Tribunal 
Superior para el acto de entrega del pliego 
acusatorio que tendrá que presentar el 
Ministerio Fiscal dentro de un termino no 
mayor de diez (10) dias laborables. El 

además de señalar la fecha para el 
cio, entregara copia de su resolucion al 

imputado y al Ministerio Fiscal y le 
apercibira al imputado que de no comparecer 
a recibir la copia del pliego acusatorio 
dentro de un termino de cinco (5) dias 
laborables luego de transcurrido el termino 
del Ministerio Fiscal podrá celebrarse el 
~uicio en su ausencia, incluso la seleccion 

renuncia al Jurado y todas las etapas 
hasta el veredicto o fallo y el 
pronunciamiento de la sentencia (t que su 
incomparecencia voluntaria equi val ra a una 
renuncia a estar presente en estas etapas 
del proceso. 

El juez remitirá a la Secretaría de la 
sección y sala correspondiente del Tribunal 
de Primera Instancia, el expediente 
relacionado con el procedimiento, asi como 
cualquier fianza prestada y citación de 
testi os ara el En el expediente 

ara y el sitio de la 
vista preliminar, nombres de las 
personas que prestaron testimonio, la 
determinacion del juez, las advertencias 
hechas al imputado, el nombre del abogado y 
la fecha del juicio. 

En los casos en ue se determine causa 
~or incomparecencia del imputado, e Juez 

enalara una fecha para el acto de lectura 
de acusacion, en el Tribunal Superior y 
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ordenará que se cite al imputado a la 
direcci6n que aparece en el expediente. 

(d) Disposiciones generales aplicables 
a la vista preliminar. 

La determinación de 
razonable oza, como todo 

icial, de presuncion legal de 

(2) El tribunal llevará un récord 
de los procedimientos. 

(3) Las Reglas de Evidencia 
a~licarán a la vista preliminar pero seran 
1 terpretadas y aplicadas de acuerdo al 
~roposito y naturaleza de los procedimientos 

n esta etapa. 

(4) En todo caso y para los únicos 
efectos de la determinaci6n de probabilidad 
tazonable, los informes y certificaciones 
~ericiales podrán ser admitidos en evidencia 

1n la presencia del perito que los hubiese 
suscrito, excepto que el imputado tendra el 
derecho a contrainterrogar a dichos peritos, 
si así lo solicita. 

(5) Las mociones sobre 
descubrimiento de prueba, de exclusión de 
evidencia obtenida en forma ilegal o de 
exclusión de confesión o admisiones no se 
presentaran o resolveran en los 
~rocedimientos de vista preliminar. Estas 

e presentaran en el termino fijado por la 
Regla 401 ante el tribunal con competencia 
para Juzgar el delito. 

(6) La defensa afirmativa de 
minoridad las causas de extinción de la 

on pena conteni as en el Codigo Penal, 
será.n promovibles y adjudicables en ocasion 
de .La vista preliminar. La defensa de 
insanidad mental sera romovible sujeto a lo 

ispuesto en el inciso d de la Regla 
412. Las restantes defensas afirmativas y 

causas de exclusión de responsabilidad serán 
promovibles cuando surjan de la prueba del 
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Ministerio Fiscal o cuando luego de hacerse 
la oferta de prueba no requieran, a 
discreción del tribunal, ser dilucidadas con 
mayor amplitud en el juicio y que no sean de 
carácter controvertible. 

(e) Otras facultades del juez en la 
vista preliminar. 

( l) Cuando estén presentes el 
Ministerio Fiscal y la defensa, el juez que 
2reside la vista preliminar podrá modificar 
la fianza fijada en la determinación de 
causa probable para el arresto, tanto para 
reducirla como para aumentarla, o imponer 
aquellas condiciones que estime necesarias. 

(2) Cuando el juez considere que 
el imputado ha hecho una demostración prima 
facie de que un testigo de cargo incluido en 
la denuncia puede aportar prueba 
exculpatoria, examinará. Élsta de existir la 
declaración jurada de ese testigo. De no 
existir una declaracion jurada, examinara 
bajo juramento al testigo. El examen 
versará sobre los elementos del delito y las 
probabilidades de que el imputado lo 
cometi6. Si el juez queda convencido de que 
el testigo de cargo podría aportar prueba 
que exonere al imputado, por excepción, 
ordenará. que preste testimonio. De no 
mediar esa circunstancia, declarará sin 
lugar el pedido de la defensa de utilizar el 
testigo de cargo. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la regla 23 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

El inciso (a) requiere la presencia obligatoria de un 

representante del Ministerio Fiscal. 

El inciso (c) mantiene la privacidad de la vista, excepto que 

la persona imputada de delito solicite que sea pública. Se provee 

un procedimiento que permite la eliminación del acto separado de 

la lectura de la acusación. 

Se propone que una vez el juez determine causa probable para 

acusar en la vista preliminar, excepto los casos en que no 

comparece el imputado de delito, el juez informará al imputado 

verbalmente de los cargos que se presentarán en su contra y por los 

cuales será juzgado en el Tribunal Superior. 

En esta etapa el juez le advertirá al imputado y a su abogado 

de su responsabilidad de comparecer ante la Secretaría del Tribunal 

Superior para el acto de entrega de la acusación que habrá de 

presentar el Ministerio Fiscal dentro del término que se propone. 

El juez, además de señalar la fecha para el juicio, entregará copia 

de su resolución al imputado y al Ministerio Fiscal, apercibirá al 

imputado que de no comparecer a recoger la copia de la acusación y 

al acto del juicio, podrá ser celebrado el juicio en su ausencia, 

incluso, la selección o renuncia al Jurado y todas las etapas hasta 

el veredicto o fallo, el pronunciamiento de la sentencia y etapas 

posteriores y que su incomparecencia voluntaria equivaldrá a una 

renuncia a estar presente en estas etapas del proceso. 

Naturalmente, en los casos en que se determine causa probable 
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en ausencia del imputado, el juez que preside la vista preliminar, 

señalará una fecha para el acto de la lectura de acusación, en el 

Tribunal Superior. 

El imputado tendrá derecho a contrainterrogar los testigos que 

sean presentados en la vista, a declarar en su propia defensa y a 

presentar defensas, si luego de ofrecer éstas al juez éste 

determina que dicha prueba pudiera tener el efecto de exculpar al 

imputado. 

El inciso (d) establece la existencia de un récord de los 

procedimientos y la aplicabilidad, en ciertas situaciones, de las 

Reglas de Evidencia. 

En todo caso y para los Únicos efectos de la determinación de 

probabilidad razonable los informes y certificaciones periciales se 

admitirán en evidencia sin la presencia del perito que los hubiese 

suscrito, excepto que el imputado tendrá derecho a contrainterrogar 

a dichos peritos, si asilo solicita. 

La defensa afirmativa de minoridad y las causas de extinción 

de la acción penal contenidas en el Código Penal, serán promovibles 

y adjudicables en la Vista preliminar. 

Las restantes defensas afirmativas y causas de exclusión de 

responsabilidad serán promovibles cuando surjan de la prueba del 

Ministerio Fiscal o, cuando luego de hacer la oferta de prueba no 

requieran, a discreción del Tribunal, ser dilucidadas con mayor 

amplitud en el juicio y que no sean de carácter controvertible. 

El inciso (e) permite que cuando estén presentes el Ministerio 
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Fiscal y el abogado de la defensa, el juez que preside la vista 

preliminar podrá modificar la fianza fijada en la determinación de 

causa probable para el arresto, tanto para reducirla como para 

aumentarla, o imponer aquellas condiciones que estime necesarias. 

La Regla 404 permite la notificación de la defensa de coartada 

y el desfile de prueba, si el proponente convence al tribunal de 

que la prueba a presentarse puede ser dilucidada y adjudicada en 

forma objetiva. En las situaciones en que la prueba sea 

subjetivamente controvertible y fundamentada de 

credibilidad, el tribunal tendría facultad para no considerar en la 

vista preliminar la defensa de coartada. 
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Regla 54 J;.eQtura <ie la . , 
iilQU:SilCl.OR 9R Qil.SQS QQ 

gga,cusados 

Ls loct:nt:a QQ unei acneaci6n formulada 
aoi:itra Qgs e más aeasucaQos se podrá 
efgctuar separada o conj11ntam0AtQ, a 
dissreaión Qol tribunal. 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

de·riuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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Regla 55, Cgmpa.recei:;icia dsl acusado 

El trihui:iaJ podrá ordenar al fnncionarjo 
qne tuszi ere al 
conduzca ante 

acnsado bajo c1H;todia qug lo 
su pr0c0Rcia para oír la . , 

acusac,an Si el a clisado estnsd er9 bajo 
fianga, se le aotifieará perseAalmeate 
cuándo deber_á, campa.rea.ar a eír la leet1:1ra de 
1 a acusar, oo Si el acusado AO 

eempa.roc;i.iro, -,J tribu¡:isJ podrá coRficcar la 
fiaflsa de aouerQe cgr:i lo proui sto en J a 
R9gJa 227: o expedí r mandamiento de arresto 
o Qisponor a:mbac cecas. J;liel::lo ma.adamioRto 
da arrasto so podrá dili§eneiar OH eual~uier 
sitio "bajo la j1::1riselieeión Eiel Estado Lil3re 
.. 7\ .. sogiado de Puerto Rica 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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Sala en que se efectuará la lectura 

Ta lectura de la acPsación se efectuará 
ante 1 a sal a del Tribnna] SnpQrior OR qlrle so 
presentare. a no ser qu9 ant'ss c:Jo la lectura 
1 a causa se hubiere tt:aslaQa.Qo a otra sala .. 
Do ll.;Qor aa1,;1rrido ostG Último, lei lor;itnra. ee 
ofoctnará en <ssa otra sala 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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Si el aausa9o cempareaiere sin al209aQg a 
1 respoRQer de la aeusaei6n, el trihunal 

dsberá j~formurle 90 su doroo~o a tener 
-abogado defensor y Oocignar¡¡ ll:R a:SegaElo para 
qne Jo represente sr::i eJ acto Qe la ~eetura 
de la acusaoi6n y ea toQos los tr5mitos 

COMENTARIO 

s:igniaA.t.os, 
rORllRGisro 

a 
SY 

RO ser 
eereeJ:ie 

~ue el acusado 
a asisteacia Be 

abogado o pudiere obtet:iar 1..1no a.e 011 pro_F)ia 
selección El tri huna J concederá a J abogado 
que nom12ro nR període Eie tiempo rasor:ial:>le 

p&ra el juioio, Biehe 
sin essto 

acJJsado 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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.AQuortet=1cia soQre agmbro Gel a.eusa.Qe y 
juieie ea auseaeia 

(a) 7\l leerse le1 ac,a:sciÓA sa aQuortj rá 
al acnsaao qne si el nowbrQ :baj'Q el gnel se 
procede contra él no es el suyo deberá 
deolarar su ver8:a8.ero aombre, o ~1:10 Eie lo 
contrarie se seguirá la eausa bajo el nombre 
eonsi9naElo en la aeusaeión, Si el aet1sado 
no gj jere qnQ tieae otro RGml.?re, el tril3uRal 
prosegni rá de conformidad, pero si alegare 
ser otro su szgrgaQerG Aombro, el tribunal 
ordenará qug se aRote éste eR el aeta Ele la 
1 ectnra Qg la aeusaeiéR y E1e aAí en adelaRte 
eJ procoso se sustan0iar:á eajo QichG notAbre, 
FJ.agiéadosc referencia taml9iéa al f'l:Omflre Bajo 
el cual s0 iAició la sensación 

En al asto Ele leetura Ele 
. , 

aeHsaa10R, 
el tribnnal señalará la fecha pars eJ JPJCJO 

y apercibirá al acnsa<:lo q11g ds Ro 
, l ,..._ , . . . comparecier, podra CQ fw-fult:argg ._* J\.lJ 01.0 QA su 

s.1usot:1Giia, iasltayonElo la soleeeiÓA E1el juraeo 
y todas las otras etapas hasta el veredicto 
o fallo y el pronBneiamiento 4e la sentencia . . ' .. . y que cu 1:aeom:@aFcecnc1a voxUReaFia 
Qq1.JiH?tldrá a Y.na renHnoia a estar presento 
ea gstas etapas dal proceso 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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Regla 59 Plase para alegar 

-" 1 l' '-'- ...-.o. ,:,,l Jobraolo Si el atalclC&loolO sO s:o l.CJ,iil... ~-----~-

la ac1u:aciór:i 1 se Je aeberá conceder JJo 
' · ble R.O m11atJ.o,.. Qe no ( l) día. termino razoaa , 

ni mayor de dieg (lG) días para aontestar la . , 
acusar, en 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 



Regla ~l. 

147 

Céme se respoadori a la . , 
acusac1O0 

Oída la . , 
acusac1on., y a RO ser que el 

tri13una:1.. l.o concedj <iilre término para 
oon:l;gsts.r, el acusado r9sponderá a el J a 
inmediatamente mediante ale9aaión, 
presentar mooi6n para eosostimar o 

prosontare Yna moai6n siR ~ue 

o :rpoEirá 
,aolicitar 

Si se 
hubiere 

J 
• ~ _.., • .,_ • ~ • 

a egac1on 1 y a1cna moc1on SQ rot1raro a 
fuere desestimada, el aousaªo rosponeerá 
entonces mediante alegación 

COMENTARIO 

La Regla 301 Vista preliminar y Regla 305 Lectura de la 

denuncia y la acusación, hacen innecesaria esta regla, por lo que 

es recomendada la derogación. 
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Regla 302 Procedimientos posteriores a la vista 
preliminar 

a. Ea el Tribunal ee Pistrite. 
Cuando de acuerdo con lo 13reserito en la 
Regla 22 (e) [225], se reeil3iere sea 
recibido el expediente de un caso en la 
seeretaría de al"JUl"½a sala de la lleeeión ee 
Distrito correspondiente del Tribunal de 
Primera Instancia con competencia, -e-e­
procederá en dicha sala--. la celebración del 
juicio, y la denuncia rernitiea 13er el 
l!aEj'istraEl.o servirá de base al mismo. 

Luego de determinada causa probable para 
acusar en la vista preliminar por un delito 
menos grave y el Ministerio Fiscal no acude 
en alzada; o si acude en alzada y es 
confirmada dicha determinaci6n de causa 
probable por delito menos grave y dicho caso 
no está relacionado con otro de naturaleza 
grave o no sea de los delitos menos grave en 
que el imputado tiene derecho a un juicio 
por Jurado, será remitido el expediente a la 
sala correspondiente del Tribunal de Primera 
Instancia con competencia para la 
celebracibn del juicio, con copia al 
Ministerio Fiscal. La denuncia original 
presentada servirá de pliego acusatorio para 
el juicio con las enmiendas que corresponda, 
a tenor con la determinacibn de causa 
probable hecha en la vista preliminar. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, al inciso (a) de la Regla 24 

de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 303 Procedimientos 

{b) En el 'l'r i:bunal Superier. Cuanélo 
el expediente fuere remitide a la secretaría 
de alguna sala de la Seceién Supet:ier del 
Tribunal de Primera Inst.aneia, el seeret.ario 
éleberá referir el misme inmediatament.e al 
fiseal de dicha sala, quien presentará la 
acusacién que procediere si se tratare de un 
caso éloflde no se hubiere radieade la 
eorresponélieflte aeusaeiÓfl de eonformiélaa eofl 
lo dispuest.o efl la Regla i(a). Si por oausa 
just.ifieada el fiseal eoflsiélerare que flO 
debe presentarse aeusae ión, arehi •;ará el 
expediente en la seeret.aría de la sala 
oorrespondiente eon su enaoso en tal 
sefltido. El Seeretario, previa aprobaoión 
del tribunal, lo guardará registrando dieha 
eausa en el "Registro de Causas Arehivadas" 
q•rn élehorá llevar en su ofieina, y expedirá 
iflmeéliatamente una orden para la 
excareelaeión de la persona, si &sta so 
hallare bajo custedia. Si se hallare en 
libertas. baje fianza, esta queaará sin 
efecto desde el memente del archive de la 
causa y si la fiansa fuere ca def}Óoito será 
ªev~elta ~aa veg asredita~G 91 archiYzo 

a. En el Tribunal Superior 

Cuando, de acuerdo con lo establecido en 
la Regla 301, es recibido en la Secretaria 
de la Sala del Tribunal Superior el 
expediente del caso grave y de los casos 
menos grave relacionados, o de casos menos 
grave con derecho a juicio por Jurado, el 
Ministerio Fiscal presentará el pliego 
acusatorio en un término no mayor de diez 
(10) días laborables desde la fecha de 
determinacion de causa 
preliminar so pena 

probable en la vista 
de archivo por el 

tribunal. 

Si, por causa justificada, el Ministerio 
Fiscal_, considera '1ue no debe presentar 
acusac1on presentara una moc1on al juez 
administrador para solicitar el archivo del 
caso. Una vez decretado el archivo, el 
Secretario expedira una orden i:;ara la 
excarcelacibn de la persona si esta se 
encuentra bajo custodia. Si estuviere en 
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libertad bajo fianza o condiciones, éstas 
quedarán sin efecto desde el momento del 
archivo de la causa y cualquier dep6sito 
deberá ser devuelto, . una vez acreditado el 
archivo. El Secretario guardará el 
expediente y registrará. dicha causa en el 

Registro de causas archivadas" que deberá. 
llevar en su oficina. 

Si a juicio del fiaeal Ministerio Fiscal 
el proceso por el delito imputado debiera 
"'eres ser tramitado ante al';¡-.u,a otra sala -a-e­
la Seeeien ae Pistrite del Tribunal de 
Primera Instancia, el fiseal remitirá el 

f~S}ª~: :e 0 ::~r::!: :::::.~d:,e :::i ª~:: 
ésta eentin~e el preeeaimiento según se 
dio~one en el iaeioo (a) de esta regla, 
solicitará, mediante mocion, el traslado a 
la sala correspondiente, dentro de los diez 
(10) días laborables de haber sido celebrada 
la vista preliminar. La presentaci6n de 
esta moci6n no interrumpirá. el tÉ,rmino para 
presentar el pliego de cargos. 

~b Efectos de la determinación de no 
haber causa probable para acusar. Si, 
ltlege ae en la vista preliminar, en les 
eaoes en ~tle eorresponda eelebrar la misma, 
el lle:gistraae juez hiciere una determinación 
de que no existe causa probable para acusar 

1 
el fioeal Ministerio Fiscal no podra 
presentar aeHoaeien algHna el pliego de 
cargos. En tal caso o cuando la 
determinación fuere la de que existe causa 
por un delito inferior al imputado, el 
fioeal Ministerio Fiscal podrá someter el 
asunto de nuevo con la misma o con otra 
prueba a un !1agiotraeo juez de ¡;aa'aegería 
~erarquía superior del Tribunal de Primera 

nstancia. 

(c) Vista preliminar en alzada. 

El Ministerio Fiscal deberá alegar 
mediante mocion el fundamento ara acudir en 
alzada y sus ar umentos para rebatir a 

resuncion 
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de corrección que goza la vista preliminar. 
Si el tribunal considera la petición sin 
méritos procederá a declarar sin lugar la 
misma sin necesidad de celebrar la vista. 

La vista será celebrada dentro del 
término de sesenta (60) días a partir de la 
fecha de la Resolución del ·uez conforme lo 
dispuesto en la Regla 301 El tribunal en 
los casos que corresponda, notificará al 
imputado que el Ministerio Fiscal ha 
anunciado su intención· de acudir en alzada. 
El juez proceder a a citar al imputado y le 
advertirá que su incomparecencia 
injustificada equivaldrá a una renuncia a la 
celebración de la vista y a que el tribunal 
determine causa por incomparecencia. 

(d) Efectos de la determinación de 
renuncia de jurisdicción en procedimientos 
para asuntos de menores. Cuando el 
expediente fuere remitido a la Secretaría de 
la Sección Superior del Tribunal de Primera 
Instancia en virtud de una resolución -€1-€-± 
tribuaal de la sala del Tribunal para 
Asuntos de Menores reauaoiaado para 
renunciar a la jurisdicción sobre un menor, 
el Secretario deberá referir el mismo 
iamodiatamoato al Fiscal de Distrito. El 
fiscal deberá presentar la acusación que 
proceda en el término de -±-5,- diez ( 10) días a 
partir del recibo de la notificación de 
renuncia. 

No será necesaria la celebración de 
vista para determinar causa probable para 
arresto conforme a la Regla ~ [225], ni la 
vista preliminar en los casos--que deba 
celebrarse conforme a la Regla ~ [301], de 
existir determinación previa de un 
magistrado juez dictada según las Reglas 2.9 
y 2, lQ eo las de Procedimiento para Asuntos 
de Menores, l'..p, I l'·.-Ele este tÍtl:illo. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 24 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La celebración de la vista en alzada no debe ser automática. 

El Ministerio Fiscal debe alegar mediante moción el fundamento en 

el cual justifica su solicitud de acudir en alzada y los argumentos 

de derecho para rebatir la presunción legal de corrección de que 

goza la vista preliminar celebrada en el Tribunal de Distrito. Si 

el juez del Tribunal Superior considera la petición del Ministerio 

Fiscal sin méritos debe proceder a declarar sin lugar la misma sin 

necesidad de la celebración de vista. 
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GuáBde se leerá la aeuoaoién, 
Presentación y entrega de la acusación 

En los casos en que se presentare sea 
presentada la acusaci6n, aatcs ~e someterse 
a juieie al acusado· ~e~erá llev&rsele al 
trHmnal para el aet.o en sesión pÚbliea de 
la lectura de la misma, a no ser que en ese 
iH::to el aeusado rencuneiare a dicha lectura, 
y para que formule su alegaeión, 'I'ampoco 
será aeeesaria la lectura de la acusaeién si 
QOA anterioridad se hubiere entregado 
personalmente al aeusade una sepia de la 
misma y estando representado por abogado, 
l:Juhi9H3 respondido o euando no hubiere 
eentestade y ha transeurride el término de 
die& (10) días para haeer alegaeión, ene euyo 
eaco se regist~ará una alegaaión de no 
culpable, :.ujeto a lo dispuesto en la J;iesla 
243, el aeusade deberá hallarse presente 
para la leetura de la aeusaeión en les easos 
en qu.e 13:eBa eelebrarsc elicho acto. Se le 
entregará una sepia de la aeusaeión con uri.a 
lista de los testigos, ara.tes de que se le 
requiera que form1:1le alegacióa al9e1aa, el 
Secretario del Tribunal le entregará aI 
imputado o a su abogado una copia de la 
misma. El imputado tendrá un termino de 
diez (10) días a partir de la entrega de la 
acusacion para presentar cualquier alegacion 
a la acusaci6n. Si transcurre el termino -¡ 
el imputado no presenta alegacion, sera 
registrada una alegaci6n de no culpable y 
solicitud de juicio por Jurado. 

Si en el acto de la entrega de la 
acusación ocurre alguna irregularidad, no se 
afectara por ello la validez de cualquier 
tramite del proceso si el imputado, por 
conducto de su abogado o por sí mismo si ha 
renunciado a tener asistencia legal, 
contesta la acusaci6n o se somete a juicio 
sin obJetar la omisibn o irregularidad. 

COMENTARIO 

El primer párrafo corresponde, en parte, a la Regla 52 y el 

segundo párrafo corresponde, en parte, a la Regla 60 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 305 Neeceieae Elel aote Be loetYra ea eases 
Eie elOE.\,lRG1Í3.S 
la acusación 

Lectura de la denuncia y 

En los easos en que se imput.are mediant.e 
denuneia la eomisión de un delit.o menos 
gra·,.e (misdemeanor) podrá preseindirse del 
act.o ee la leet.ura ee la denuncia, pero E,st.a 
se le leerá al acusado al eomensar el juicio. 

Al eitaroe al aeusado 
, . d entrogarsele una ao~iae 

para juicio deberá 
la denuncia. 

Luego de comenzado el juicio le será 
leída al imputado la denuncia y la acusacibn 
excepto en los casos en que se determina 
causa probable para acusar por 
incomoarecencia, que se seguira el 
procea1m1ento establecido en la Regla 301. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

53 de 
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Regla 306 Defensas y objeciones; cuándo se 
promoverán; renuncia 

Excepto las defensas de falta de 
jurisdicción del tribunal y la de que no se 
imputa delito, las cuales podrán presentarse 
en cualquier momento, cualquier defensa u 
objeción susceptible de ser determinada sin 
entrar en la vista del -e+ caso en su fondo 

....,_ deberá promover promoverse mediante 
moción presentada al hacerse alegación de no 
culpable o antes de alegar, pero el tribunal 
podrá permitir por causa justificada la 
presentación de dicha moción dentro de un 
período término no mayor de veinte (20) días 
después El.el aeta Ele leotura Ele la aeusaoiÉ>R 
en los oasos en 'fUO deba oelebrarse dieho 
aeto, Guando se hubiere entre~ado 
personalmente al acusado una copia de la 
aeusaeión, el término para la pi'rescntaeióa 
de esta moci&n será de no más de veinte (20) 
días 9.esde qt10 el aaysaQo 1:inbiese 
respondido Guando no hubiese eontestado, el 
eÍ:.l!'mine será de no más de veinte ( 20) aías 
desf3t1és ele EjtlC se registre la alegaeióa de 
no .:,üpalo>1e, antes de la fecha del primer 
señalamiento para juicio. 

La moción incluirá todas las defensas y 
objeciones se tal Índole de que pueda 
disponer el aeusaeo imputado. La omisión de 
presentar cualquiera de dichas defensas u 
objeciones en el término dispuesto 
constituirá una renuncia Ele la misma, a las 
mismas, pero el tribunal podrá eximir al 
acusado imputado, por gaYsa jl:3stifieada, de 
los efectos de tal renuncia por causa 
justificada que deberá expresarse por 
escrito, y estar bien fundamentada. 

Una moción para desestimar basada en lo 
provisto en la Regla 64(n) (3) é (4) [402 
{o)] deberá presentarse antes de ser llamaEi."s 
IñTciar el oase para juicio. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

63 de 
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Regla 307 Pefinieienee Los pliegos de cargos 

(a) 
alegación 
Trieunal 

La acusación. La acusación es -1,ffia 

escrita hecha por un fiscal ~l 
Superior, en la e,aal se imp,ata a . ; 

una persena la eemis10n ae un a.elite. La 
primera alegación de parte ae el Pueble en 
un preeeso inieiado en el 'I'ribunal SupeFior 
será la acusación. Se firmará y juFaFá par 
el fiseal y se raaicará en la secFetaría ael 
'I'Fibunal SupeFior coFresponaiente. 

En toao easo, el juramento será 
suficiente si ei¡presare que la aeusaeión se 
easa e.n eausa probable determinada de 
aeuerao eon lo aispueste en estas reglas e 
ae aeuerae eon lo dispuesto en la Regla 2.10 
e.e las e.e Proeeaimiente para Asuntes de 
Meas res en les easos rle rcnuacia de 
jurisdicei&a ~el tribunal sobre un mcaor un 
escrito firmado y jurado por el Ministerio 
Fiscal y presentado en la Secretaría de una 
sala del Tribunal Superior, donde se imputa 
a una o mas personas la comisión de hechos 
que constituyen un delito adjudicable en el 
Tribunal Superior. La acusación será válida 
si los hechos en ella alegados han sido 
objeto de una determinación afirmativa de 
causa probable conforme a lo provisto en la 
Regla 301, Vista preliminar. 

(b) La denuncia. La primera alei;¡aeiÓR 
en un prooeso iaieia0o ea el Tri~unal de 
DistriEo será la deauacia, según ésta oc 
eefiae en la Regla 3 y del modo dispuesto en 
la Regla 24(a), denuncia es un escrito 
firmado y jurado por un agente o persona 
autorizada y presentado en la Secretaría de 
una sala del Tribunal de Distrito, donde se 
imputa a una o mas personas la comision de 
hechos que constituyen un delito adjudicable 
en el Tribunal Municipal o de Distrito. La 
denuncia será válida si los hechos en ella 
alegados han sido objeto de una 
determinación afirmativa de causa probable 
conforme a lo dis~uesto en la Regla 205, La 
denuncia; definicion. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

34 de 

La regla propuesta aclara el propósito del pliego acusatorio. 
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Regla 308 Contenido de la aeusaeiéa y de la 
deauaeia del pliego de cargos 

La aeucaaión y 
conteaer 
mencionar: 

Todo pliego 
la demuwia 

de cargos deberá 

(a) El titulo Sel prggeco designando la 
La sección y la sala del Tribunal de Primera 
Instancia en las cYalec ce iniciare el mismo 
donde habrá de celebrarse el juicio. Si s~ 
tratare de una deauaeia, el jue~ debera 
erdeaar la enmienda aorrespondiente ea el 
:t;, ítulo 9:e la misma 9:eci13naBde s1.:1 sala en 
cuotit~oión del ma9ictrado aate ~uica se 
presenté la denuaeia, 

(b) La ideatifieaeiéa del aeusade por su 
vcrda0.cro nombre o por aG:Juel aoml3re por el 
eual se le eeaoeiere. Si se deseer,eeiere su 
fiembre, se alegará ese hecho '.'i' 5e le 
cQ~si~nará por ~n nombro. fieticio, pero GR 

n1.agun easo cera necesario qnra s:0 prue00 que 
el fiseal o el deauaeiaate deseeaeeen el 
verdadero nombre del aeusade, Para 
identifiaar a cualquier persoaa que no fuere 
el acusado, bastará OH tedo caso ~uc oc le 
identifi~ue del modo disp~eoto CR esta regla 
para el acusado El nombre del imputado y 
su dirección residencial. En caso de 
desconocerse, se incluira la descripcion mas 
completa que se tenga de cada imputado. En 
ningUn caso sera necesario probar que el 
Ministerio Fiscal o el denunciante 
desconocen el verdadero nombre del 
imputado. Se podra usar el sobrenombre o 
apodo de un imputado, cuando éste sea parte 
de la prueba de cargo y no resulta 
inflamatoria. Lo anterior regira en igual 
forma para el caso en que el pliego de 
cargos haga mencibn de otras personas cuyos 
nombres se desconocen. 

Si la aeusada fuere una eerporaeiéa e 
socie~ad, ser& suficiente el e1rpresar el 
nomBre eorporativo o la rasén social; e 
cualejt.1ie:r otro nomBre o denominac;:iG'n por gl 
cual la acusada fuere eonoeida s ~udioks cor 
identificada, sin (jUO fuere Heoesario alegar 
que se trata de una eerperaei&a e seeiedad 
ni eóme fue ésta organisada o eenotitYi9.a.-
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Para idcntifiear a eualquier eort9uzaciárt o 
sseiedad que ao fuere la aeusada, bastará ea 
todo easo que se le identifique del modo 
dispuesto en esta re9la en euante a uaa 
eerporacibR o sociedad _acusada. 

Para referirse a algún grupo o asociación 
f ', de ,¡:,ersonas que noOJcmea una eorporae1:on o 

sociedad, bastará en todo easo expresar el 
nombre de dieho grupo o asoeiaeióa o aquel 
nombre ,¡:,or el eual ha sido o fuere eonoeide, 
o eirpresar los nombres de todas las persenas 
c¡110 cor1stit:11yen ,Hcho grupo e asoeiaeión o 
el de ur:ia o varias 4e 4ishas personas, y 
referirse a las dsm~s como 11 y otros'' 

Al haeer referencia a cualquier perceaa g 

0ntida<l. i;;¡u0 no fu0ro la parte aeusaea, ne 
será necesario en easo alguno alegar ni 
probar i;;¡ue el fiscal o el de,au,asiante 
eeseo,aoeea el verdadero aembre de la perse11a 
s entidad, 

( c) Cuando el imputado sea una persona 
·uridica bastará con ue se identifi ue con 
razona e certeza. gua norma regira 
cuando se mencionan otras personas jurídicas 
en el pliego de cargos. 

-fe-t(~) Una exposición de los hechos 
esenciales constitutivos del delito, 
redactada en lenguaje sencillo, claro y 
conciso, al alcance y de tal modo que pueda 
eatenderla eualquisr de una persona de 
inteligencia eomúa promedio. Las palabras 
usadas en dicha exposicibn se interpretarán 
en su acepción usual en el lenguaje 
corriente, con excepción de aquellas 
palabras y frases definidas por ley o por la 
jurisprudencia, las cuales se interpretarán 
en su significado acepción legal. ~ioha 
cKf)osieién=1 no teR.9.ra que ii.itmplgar 
estrietameate las palabras usadas e,a la ley, 
y ,¡:,odrá emplear etras que tuvierea el mismo 
eignifieaE1o, En nin9Ún eaao será necesario 
ol expresar en la aeuoacióa e deat1neia 
presuneioaes legales Ri materias de 
coaocimieato judicial, 
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+:½(~) La eita mención de la~ norma, 
re§la:mente o Elispesi61ios que se alegue ~ 
aiae infrin§i0os infringida, pero la omisión 
de ta.l 9i:l;a o waa git:a errénoa error al 
respecto se considerará como un defecto de 
forma. 

-f,e-t ( !_) La 
denunciante o del 
las Rc~las § 
Ministerio Fiscal. 

firma y juramento del 
fiseal según se dispoae SR 

y d4 1 respootix.zamente 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

35 de 

Se recomienda la identificación del imputado por su verdadero 

nombre o por su nombre conocido. Se podrá utilizar un nombre 

ficticio, seudónimo o apodo sólo cuando sea parte de la prueba de 

cargo. No será requisito previo establecer el desconocimiento 

del nombre. Será suficiente indicar "John Doe, Fulano de tal u 

otro calificativo similar. 

Cuando el imputado es persona jurídica, podrá utilizarse su 

nombre corporativo, razón social o por cualquier otro nombre 

adecuado. Es innecesario alegar la existencia corporativa. 

En la identificación de un grupo de personas sin personalidad 

jurídica, será suficiente expresar el nombre de la asociación u 

organización o el nombre de sus integrantes, añadiendo la frase 

"y otros 11
• 

El tribunal prohibirá el uso de apodos o nombres ficticios 

que sean peyorativos, ofensivos o que de alguna manera relacionen 

al imputado con el delito contenido en el pliego acusatorio. 



160 

Regla 309 Defectos de forma en el pliego de cargos 

Uaa aeuoaeión o aenuReia Un pliego de 
cargos no será insuficiente, ni f>OdráA ser 
afeetados podrá afectar el juicio, la 
sentencia o cualquier otro procedimiento 
BaoaElos eR dioha aeusaeiéR o EleBunaia que en 
él se funde, por causa de algún defecto, . . , 
imperfeccion u omision de forma que no 
~erjudieare perjudique los derechos 
sustanciales del aousado imputado de delito. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

36 de 

Los defectos de forma son aquellas imperfecciones u omisiones 

en el formato del pliego acusatorio que no afectan derechos 

sustanciales del imputado y que no hacen insuficiente el pliego 

ni el proceso posterior. 

cualquier momento. 

Se trata de un defecto subsanable en 

Ejemplo de ello es la cita errónea en el cuerpo de la 

acusación en cuanto al artículo del Código Penal por el cual ha 

de responder el imputado, Vizcarra CastellÓn v. El Pueblo, 92 

D.P.R. 156 (1965); la falta de especificación de la personalidad 

jurídica o natural de la persona a quien se le sustraen los 

bienes mediante apropiación ilegal, Pueblo v. DÍaz, 60 D.P.R. 844 

(1942); el no especificar la naturaleza particular de la 

negligencia criminal, Pueblo v. Piñero, 31 D.P.R. 1 (1922), entre 

otros. 
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Regla 310 Acumulación de delitos y de aeuoades 
imputados 

(a) Acumulación de delitos. la 
misffia aeusaei6n o doaHneia ss podr~n Un 
mismo pliego de cargos podrá imputar la 
comisión de dos o más delitos, en cargos por 
separado ~ara eada uno ee ellos, si los 
delitos imputados fueren de igual o similiar 
naturaleza y e hubierea sur9ido surgieren 
del mismo acto, traasaeeiéa gestión o de~ 
o más aetas o transaceioncs rclacioaadas 
eatre sí o varios actos o gestiones que 
constituyeren partes de un plan común. Las 
alegaciones de un cargo podrán incorporarse 
en los dem~s restantes cargos por referencia. 

(b) Iaelueién Be ~arios aeYsados 
Acumulación de imputados. En la misma 
aeusaeion o Qen~ncia un mismo pliego de 
cargos se podrán incluir dos o más aousados 
ei se les imputare el l=iaber 13artieipado en 
sl. mismg acto g traacaeeióa o en la misma 
serie de aetas o transaeeioBes, 
eeActitutivos Eiel delito o delitos imputados 
si se alegare ~ue han actuado de común 
acuerdo. Se poElra iaolYir a GiGhec acusa.Qos 
ea une e más cargos conjunta e 
separadamente, y no se tendr& que incluir a 
to9os los aeusadoc en eada earso. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

37 de 

Las enmiendas recomendadas son para armonizar la regla con el 

inciso ( f) de la propuesta Regla 402. Fundamentos de la moción 

para desestimar, el que incorpora a nuestro derecho procesal 

criminal la norma de la acumulación taxativa de delitos en ,ln 

solo juicio de delitos que surgen del mismo acto, omisión o 

evento delictivo si estos son conocidos por el Ministerio Fiscal 

al momento de comenzar el juicio. 
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Regla 311 Enmiendas a la aeusaeión, denuneia o 
essriEo Ge espeeifieaeioAeo al pliego de 
cargos 

(a) Subsanación, de defectos de 
forma. bi la asucaoiSa, la don,,n1cia o nr:.i. 
eserite de espeeifieaeienes adeleeieren de 
algún defeeto, imperfeeeión u omisión de 
forma aludido en la Regla ;.6, el tril:mnal 
podrá permitir ea eualquior momeato las 
enmicnG.ac aeeesariae para subsanarlo. Er1 
auseaci a Ge enmienda, 9.ieho Elefeeto, 
imperfoaaióa 1.:1 omicióa ce entenderá 
subsanado una veio rendido el veredieto del 
jurado o el falle del tribunal. Los 
defectos de forma serán subsanados mediante 
enmienda a solicitud de parte y, de no 
solicitarse, se tendran por subsanados tan 
pronto recaiga el fallo o veredicto. 

(b) Subsanación de defecto 
sustancial. ai la ae1acasiéF1 e la denunsia 
adolociaroa. Ge al9Úr:i defecto u omisióa 
sustaaeial I el tribuna::. e11 el eual se 
;entilare originalmente el preeese podrá 
permitir, ea m,alquier momeato aatos de la 
conviceión o absoluei6n del acusado, las 
enmiendas neeesarias para subsanarlo, Si so 
tratare de uaa aeusaeión, el aeusado tendrá 
dereebo a que se le eelebre de auevo el aeta 
do la leetura do la aeusaeiÓR, Si se 
tratare de una doauaeia, el aeusado toadrá 
dereebo a que el juieie se le eelebro 
des~uós de los cines días siguientes a aquel 
eri f::Itle se fli e i ore la enmi 0F18:a, Un defecto 
sustancial es la omisión por parte del 
Ministerio Fiscal de alegar en el pliego de 
cargos los hechos y actos necesarios para 
hacer del acto imputado un delito. Los 
defectos sustanciales daran lugar a que, a 
instancia de parte, se ordene el archivo de 
la causa, sin perjuicio de que, con permiso 
del tribunal, el Ministerio Fiscal o el 
denunciante pueda instituir de nuevo la 
causa y presentar el pliego acusatorio. 

(c) Mieiéa de eargos o de aeusados 
Enmiendas. lle.tes de eomen!cado el juieio el 
Trísunal de Distrito podrá permitir 
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enmiendas a la denuneia !)ara añadir Ruevos 
eargoc, o aucs;oo acusados a ~uienco se los 
Rubiera eclcbrado los proeedimientos 
E3relimiRares ¡3rovi otos en las Reglas é, 7 y 
22, En tales easos, los aeusaQ0s tendr~n 
dereeho a que el juieio se les eelebre 
despufus de los ainao eiac siguientes a aqugl 
en ~uc oc Rieiere la enmienda Las 
enmiendas que sólo contemplen incorporar 
nuevos cargos o imputados se permitirán 
siempre y cuando cada nuevo cargo o imputado 
haya sido objeto de una determinación 
afirmativa de causa probable bajo las Reglas 
207, 209 y 225, seg6n sea el caso, y siempre 
que la inclusión de nuevos cargos o 
imputados no afecte derechos sustanciales de 
cualquiera de los imputados. 

(d) IROOR§rueneia Incompatibilidad 
entre las alegaciones y la prueba. -E±­
tribuRal ¡3odrá permitir eRmiendas a lil 
aaucaoión, a la dcauneia o a un escrito Ele 
es¡3ecificacienes eR cual(!uier momeRto antes 
8:e la ceavicción e absolución Elcl acusado, 
en saco de que H:ubiere ir1ooa9rt:1eaeia entre 
estas ale~aciones y la prueba, La 
inoongruencia o desaeuerde entre las 
alegaaioaes y la prueba ao será fundamento 
!)ara la abselucién del acusador ¡3ero el 
tribunal, siempre que el aeucaElo no se 
opusiere, deberá ¡3osp0Rer el juieio si es do 
opini&n que los dereehos sustanoiales del 
acusado se haR ¡3erjudicado, ¡3ara celebrarlo 
ante otro jurado e aRte el mismo tribunal si 
el 3u1aio :ae fuere por juraeo, y segúa. el 
tribuaal determiaare. 

Si la incengrt1eneia e elesaeucrdo es de 
tal aaturalesa que la prueba estableeiero un 
delito distinto del iffii3utaeo, ao inoluide en 
éste, o est.ableeiete la eomioión Ele ua 
delito fuera de la OOffij3eteRcia del tribunal, 
se Eiebot& disolver el jurado ·y se sobreseer~ 
el proceso, Si la prueba de cargo 
presentada durante el juicio resulta 
incompatible con las alegaciones contenidas 
en el pliego de cargos, se sobreseerá la 
causa. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 38 de 

Procedimiento Criminal de Puerto.Rico de 1963. 

La enmienda sugerida en el inciso (b) se debe a la práctica 

de representantes del Ministerio Fiscal, que conociendo de la 

existencia de una incongruencia sustancial, esperan hasta el 

Último momento para solicitar la enmienda y ocasionan perjuicio 

innecesario al imputado. 
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Regla 312 Omisiones en el pliego de cargos 

(a) Omisión de alegar la fecha. -±>a-
acusación o la denuncia serán sufieientee El 
pliego de cargos será suficiente aunque no 
espeeifig¡¡,re,i especifique la fecha o el 
momento en que se alega que se eometié el 
delito cometieron los hechos, a menos que 
una alegacion en tal sentido fuere sea 
necesaria para imputar la comisión ee ua del 
delito o un grado del mismo. 

La ale§aeión en una ac1:1saeión 0 Goattncia 
al oíoeto de ~Yo el aaysado aemotié Ql 
GlelitG se eoasiderar3. eomo uaa alegaeióa Gle 
qn-, el Glelit.o se eomet.ió despu6s de ereado 
por ley aates de preseatarse la aeusaeiéa, y 
Sentro del período de presaripeión. 

'Podas las alegaeioaes ea uaa aeusngiÓ,i, 
Gleauagia o eserito de espeeifieaeioaes se 
iaterpretaráa ea el seatide de que se 
YefiereR a la misma fecha o momento, a monos 
qtle se cJrprcsare lo eontrario 

b) Omisión de alegar el sitio. El 
pliego de cargos será suficiente aunque no 
especifique el sitio exacto donde se alega 
se cometieron los hechos. Será suficiente 
que se alegue que se cometieron en s1t1O 
bajo la competencia del tribunal, a menos 
que una alegaci6n precisa no sea necesaria 
para imputar la comisibn del delito o de un 
grado del mismo. 

Todas las alegaciones en un pliego de 
cargos se interpretarán en el sentido de que 
se refieren a un mismo sitio, a menos que se 
indique lo contrario. 

c) Omisión de alegar valor o precio. 
El pliego de cargos será suficiente aunque 
no especifique el valor o precio de 
cualquier propiedad a menos que una 
alegaci6n en tal sentido sea necesaria para 
imputar la comisibn del delito o de un grado 
del mismo. 
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d) Omisión de negar excepciones. Un 
pliego de cargos será suficiente aunque no 
se nieguen las excepciones o excusas 
establecidas por la ley, a menos que la 
excepcibn o excusa forme parte inseparable 
del delito imputado. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde, en parte, a la Regla 39; el inciso 

(b) corresponde, en parte, a la Regla 40; el inciso (c) 

corresponde, en parte, a la Regla 45 y el inciso (d) corresponde, 

en parte, a la Regla 49 de Procedimiento Criminal de Puerto Rico 

de 1963. 
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Regla 313 Presunciones rebatibles 

Las alegaciones en un ;>liego de cargos 
que imputan la comision de hechos 
constitutivos de delito establecer&n prima 
facie que los hechos se cometieron vigente 
la norma aplicable, antes de presentarse el 
pliego y dentro del término de prescripcibn 
del delito. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. 
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Regla 314 Otras alegaciones en el pliego de cargos 

a. Alegación respecto a sentencia o 
procedimiento. Cuando en un pliego de 
cargos se hace referencia a una sentencia o 
procedimiento ante cualquier tribunal, 
agencia o funcionario, bastará que se 
identifique con razonable precisión la 
sentencia dictada o el procedimiento habido. 

b, Alegación errónea en cuanto a la 
persona perjudicada. Una alegación errónea 
o insuficiente respecto a la persona 
perjudicada por unos hechos delictivos no 
viciará el pliego de cargos a menos que la 
identidad correcta u otras circunstancias 
personales del perjudicado sea un elemento 
esencial del delito imputado. 

c, Imputación a coautores. Para 
imputar a coautores la comisión de los 
hechos contenidos en el pliego de cargos, no 
sera necesario hacer en cuanto a ellos más 
alegaciones que las requeridas contra el 
autor principal o material de los hechos. 

d· Alegación sobre intención de 
defraudar. Una alegación sobre intención 
de defraudar sera suficiente aunque se omita 
el nombre de la persona específica que se 
intento defraudar, a menos que una alegación 
en tal sentido fuere necesaria para imputar 
la comi sion del delito o de un grado del 
mismo. 

e• Alegación respecto a documentos. 
Cuando un pliego de cargos contenga 
alegaciones respecto a un documento bastará 
que se describa este en forma razonable para 
propósito de identificación y no tendrá que 
incluirse copia de todo o parte del mismo. 

f · Alegación de convicción anterior. 
Un pliego de cargos no debe incluir 
alegaciones respecto a convicciones 
anteriores del imputado o imputados a menos 
que una alegaciOn en tal sentido fuere 
necesaria para imputar la comision de un 
delito o grado del mismo, o para establecer 
la condicion de reincidente o de delincuente 
habitual del imputado. 
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g. Alegaciones en la alternativa. 
Cuando en un pliego de cargos se alegue la 

. ' comision de un delito susceptible de 
cometerse mediante la realización de uno o 
mas actos, o por uno o mas medios, o con una 
o más intenciones, o con uno o más 
resultados, el pliego no sera insuficiente 
por razón de que se aleguen en la 
alternativa dos o mas de dichos actos, 
medios, intenciones o resultados. 

h• Alegaciones contra encubridores. 
Un pliego de cargos donde se impute la 
comisión de hechos constitutivos del delito 
de encubrimiento no sera insuficiente por no 
haberse alegado en dicho pliego que el autor 
del delito principal fue enjuiciado por ello. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde, en parte, a la Regla 41; el inciso 

(b) corresponde, en parte, a la Regla 42; el inciso (c) 

corresponde, en parte, a la Regla 43; el inciso (d) corresponde, 

en parte, a la Regla 46; el inciso (e) corresponde, en parte a la 

Regla 47; el inciso (f) corresponde, en parte, a la Regla 48; el 

inciso (g) corresponde, en parte, a la Regla 50 y el inciso (h) 

corresponde, en parte, a la Regla 44 de Procedimiento Criminal de 

Puerto Rico de 1963. 



CAPITULO IV LA PREADJUDICACION Y MOCIONES 

ANTERIORES AL JUICIO 



. 
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Regla 401 Mociones antes del juicio; su forma, 
contenido y resolución 

cualquier moción antes del juicio 
deberá presentarse por escrito y estar 
firmada por el ao\loa,;;lo imputado o por su 
abogado o por el representante del 
Ministerio Fiscal, pero el tribunal por 
causa justificada podrá permitir ~ue se 
fermule eralmeBte su presentación oral. La 
moción deberá exponer ae-t.allaa.ameBte en 
forma detallada los fundamentos de las 
defensas u objeciones a la acueaeién al 
pliego acusatorio. El tribunal desestimara 
de plano sin necesidad de vista toda moción 
que no cumpla con los requisitos 
establecidos en esta regla. 

a. En el Tribunal Superior. Las 
mociones plaBteaBee sobre defensas u 
objeciones a la acusación o denuncia deberán 
presentarse en el Tribunal Superior dentro 
de los diez (10) días siguientes al acto de 
lectura de acusación en los casos en que 
deba celebrarse dicho acto. 

Cuando se hubiere le sea entregado 
p2rsr;i.aal.iaente al ae1=1sado imputado una copia 
de la acusación, el t8rmino para la 
presentación de estas mociones será de no 
más de •;eiBte (:lQ) quince (15) días desde 
que el ao\lsaeo imputado hubiese respondido. 

Cuando no hubiese 
término será de no más de 
( 15) días después de 
registrada la alegación de 

El Ministerio Fiscal 
de diez (10) días para 
moción. 

contestado, el 
veiBte (2G) quince 
q\ao se re9ist.re 
no culpable. 

tendrá un término 
replicar a dicha 

b. En el Tribunal de Distrito o 
Municipal. Las estas mociones sobre 
defensas u ob~eciones a la denuncia -
~reseBtar~B seran presentadas, excepto por 
causa aeeieameBte justificada y 
fundamentada, por lo menos veil'lte (2G) 
quince ( 15) días antes del primer 
señalamiento para el juicio. 



171 

El Ministerio Fiscal tendrá un término 
de diez (10) dia~ 
mocibn. 

para replicar a dicha 

c. Resolución judicial. El tribunal 
resolverá las mociones ¡,er lo menos veiRte 
(39) eías antes eel juieie en un término de 
quince (15) dias a partir de la presentacion 
de la mociéin del imputado o de la réplica 
del Ministerio Fiscal, salvo justa causa o a 
no ser que ordenare su poo~osici6H para cor 
eensieeraea consideración en la vista del 
caso en su fondo. Todas las euestiefles 
controversias de hecho o de derecho que 
surjan de dicha moción deberán ser juzgadas 
por el tribunal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

65 de 
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Regla 402 Fundamentos de la moción para desestimar 

La moción para desestimar la acusación o 
la denuncia, o cualquier cargo de las 
mismas, sólo podrá Basarse estar fundada en 
uno o más de los si9lilientes fundamentos 
siguientes: 

(a) -9\ile- la acusación o denuncia no 
imputa un delito. 

(b) Que el 
jurisdicción para 
imputado. 

tribunal carece de 
conocer del delito 

( c) Que la acusación o la denuncia no 
han sido deBidamente firmadas o juradas. 

(d) Qlile el tribunal ha ordenado la 
presentación de un pliego de 
especificaciones y no se Han ha sido suplido 
las espeeifieaeiones ordenadas. 

(e) -9tte- el ae1,1sade imputado ha sido 
convicto, o ha estado expuesto a serlo, o ha 
sido absuelto del delito e,¡1,1e se le imputa 
imputado. Si la La moción para desestimar 
se basare eR por e'ste fundamento, la micm• 
expresará el nombre bajo el cual el aeusaae 
imputado fue convicto, expuesto a convicción 
o absuelto, y la fecha, tribunal y lugar de 
convicción, exposición o absolución. La 
moción para desestimar podrá presentarse por 
cualquier asusade imputado que hubiere sido 
absuelto por los meritos del caso, no 
obstante haber existido cualquier defecto en 
la acusación o denuncia. 

(f) el Ministerio Fiscal, con 
conocimiento previo de su existencia y antes 
del 1.nic1.o del juicio, dejo de acumular en 
forma taxativa en el juicio delitos que 
surgieron del mismo acto, omision o evento 
imputados al imputado. 

(g) el imputado fue enjuiciado por 
Jurado en dos ocasiones anteriores sin 
haberse rendido un veredicto. La mocion por 
este fundamento, expresara el nombre bajo el 
cual el imputado fue sometido a juicio, la 
fecha y tribunales donde fueron celebrados 
los juicios. 
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+€-+(~) ~ la causa, o alguna 
controversia esencial de la misma, es cosa 
juzgada. Si la La moción para desestimar -
laasare ea por este fundamento, la misma 
expresará el nombre del tribunal, el título 
del caso y la fecha y lugar del fallo 
anterior. 

-½1-J. (i_) .Q..,.;,. el aeusaee imputado ha sido 
indultado del delito que ee le imputa. -,54-

.,J,a.. La moción para desestimar se basare en 
por este fundamento, la misma expresará el 
nombre bajo el cual se indultó al aousaee 
imputado, el nombre del Gobernador que lo 
indult6 y la fecha del indulto. 

W (il ~ al aousaee ss imputado le ..a.­
fue concedido por ley inmunidad contra 
proceso por ese delito. Si la La moción -
~.sare sa por este fundamento-;- la misma 
expresará la-Yey y los hechos a base de los 
cuales se reolama es reclamada la inmunidad. 

~(k) el fiscal carecía de 
autoridad para presentar la acusación. 

~ ( 1) ~ uno o más de los cargos de 
la acusación o la denuncia imputan más de un 
delito. 

+4-,l (!!_!) -eue- existe una indebida 
acumulación de delitos. 

™ (n) --Qu-e- existe una indebida 
acumulación de aeusaees imputados. 

~(g) ~ el delito ha prescrito. 

+a-¡ (o) ~ existen una o varias de las 
siguientes circunstancias' a no ser que -&e­

sea eemuestre demostrada justa causa para la 
demora o a menos que la demora para someter 
el caso a juicio se eeba sea a -1-a- solicitud 
del aeusaee imputado o a su~onsentimiento: 

(1) ~ el aousaee imputado estuvo 
detenido en la cárcel por un total de 
treinta (30) días después de su arresto sin 
que se hubiere haberse presentado acusación 
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o denuncia contra él, o que ha estado 
detenido por un total de quince ( 15) días 
sin gue se hubiere haberse presentado una 
acusación o denuncia contra él si se tratare 
de ser un caso en que un magistrada juez 
autorizó la radieaaióa presentación de las 
mismas de conformidad con lo dispuesto en la 
Regla -6-fe.--t [207]. 

(2) -ette- no se preseató fue 
presentada acusación o denuncia contra el 
aeusade imputado dentro de los seseata ( 60) 
ciento veinte (120) días de su arresto o 
ci tac ion o dentro de los treinta ( 30) días 
si se tratare de ser un caso en que un 
magistrada jdez autorizó la radieaeiÓR 
presentación e las mismas de conformidad 
con lo dispuesto en la Regla -6-f-e+ [207]. 

(3) 
detenido en 
sesenta (60) 
presentacion 
ser sometido 

-ette, el aeusade imputado estuvo 
la cárcel por un total de 
días con posterioridad a la 

de la acusación o denuncia sin 
a juicio. 

(4) .Qtl-e el aeusade imputado no fue 
sometido a juicio dentro de los ciento 
veinte (120) días siguientes a la 
presentacion de la acusación o denuncia. 

ea la eáreel por un total ele treinta ( 30) 
d

, , 
1as Qecpues Eie 01:1 arresto sin q1e10 ce 

~ubiere aelebrado la vista prelimiaar ea 
easos en ~ue Soba eelobraree. 

le 
los 

f-6+(.!?_) .,:,u-e no se celebró le fue 
celebrada vista preliminar a la persona 
dentro de los sesenta (60) días de su 
arresto en los casos en que deba celebrarse. 

~J.E) ~ no && ha sido notificado al 
aeusade imputado la lista de los nombres y 
direcciones de los testigos que El Pueble se 
¡¡¡repeae usar el Ministerio Fiscal utilizará 
en el juicio. 

f-&1 (.9) ~ de los hechos expresados en 
el pliego de especificaciones consta que el 
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delito imputado en la acusación o denuncia 
no fue cometido, o que el aeusaee imputado 
no lo cometió. Se e1escotimará la La moción 
será desestimada si el fiscal supliere otro 
pliego de especificaciones que obviare 
dichas objeciones. 

½H(r) Que □ e ha sido presentada □entra 
el aeusaªe una acusación o denuncia, o algún 
cargo de las mismas, sin que se hubiere 
haberse determinado causa probable por un 
ma~istraeo juez u ordenado su detención para 
responder del delito, con arreglo a la ley y 
a derecho. 

{s) El imputado no fue sometido a 
juicio dentro de los ciento veinte (120) 
dias siguientes a la disoluci6n del Jurado, 
o a la orden que concede un nuevo juicio, o 
a la devoluci6n de los autos del caso luego 
de un recurso de apelaci6n o certiorari, o a 
la presentaci6n de los autos en el Tribunal 
Superior en aquellos casos en que proceda la 
celebraci6n de un nuevo juicio. 

Una moción para desestimar basada en lg 
13rovist0 CH esta re§"la deberá presentarse, 
cuee:EJto por eausa debidamente justificada y 
{uaeameataea 1 por lo menos veinte ( 20) días 
antes del juicio, salvo lo dispuesto en la 
Regla ~ [306] -- . 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

64 de 

El inciso {f) de la regla incorpora a nuestro derecho 

procesal criminal la norma de la acumulación taxativa en un solo 

juicio de delitos que surgen del mismo acto, omisión o evento 

delictivo si son conocidos por el Ministerio Fiscal al momento de 

comenzar el juicio. Ashe v. Swenson, 397 U.S. 436 (1970) y 

González v. Tribunal Superior, 100 D.P.R. 136 (1971). 



l 
1 

1 

176 

Esta doctrina es una regla de necesidad tanto para el acusado 

como para la Rama Judicial. Cuando el Ministerio Fiscal esté o 

deba estar consciente de que existe o puede imputarse más de un 

delito en que el mismo acto o curso de acción desempeña un papel 

importante, todos los delitos deben ventilarse en un solo 

procedimiento. 

Cuando la regla de acumulación taxativa requiere la 

acumulación en un proceso de delitos graves y menos graves es 

razonable y natural que se entienda que sólo aplicarán los 

términos sobre el derecho a juicio rápido diseñados para los 

delitos graves en procesamiento coetáneo. 

El inciso (g) es para incorporar estatutariamente lo resuelto 

en Plard Facundo v. Tribunal Superior, 101 D.P.R. 444 (1973). En 

este caso el Tribunal Supremo señaló como motivo de desestimación 

el que el acusado haya sido enjuiciado por jurado en dos 

ocasiones anteriores y en ninguna de dichas ocasiones hubo un 

veredicto. 

El inciso ( k) , proviene del inciso ( i) de la Regla 64 de 

Procedimiento criminal de 1963, la cual proviene de los Artículos 

145, 153, 161 y 448 del código de Enjuiciamiento Criminal de 1935, 

004 1012 Y 1382 del código Penal de y de las secciones 1 , 

california, 50B y 51A west's annotated California Codes. Ninguno 

de los referidos articulados utiliza el lenguaje que emplea nuestra 

vigente Regla 64(i). sin embargo, es de notar que en 1960 un grupo 

de fiscales preparó un pliego de enmiendas a las reglas Y allí se 
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recomendó eliminar lo que es hoy el inciso (i) de la Regla 64 de 

Procedimiento Criminal. A. Oquendo Maldonado y F. Agrait Oliveras, 

Seminario sobre las Propuestas Reglas de Procedimiento Criminal, 

pag. 6 (21 de enero de 1960). 

La Prof. Dora Nevárez-Muñiz expresa que bajo el inciso (i) de 

nuestra Regla 64 de Procedimiento Criminal: 

Caen .•. las situaciones donde un fiscal especializado 
tiene nombramiento limitado a determinadas funciones 
(e.g., fiscal de asuntos contributivos no está autorizado 
a radicar una acusación de aseninato.) Igual cuando el 
nombramiento de fiscal ha expirado y ya se ha nombrado su 
sucesor; o ha expirado un nombramiento de receso. D. 
Nevárez-Muñiz, Sumario de Derecho Procesal Penal 
Puertorriqueño, sección 10. 48 en pág. 107 ( 3ra ed., 
1989). 

Desde luego, que si ya se había determinado causa probable, 

entonces un fiscal con autoridad podría presentar una nueva 

acusación. 
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Regla 403 Inhibición; Éuaaameatee del juez 

a. Fundamentos. En cualquier 
proceso criminal, El Puesle el Ministerio 
Fiscal o la defensa podrán solicitar la 
inhibición del juez por cualquiera de los 
siguieatee motivos siguientes: 

(-;tj (1) Que el El juez haya sido fiscal 
o abogado de la defensa en el casoiL 

f..19-) ( 2) -eu-e-el juez sea testigo eseReia.l 
en el casoKL 

fe-t ( 3) ~ el juez haya presidido -e... 
mismo caso -e-a-con anterioridad un juicio del 

ua tEiBuRal iaferior,; 

td-l (~) -ette el juez tenga interés en el 
resultado del c,a ºfL 

f.e-t(Sl 
parentesco 
dentro del 
imputado, 
im.J!lu:f:.ado, o 
fiscal,l{L 

~ 11 juez tenga relaciones de 
por consanguinidad o afinidad 

cuarto grado con el a.eusaae 
con la víctima del delito 

con el abogado defensor o el 

fH (~) -9u-e- el juez 
formada o prejuicio a favor 
cualquiera de las partes, o 
el caso,rL::: 

tenga opinión 
o en contra de 
haya prejuzgado 

~{7) 9u-e que el juez haya a.etua.ge 
ee111e ma.gistraQe intervenido en su capacidad 
oficial a los fines de expedir la orden de 
arresto o de citación o a los fines de 
determinar causa probable en la vista 
preliminar. 

b. Forma y requisito. La moción para 
solicitar la inhibición del juez será por 
escrito, baJo Juramento y especificara los 
fundamentos para su petición. 

c. Cuándo se presentará. La moción 
de inhibición por lo 
menos veinte 
señalamiento para 

antes del primer 
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fundamentos de tal moción no fueren 
conocidos por el peticionario con veinte 
( 20) días de antelación al juicio, deberá 
presentarse tan pronto corno fuere posible. 

d. · Deber del · ~uez. Cuando sea 
presentada una rnocion de inhibici6n 
debidamente fundamentada, el juez impugnado 
no podrá intervenir en su consideracion. El 
Juez Administrador de la Región Judicial 
ordenara ue otro uez resuelva la moción, 
en un termino no mayor de veinte 20 dias 
laborables. 

El juez 
intervención en 

impugnado cesará toda 
el caso hasta la resoluci6n 

de la rnocion. 

e. Inhibición a instancia propia. 
Nada de lo dispuesto en estas reglas 

a un Juez inhibirse a instancia 
ro ia orlos motivos señalados en la regla 

o por cualquier otra causa Justi icada. 

COMENTARIO 

La regla propuesta procede, en parte, de las Reglas 76, 77, 

78, 79 y 80 de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 404 Alegación de no culpable; notificación de 
defensa de inimputabilidad por 
incapacidad mental o coartada 

Cuando el aoueado imputado hiciere 
alegación de no culpable e intentare 
establecer la defensa de inimputabilidad por 
incapacidad mental en el momento de la 
alegada comisión del delito i111!3utádole, 
imputado, o cuando su defensa fuera la de 
coartada, deberá presentar en el Tribunal 
Superior dentro del término concedido en la 
Regla [401] Mociones antes del juicio; su 
forma, contenido y resolucion un aviso al 
efecto, con notificacion I al fiseal 
Ministerio Fiscal. deatro de los veinte 
(:ÍO) Eíías si~uieates al aeto de la leetura 
de aeusaeiéa ea los easos ea que dcha 
celebrarse dicho aete. Cuando se hubiere 
eRtregade ~ersonalmcRtc al acusado una eopia 
de la ac~oaeión, el térmiao para la 
~reseataeiéa de estas moeieaes será de ao 
111ás de vieate (20) dias desde que el aeusado 
hJ.ahios'3 respondido, Cuando no hubiese 
eeatcstado, el tSrmine ser& cle ao m&s de 
veiato ( 20) días 8:cspués de Ej\:lC se registre 
la ale<poiéa de ae mllpable. Ea el 'l?cr:ibtrnal 
de Distrito el aviso een aotifieaei&n al 
fiscal se ~Eesentar& ~er lo menes veinte 
(dQ) Sías aates del juioia 

El imputado de delito podrá notificar la 
defensa de coartada durante la celebraci6n 
de la vista preliminar. El tribunal 
permitirá el desfile de prueba si el 
proponente de la defensa convence al juez de 
que la prueba a ser presentada puede ser 
dilucidada y adjudicada en forma objetiva. 
En las situaciones en que la prueba sea 
subjetivamente controvertible y fundamentada 
en hechos de credibilidad, el tribunal 
tendra facultad para no permitir el desfile 
de prueba. 

Si el aewsa:Qo im.putado no presentare 
dicho aviso no tendra derecho a ofrecer 
evidencia tendente a establecer tales 
defensas. El tribunal podrá, sin embargo, 
permitir que se ofrezca dicha evidencia 
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cuando se eeraostrare fuere demostrada la 
existencia de causa jutificada para haberse 
omitido la presentación del aviso. En tal 
caso, el tribunal podrá decretar la 
pos~osioi6R suspensi6n del juicio a 
solicitud ee El PHeblo, del Ministerio 
Fiscal, conceder permiso para la reapertura 
del caso ee El PHeblo, del Ministerio Fiscal 
o proveer cualquier otro remedio apropiado. 

(a) Defensa de inimputabilidad por 
incapacidad mental. El aousaeo imputado 
que desee establecer la defensa de 
incapacidad mental deberá suministrar al 
Ministerio PÍlblieo Fiscal, si éste así lo 
seliaita, la ci3~iente informaci6n siguiente: 

f-a+(l) -i,es el nombre de los 
testigos, ineluyeneo incluso los peritos, 
con los que se propone establecer la defensa 
de incapacidad mental; 

~ (I) ---!,a- la dirección de dichos 
testigos; 

~(il ±>e-e los documentos a ser 
utilizados para sosten~ la defensa y de no 
poseerlos, informar en poder de quién -ee­
CBeucntran tales Sooumentoe están; 

fd-) (4) Hospital el nombre 
dirección del- hospital u hospitales en 
estuve reeibieaE10 obtuvo tratamiento y 
fechas en que los recibio; 

y 
que 
las 

f-e"t ( 5) Méeiooo el nombre y 
dirección de -los médicos o faculta ti vos que 
hubiesen tratado o atendido al imputado en 
relación a su incapacidad mental. 

(~) 
imputado 
coartada 

Defensa El aeusaeo 
que desee establecer la defensa de 
deberá suministrar al Ministerio 

de coartada. 

PÚl3lioo Fiscal, si éste así lo 
si9Hiente información siguiente: 

solioit.a, la 

f-a+ ( 1) Bit.is el sitio en c¡He se 
e ns snt raba _d_o~ñ...;.d_e_..;,e...;.s..;t..ca,;cbc..a_ e 1 ao y e a El o imputado 
a la fecha y hora de la comisión del delito; 
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Besde desde qué hora -6-Q­

cneentraba estuvo el ae~sado en ese sitio; 

+EH ( 3) Hasta hasta qué hora estuvo 
el aausado e~ ese sitio; 

{-&l- ( 4) Iaformar 'JUil los documentos, 
escritos, fotograf Ías o papeles que -s&­

propone utilizar el aeusaao para establecer 
su defensa de coartada, iaformaaao e 
informar en poder de quién se eaeueatraa 
estan; y 

( 5 ) el nombre y dirección de sus 
testigos 

El Ministerio PÚl3liee Fiscal tendrá la 
obligación recíproca de informar al aeusado 
imputado ei éste así lo solieita el nombre y 
direccion de los testigos que se propoae 
11tili,sal!" utilizará para refutar la defensa 
de coartada o incapacidad mental. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

74 de 
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Regla 405 Deposiciones; medios para perpetuar 
testimonios 

(a) Fundamentos; testigo bajo 
arresto. Por circunstancias excepcionales 
Y en interés de la justicia, el tribunal 
!)odrá ordenar en cualquier momento después 
ae haberse presentado la denuncia o 
acusación, a moción de cualquiera de las 
partes con notificación a las demás partes, 
que el testimonio del testigo de la parte 
solicitante se toffie sea tomado por 
deposición, ya sea por ffiedio de la 
0steno§rafía, tagui~rafía o cualquier otro 
medio de §Faeaeiéa difereate a éstos 
perpetuar testimonios y que cualesquiera 
libros, papeles, documentos u objetos no 
privilegiados ~ue se desi§aea designados en 
dicha moción se preoentea sean presentados 
en el momento y lugar en que deba tomarse la 
deposición o perpetuarse el testimonio del 
testigo. 

Si el testigo estuviese bajo arresto por 
no haber prestado fianza para comparecer a 
un juicio o a una vista, el tribunal, a 
solicitud escrita del testigo arrestado 
notificada a las partes, podrá ordenar ~ 
se toffie la toma de su deposición o la 
perpetuacion de su testimonio. Luego de ser 
suscrita la deposicion o el testimonio, el 
tribunal podrá poner en libertad al testigo. 

(b) Notificación. La parte a cuya 
instancia -se- vaya a toffiaF ser tomada una 
deposición o er etuación de un testimonio, 
notificará con diez 10 dias laborables de 
anticipación a cada otra parte, el dia, la 
hora y el lugar de la toma de la deposición 
o la -perpetuación de testimonio Y 
especificara el nombre y dirección de cada 
una de las personas a ser examinadas. A 
moción de cualquier parte notificada, el 
tribunal podrá, por justa causa, extender o 
acortar la fecha fijada o cambiar el lugar 
señalado para la toma de la deposición o la 
perpetuación del testimonio del testigo. 
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Una parte que ha sido notificada de la 
toma de una deposición o intención de 
perpetuar el testimonio de un testigo J?Odfa 
solicitar al tribunal la ¡aes¡aooieion 
suspensión de la misma mediante moción 
apoyada en declaración jurada en la cual se 
especifique los motivos para solicitar la 
¡aoo¡aeoieibfi suspensión. De ser la moción -e-e­
J?DDJ§'Doieié11 declarada con lugar, el tribunal 
señalará en la misma orden el día, hora Y 
sitio para la toma de deposición o la 
perpetuación del testimonio del testigo. La 
posl§'OsieíSfi suspensibn así concedida no será 
mayor de diez (10) dias laborables. 

El aeuoado imputado tendrá derecho a 
estar presente en el acto de la toma de la 
deposición o el acto de perpetuarse el 
testimonio y a estar asistido por abogado. 
Si estuviese bajo custodia, -se- le notifiea??á 
será notificado al oficial a su cargo Y a su 
abogado, de la fecha, hora y lugar de la 
toma de deposición o acto de perpetuación 
del testimonio y dicho oficial lo conducira 
al mismo, a menos que el aeusaao imputado 
renuncie por escrito a su derecho a estar 
presente en euyo easo la toma de deposieién 
se eelebrará en su auseneia. Si el aeuoado 
imputado estuviese en libertad, en adieiéa a 
ademas de notificársele la fecha, hora y 
lugar de la toma de la deposición ~ 
perpetuación de testimonio, -e-e- le debe~á 
aavortir sera advertido que de no comparecer 
al acto cle la toma de de¡aosicióa, ésta se 
eeloBrará éste será celebrado en su 
ausencia. Dicha ausencia sera considerada 
como una renuncia a su derecho a estar 
presente, a no ser que medie justa causa 
para ella. 

La notificación efectuada a su 
dirección, según aparece en autos, o al 
lugar de su Última residencia conocida, 
constituirá suficiente notificacion a los 
fines de esta regla. 

(c) Pago de gastos. Cuando el 
acusa':'o., imputado fue_r,e insolvente, o la 
deposicion o perpetuacion de testimonio sea 
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toraa9.a efectuada a instancia del ministerio 
fiseal Ministerio Fiscal, el tribunal 
ordenará que el Estado sufrague los gastos 
de la toma de depojición iaeluyeaªe o 
perpetuación de testimonio, incluso los de 
viaje y hospedaje del aeusaee imputado y su 
abogado. La solicitud del aeusaªe imputado 
a esos efectos se hará será bajo juramento 
eetallaaee con detalle delas razones para 
el requerimiento del pago de gastos y la 
condición económica de dicho aeusaee 
imputado. 

(d) Forma de tomarlas. Tes.a La 
deposición se tomará o perpetuación efe 
testimonio será realizada en la forma 
prescrita para la toma de deposiciones en 
las Reglas de Procedimiento Civil. El 
tribunal, a petición de cualquier parte 
podrá ordenar que una deposición o 
~erpetuación de testimonio se teme meeiaat~ 

ea tomada 1aten:e<Jaterie por escrito de la 
manera prevista en las acciones civiles o 
por cualquier otro medio eifereate al ee la 
esteae<Jrafía e---r:iqui<Jrafía para perpetuar 
testimonios. En este Último caso, la orden 
del tribunal dispondrá la manera en que 
habrá de tomarse e <Jraearse la deposición o 
gerpetuarse el testimonio del testigo, asl 

orno el costo, la custodia y la disposición 
do:;, la misma ¡;,reveyeaªe para y ordenará que 
dicho testimonio sea 9raeaªe y preservado en 
forma correcta y confiable. La solictud de 
cualquiera de las partes para tomar una 
deposi<?iÓn o perpetuación de testimonio por 
determinado medio, constituira una renuncia 
de su objeción a la toma y uso de la 
deposición o testimonio perpetuado tomada 
por el medio solicitado. 

Con anterioridad a la toma de la 
deposición o el testimonio del testigo, el 
miaisterie fiseal Ministerio Fiscal pondrá a 
disposición del aeusaes imputado o su 
abogado para su examen y uso en el acto de 
la toma de deposición o perpetuación de 
testimonio, cualquier declaracibn que haya 
prestado el testigo deponente que esté en 
posesión El.e El Pueele del Ministerio Fiscal 
y a la cual tuvi~se derecho el aeusaeO 
imputado en el juicio. 
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En ningún caso podrá tomarse una 
de osiciÓn o er etuación de testimonio de 

ccncusa o sin su consentimiento y sin 
advertirle de su derecho a estar asistido de 
abogado. La forma y manera del 

atorio contrainterrogatorio sera 
permisib e en el Juicio. 

(e) Uso. Una deposici6n o 
perpetuaci6n de testimonio podrá ser usada 
como prueba total o J!lareialmente durante el 
juicio o durante la vista, si previamente se 
~emostrare fuere demostrado: que el testigo 
deponente o declarante ha fallecido; o que 
el deponente o declarante está fuera del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, a 
menos que resultare que la ausencia fuere 
procurada por la parte que ofrece la 
dep9sici6n o testimonio; .o que el testigo 
esta imposibilitado de asistir al Juicio o 
prestar su declaraci6n debido a enfermedad; 
o que la parte que ofreciere la deposici6n o 
el testimonio no ha podido conseguir la 
comparecencia del testigo mediante su 
ci taci6n u otros medios razonables. 
Cualquier parte podrá utilizar cualquier 
deposici6n o testimonio perpetuado con el 
prop6si to de contradecir o impugnar el 
testimonio del deponente o declarante como 
testigo. 

Si una parte s6lo ofreciere una porcion 
de la deposici6n o del testimonio 
perpetuada, cualquier parte contraria en el 
caso podra requerirla para que ofrezca todo 
lo de la misma que fuere pertinente a la 
porci6n ya ofrecida, y cualquier parte podrá 
ofrecer cualesquiera otras porciones de la 
deposici6n o del testimonio. 

Las objeciones sobre la admisi6n como 
evidencia del todo o parte de una deposici6n 
ce harás come se provea ea o testimonio 
serán según lo provisto para las acciones 
civiles. 

(f) Deposiciones por estipulación. 
Nada de lo dispuesto en esta regla impedirá 
la toma de deposiciones oralmente en forma 



187 

~. por interrogatorios escritos 1 · , o por 
~ua qu_i7r me .. dio difereate a la esteaografía 

tae¡u1.graf1.a para perpetuar testimonios 
que acuerden las parte ' 
consentimiento d l t 'b. s, previo e ri unal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 94 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 

El inciso (a) dispone que la deposición o perpetuación de 

testimonio podrá tomarse luego de haberse presentado la denuncia o 

acusación. En los casos donde se imputa la comisión de un delito 

grave, el tribunal podrá ordenar su toma después de celebrada la 

vista preliminar y presentado el pliego acusatorio en el Tribunal 

Superior. 

La regla introduce un nuevo concepto en el medio utilizado 

para la toma de deposiciones o perpetuación de testimonios. El 

lenguaje es abarcador con el propósito de permitir cualquier 

mecanismo, equipo o técnica moderna para grabar y conservar 

imágenes, voces y actos. 

El inciso (d) proviene, en parte, de la Regla 15 (d) de 

Procedimiento Criminal federal. Se establece que la toma del 

testimonio de un coacusado, sera con su consentimiento y el 

interrogatorio y contrainterrogatorio será del modo permitido en un 

juicio. 
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Regla 406 Descubrimiento de prueba del Ministerio 
Fiscal en favor del agusade imputado 

(a) Previa moción del aeusade semetida 
ea gual,;;¡1a1ier mgmente después de haberse 
presentada la acusaci&n e denuneia, y dentre 
del términe preserite para semeterla 
imputado al Ministerio Fiscal luego de 
presentada la acusacibn, el tribuaal 
sP~enar, al Ministsria Fiseal ~ue ~ermita 
éste permitirá al aeusade imputado 
inspeccionar, copiar, conocer o fotocopiar 
el siguiente material o información que esté 
en su posesión, custodia o control 4e-l 
Minist'orio Fiscal: 

(1) Cualquier declaración jurada 
anterior oral o escrita que el Hinisterie 
F1seal tenga del aeusade imputado o sepa fue 
efectuada por el imputado. 

(2) Cualquier declaración jurada 
prestada, escrito redactado o grabación del 
test1mon10 de los testigos de cargo que 
hayan declarado en la vista para 
determinación de causa probable para el 
arresto o citación, en la vista preliminar, 
en -e± un juicio anterior o que fueron 
renunciados por el Ministerio Fiscal y -!-es­
r&eords ele convieeioaes oriminaloo el 
Certificado de Antecedentes Penales pieevias 
de estos. 

( 3) 
de exámenes 
experimentos 
relsuaRte 
adeeuadameate 
del acusaelo o 
ser utilizado 
Fiscal. 

Cualquier resultado o informe 
físicos o mentales y de 

o pruebas científicas que sea 
pertinente para preparar 

en forma adecuada la defensa 
que im¡iutado aunque no vaya a 
en el Juicio por el Ministerio 

(4) Cualquier libro, papel, 
documento, fotografía, objeto tangible, 
estructura o lugar que sea relevante 

1ertinente para preparar adecuadamente en 
orma adecuada la defensa del aeusade, 

imputado que el Ministerio Fiscal se propone 
utilizar en el juicio o que fue obtenido -Eie-1 
aousado o perteneciera al aeuaaeJ:e imputado. 
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(5) El récord de eonvieeienes 
~e~r""'i*ffiH,i~n~aa-±l~e~ss-----➔p~r~e~v~i~aHs~ Certificado de 
Antecedentes Penales del ag~saeo imputado. -------------

{ 6) Nombre y dirección de los 
testigos de cargo que ser&n utilizados en el 
~uicio, y de los testigos entrevistados por 

Uncionarios del orden publico que tengan 
conocimiento de los hechos, aun ue no fueran 

er u os. 

(7) El acta, las fotografías y 
cualquier otro material relacionado a los 
procedimientos de identificacion del 
imputado. 

( 8) Una relación de los casos por 
ación de similares por la cual 

h%~an participado los funcionarios del orden 
p lico que declararan como testigos de 
cargo. 

( 9) Todo acuerdo entre el 
Ministerio Fiscal un coautor o cualquier 

ersona para servir como testigo de car~o 
contra el imputado a cambio de la promesae 
Una sentencia reducida o mas benigna. 

( 10) Cualquier informe, escrito, o 
método para perpetuar testimonios de affentes 
encubiertos de la Policia de Puerto ico o 
agencia de seguridad publica del Estado, o 
funcionario del orden público relacionado 
con el delito imputado o relacionado con las 

se uidas contra la ersona imputada 

goder, debera gestionar su obtencion con 
icho funcionario o con el Jete de agencia 

correspondiente. 

( 6) Ct1ale¡tlier inferffie preparaeo 
! s : i; P9! · ' e r ~ · ' 1:~ !!:: : s ;u::as ~a :i : ::::: ::: 

sea relevante p1ara preparar aflecuadamente la 
esfensa eel aeusaee. El descubrimiento de 
esta prueba estará sujeto a las siguiente. 
condiciones siguientes: 
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(A) Que los objetos, libros, 
documentos y papeles ~ue el aousaao interesa 
eicaminar se relaeionan estén relacionados o 
eeseriaen descritas con suficiente 
especificación; -':f- _S: 

(B) Que no afecte la 
seguridad del Estado ni las labores 
investigativas de sus agsatos polieíaeoo 
funcionarios del orden pÚblicoT.:.. 

(C) La sorrespondiente mogi6n 
del aousado sea preseatada esa sufieiente 
antelaoiéB a la feoha ceñalaaa para la 
aelebraoi6a ~el juieie, de manera que ao 
haya ianeeesarias dilaeioaes ea loo 
proeedimieatos ai se produseaa molestias 
indebidas a los fHncienarios del Es~ado. 

(b) El Ministerio Fiscal revelará toda 
aquella evidencia exculpatoria del aeusaeo 
imputado que tenga en su poder. 

(c) El Ministerio Fiscal deberá 
informar al tribunal si el material o la 
información solicitada no oe eneuentra está 
en su posesión, custodia o control, en cuyo 
caso el tribunal ordenará a la persona o 
entidad que la posea, custodie o controle, 
que la ponga a la disposición del aeusaeo 
imputado. 

(d) No estarán sujetos a descubrimiento 
o inspección de la defensa los escritos de 
investigación legal, informes, memorandos, 
correspondencia u otros documentos internos 
que contengan opiniones, teorías o 
conclusiones del Ministerio Fiscal. 

COMENTARIOS 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

95 de 



191 

Al aplicar esta regla el tribunal debe hacer un justo balance 

entre los intereses del Estado y los derechos del imputado. El 

tribunal deberá considerar, entre otros, el interés del Estado en 

evitar expediciones de pesca por parte del imputado; proteger la 

seguridad del Estado y la confidencialidad de la labor 

investigativa vis a vis el derecho del imputado al debido proceso 

de ley, a confrontar los testigos de cargo e informarse 

debidamente para la preparación de su defensa. Pueblo v. Torres 

Rivera, 91 J.T.S. 82; Pueblo v. Romero Rodríguez, 

(1982); Pueblo v. Rodríguez sánchez, 109 D.P.R. 

Pueblo v. Tribunal Superior, 102 D.P.R. 470 (1974). 

112 D.P.R. 437 

243 (1979) y 

El tribunal debe considerar además la razonabilidad de la 

petición tomando en cuenta sus propósitos para evitar atrasos en 

el proceso judicial. 
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Descubrimiento de prueba del aeHoaae 
imputado en favor del Ministerio Fiscal 

(a) Previa moción del Ministerio 
Fiscal luego de que el, aeHeae!e imputado haya 
solicitado el descubrimiento de prueba bajo 
las cláusulas (3) y (4) del inciso (a) de la 
Regla -9-5-,- 406 y dentro del término prescrito 
para someterla, el tribunal ordenará al 
aeHsaae imputado que permita al Ministerio 
Fiscal inspeccionar, copiar o fotocopiar el 
siguiente material o información que esté en 
posesión, custodia o control del aeHsae!e 
imputado y que pretenda presentar como 
prueba en el juicio: 

(1) Cualquier libro, papel, 
documento, fotografía u objetos tangibles. 

( 2) Cualquier resultado o informe 
de exámenes físicos o mentales y de pruebas 
científicas o experimentos realizados en 
relación con el caso en particular. 

(b) Esta regla no autoriza 
inspeccionar, copiar o fotocopiar récord, 
correspondencia, escritos o memorandos que 
sean producto de la labor del ae1,1s¡¡ae 
imputado o a,e.;¡_ de su abogado a.el aeHsaae en 
la investigación, estudio y preparación de 
su defensa, -R4- o de cualquier comunicación o 
declaración hecha por el amrnaeie imputado-;­
como tampoco de aquellas declaraciones 
hechas p1er el as1Jsaae, por los testigos o 
posibles testigos de la defensa o del P1Jeale 
Ministerio Fiscal para el ae1Jsaas imputado o 
para los agentes o abogados del ae1Jsaae 
imputado. 

(c) El hecho que el imputado hara 
indicado al Ministerio Fiscal su intencion 
de ofrecer determinada evidencia o de llamar 
a determinado testigo, no sera admisible en 
evidencia como prueba de cargo. La 
informacibn obtenida por el Ministerio 
Fiscal como resultado del descubrimiento que 
permite esta regla sólo será admisible en 
evidencia para propósitos de refutación. 
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COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 95A de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

El inciso (c) reglamenta el uso que puede hacer el Ministerio 

Fiscal de la información obtenida mediante esta regla. Véase el 

Informe sobre Reglas de Procedimiento Criminal de Puerto Rico 

según revisadas por el Secretariado de la Conferencia Judicial. 

Revisión 1985, página 125. 
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Regla 408 Normas que regirán el descubrimiento de 
prueba 

(a) Deber continuo de informar. Si, 
antes o durante el. juicio, una parte 
descubre prueba o material aaieiel'lal al 
además del que fue p¡;e,;iameRt e requerido u 
ordenado, que esté sujeto a descubrimiento 
bajo las Reglas 9§ y 9§A [406] y [407], 
dicha parte deberá notificar ~l'.'9Rtam2Rt9 con 
prontitud de la existencia de esa evidencia 
o material aaieisl'lal a la otra parte, al 
abogado de dicha parte o al tribunal. 

(b) Término para concluir el 
descubrimiento de prueba. ......H,-
dcscu~rimiento de prueba ~revisto ee las 
Reglas 95 y 95A deberá haberse ee:m-pletaele ea 
1:1n plaz:e ne ma:yor ele die~ ( 10) días antes 
ael j~ieie A partir del Acto de la Lectura 
de la AcusaciOn o de la entre a de la 
acusacion, las partes tendran quince 15 
dias laborables para reunirse y concluir el 
descubrimiento de rueba rovisto en las 
Reglas 406 y 407 . La reunion sera en 
las facilidades del Ministerio Fiscal o 
lugar seleccionado por las partes. De 
surgir alguna controversia sobre la 
evidencia que viene obligado a descubrí r y 
entre ar en dicha reunión, cual uiera de las 
partes tendra un termino de cinco 5 dias 

ara solicitar la intervención del tribunal 
en a solucion de la controversia. 
Finalizado el término de quince (15) días 
laborables sin solicitar la intervención del 
tribunal, sera considerado concluido el 
descubrimiento de prueba y que las partes 
han renunciado a cualquier planteamiento de 
derecho relacionado con estas reglas. 

(c) Ordenes protectoras. Mediante 
moción de cualquiera de las partes que esté 
aebiaameRte fundamentada, el tribunal podrá 
ordenar que el descubrimiento o inspección 
sea dirigido, restringido, aplazado o 
condicionado, así como emitir cualquier 
orden que estime necesaria. Si el tribunal 
emite una orden protectora que afecte un 
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escrito, el texto completo del escrito de la 
parte deberá ser sellado y J3resePraéle 
mantenido en el récord del tribunal para que 
este disponible al tribunal apelativo en 
caso de certiorari o apelación. 

(d) Tiempo, lugar y forma del 
descubrimiento de prueba ordenado por el 
tribunal. La orden del tribunal 
auterisaaéla para el descubrimiento de prueba 
deberá especificar la fecha, lugar y forma 
en que se Hará podrá ser realizada la 
inspección, copia o fotocopia y podrá 
establecer los términos y condiciones que el 
tribunal considere justos y necesarios. 

(e) Efectos de negarse a eumplir la 
erB.ea Qol tri};n:u:1al descubrir. Si en 
cualquier momento durante el procedimiento 
se trae es traída a la atención del tribunal 
que una parte no ha cumplido con la orden, 
el tribunal podrá ordenar a dicha parte que 
permita el descubrimiento o inspección del 
material o de la información, prohibir que 
dicha parte presente la prueba no 
descubierta en el juicio, o podrá emitir 
aquellas Órdenes o remedios que estime 
necesarios de acuerdo a las circunstancias. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

95B de 

Esta regla utilizada conjuntamente con las Reglas 406 y 407 

permitirá que el descubrimiento de prueba sea lo más completo 

posible. Se tiene el convencimiento de que mientras más amplio, 

abarcador y continuo sea el descubrimiento de prueba más corto, 

sencillo y justo resultará el juicio en su fondo. 

Ahora bien, si se considera que la conferencia con antelación 

al juicio (Regla 409) será mandatoria, con un buen descubrimiento 

de prueba le será economizado tiempo y trabajo al tribunal. Otro 

beneficio será que las partes estarán en mejor posición de discutir 

la conveniencia de una alegación preacordada, por la posibilidad de 

anticipar el resultado de un juicio. 
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Regla 409 La conferencia con antelación al juicio 

(a) En el Tribunal Superior. En 
cualquier momento después de la eelel3raeié!"l 
del aeta de la lectura de la acusaciéa, 
presentada la acusación el tribunal, a 
solicitud de una de las partes o por 
iniciativa propia, ~oará 0ispener ordenará 
la celebración de una o más conferencias con 
el propósito de considerar cualesquiera 
asuntos susceptibles de ressl•rerse ser 
resueltos o estipulare e estipulados con 
antelacion al juicio. Al terminar la 
conferencia, el tril3unal preparará las 
partes prepararán un acta consignando los 
acuerdos obtenidos y dictámenes emitidos. 
El acta se radicará será presentado en autos 
una vez sea aceptada y firmada por el 
acPsall.e imputado, su abogado defensor y el 
fiscal. Ninguna admisión del acusada 
imputado o de su abogado en la conferencia 
sera usada en contra del acusado imputado a 
menos que éste, mediante escrito firmado por 
él y su abogado así lo autoricen y acepten. 

(b) En el Tribunal de Distrito. 
~adicada Presentada la denuncia 
GGrr0spoadi0nt0 en el Tribunal de Distrito, 
siempre y cuando El Pucl3le este representall.G 
por un fiscal, comparezca el Ministerio 
Fiscal podrá eelel3rars0 ser celebrada una 
conferencia con antelacion al Juicio 
ei§'uiéndese el de acuerdo al procedimiento 
establecido en esta regla. 

(e) Presencia Sel aeaaaee, Toea 
eoníercneia aceerá celeBrarse esa la 
presencia del acusada y su al3ogado o esa 13 
sola represcntaeién le§'al del primera, 
siempre y cuaado ~ue el acusado eKpresameate 
le auterice mediante un escrita al efecto 
que se radieará en autss 

¡.a.¡ (c) Cuánele se eelebrará. 
Celebración. La conferencia con 
antelación al juicio se eeleEH:=ará: será 
celebrada en cámara por le menos diez TToT 
dias Iaborables con an ~ioridad ¡¡ la 
eclel3raeio:e al _primer señala ,.iento del 
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juicio, excepto que por circunstancias 
excepcionales, o mediante solicitud de 
parte, el tribunal podrá autorizar su 
celebración en cualquier momento antes del 
juicio. 

+e-,{~) Efectos de los acuerdos. Las 
estipulaciones y otros acuerdos a que 
lleguen las partes constituirán la ley entre 
las partes y regirán los procedimientos 
posteriores del caso específico objeto de la 
conferencia. 

Juez podrá 
juicio. El juez que 
conferencia podrá entender 
vista del caso en su fondo. 

presidir el 
presidió la 

y presidir la 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

95.1 de 

Se recomienda la celebración mandataria de la Conferencia con 

Antelación al Juicio, por los beneficios y razones siguientes: 

l. El juez que verá el juicio podrá asumir control del caso 

en una etapa temprana del procedimiento. Podrá dictar aquellas 

Órdenes que procedan en torno a las mociones presentadas y 

aseguraría la preparación necesaria para un juicio justo. 

2. Las partes tendrán que demostrar que han agotado los 

procedimientos de descubrimiento de prueba en forma satisfactoria. 

3. Para estipular hechos sobre los cuales no hay disputa 

entre las partes. 

4. Para examinar los documentos que habrán de ser ofrecidos 
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en evidencia y sobre los que no haya objeción marcarlos ya como 

exhibits, y sobre los que hubiera objeción hacer constar los 

documentos objetados y el fundamento de la objeción. 

5. Las partes podrán discutir si el juicio será por Jurado o 

por tribunal de derecho; el n6mero y uso de las recusaciones y 

las preguntas a ser sometidos en el proceso de insaculación del 

Jurado. 

6. Discutir todos los asuntos relativos a los problemas que 

surgen cuando hay coacusados en especial cuando los coacusados 

están representados por abogados distintos, establecer el orden 

de presentación de evidencia, de contrainterrogatorio o cualquier 

otro asunto relativo a estas situaciones. 

7. Discutir en detalle y en presencia del juez las distintas 

alternativas 

sentencias. 

de una alegación preacordada, y las posibles 
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Regla 410 c:Ft1ieie1 pr1:1eba de eondueta previa, 
Moción para ofrecer evidencia de 
conducta o historial sexual de la 
victima 

En oual~uior pioGodimiento pgr el 
delito de violaeión o su tentativa no se 
admitirá eviElct=tcia ele la cond:tieta pre v•iet e 
aistorial sexual ee la perjueieaea o 
oviBenaia de opiBiÉ>R o roputaeiór=i aeeroa Ele 
0sa coad11cta o historial se1tt1al 13ara ataear 
en cred.ibiliQad o para oetal;;rloaer SY 
consentimiento, a menes q1::10 existaR 
circtmstancias especiales que iaeiquer, qu9 
dic4=la evi9.eneia es relevante y '3:UO su 
nat1::1raloga iefamatoria a perjiadioial ae 
tenerá l:lR peso mayor que 61:l valar probatsrie 

Si el aeHsaee imputado se propone 
ofrecer evidencia de acuerdo a la Regla 404 
de Evidencia de Puerto Rico de la conducta o 
historial sexual de la perjudicada o 
evidencia de opinión o reputación acerca de 
esa conducta o historial sexual, bajo la 
excepción de circunstancias especiales, 
deberá seguir el siguiente procedimiento 
siguiente: 

(a) El aeusae9 imputado presentará una 
moción por escrito y bajo juramento que 
indique al tribunal y al miaisterie pÍ.blieo 
Ministerio Fiscal iaeioaaeo la evidencia que 
se propone ofrecer y su relevancia para 
atacar la credibilidad o para establecer el 
consentimiento de la perjudicada. La moción 
deberá presentarse einoo días antes del 
jt1ieie, a meaos (!UC no hubiere oporti..u:iidtHl 
piara elle e EJtle al ael:lsade ao le soastarea 
les fuaSameetoe Se la mosiGn ser presentada 
dentro de los términos concedidos por la 
Regla [401]. Mociones antes del juicio; su 
forma, contenido y resolucion. 

(b) Si del examen de la moción el 
tribunal determina que eioaa la evidencia -ee-­
satisfmotoria resulta pertineñte, ordenará 
una vista en privado y ea auoeneia ~el 
jHraeo. En Sieha la vista se permitirá será 
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permitido el interrogatorio a la perjudicada 
en relación.__ a la evidencia propuesta por 
el ag1::1:saQe imputado. 

(c) Al terminar la vista, si el 
tribunal determina qu.e la evidencia que se 
propone ofrecer el am,1s aee imputado es 
relevaate pertinente y que su naturaleza 
infamatoria o perjudicial no tendrá un peso 
mayor que su valor probatorio, dictará una 
orden iaeieaaee que indique la evidencia que 
puede ser presentada por el ae~saee imputado 
y la naturaleza de las preguntas 
permitidas. El ae~saee imputado entonces 
podrá ofrecer evidencia de acuerdo con la 
orden del tribunal. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 154.1 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La Regla 154.1 de Procedimiento Criminal de 1963 y la Regla 

21 de Evidencia de 1979 excluyen, excepto en circunstancias 

especiales, evidencia sobre conducta previa o historial sexual de 

la víctima de violación o evidencia de opinión o reputación para 

atacar su credibilidad o para establecer su consentimiento. 

El propósito de ambas reglas es proteger a la víctima de 

violación o su tentativa. La regla hace extensiva esta 

protección a víctimas de cualquier agresión sexual, por entender 

que constituye un fin legítimo del Estado el proteger a las 

víctimas de otras agresiones sexuales, además de la violación. 
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Registro o allanamiento; moción de 
supresi6n de evidencia 

La persona agraviada por un registro o 
allanamiento e registro ilegal podr~ 
solicitar del tribunal al eual se refiere la 
regla aat0rigr que conociere o hubiere de 
conocer del delito en relación con el cual 
ha sido realizado el registro o 
allanamiento, la supresion de cualquier 
evidencia obtenida OR ui rtnlil de tal registro 
o allanamiento e re§istrs, o la devolución 
es la prspieeae del bien incautado por 
cualquiera de los si§uisatss fundamentos 
siguientes: 

(a) que J.¡¡¡ pr-,piolilalil el bien fue 
ile~almente oaupaSa ocupado sin orden de 
registro o allanamiento e re§istrs. 

(b) en caso de 
allanamiento con orden: 

que la orden 
allanamiento o re9istrs es 
su propia faz; 

un registro o 

de registro o 
insuficiente de 

~ (3_) que la pr-,pio'iliil'il -,r;;:up@lila el 
bien incautado o la persona o sitio 
registrado no corresponde a la descripción 
BeeBa en la orden de registro o allanamiento 
o re§Jiotro,; 

~ (~) que no l•ial3Ía existían los 
fundamentos para la determinación de causa 
probable para oreer ea la eJElsteneia ele los 
fHndameatos es que se Gasé la expedición de 
la orden de registro o allanamiento ...,_ 
:registre,; 

~(il 
allanamiento 

que la orden de registro 
fue lilaraea expedida 

@@~u~m~p~lHi~m~eHB~t~aa<;je~a,--3,i~l~e~§~aa±l~m~e~a~te-ee diligenciada 
forma ilegal, o 

o 
o 

en 

~(5) que es insuficiente cualquier 
declaraciOn jurada que sirvió de l3ase 
fundamento a la expedición de la orden de 
registro o allanamiento porque lo afirmado 
bajo juramento en la declaración es falso, 
tstal o pareialmente en parte o en su 
totalidad. 
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(c) En caso de un registro o 
allanamiento sin orden, incidental a un 
arresto: 

(1) el arresto fue ilegal; 

(2) el registro o el allanamiento 
excedió del ámbito de la persona arrestada y 
del área bajo su control inmediato; 

( 3) el registro o allanamiento no 
fue realizado bajo los propósitos enunciados 
en la Regla [234]; 

(4) el registro luego del arresto 
~or infracci6n menor de tr&nsito no pudo ser 
Justificado por circunstancias especiales; o 

·urada 
(5) no fue prestada la declaración 

dentro del termino ue establece la 
Regla 234 sin haber mediado justa causa. 

(d) En caso de un registro o 
allanamiento fundado en consentimiento: 

(1) el consentimiento restado no 
fue conforme a la Regla 235] 
allanamiento por consentimiento; 

Registro y 

advertencias; diligenciamiento, o 
requisitos; 

(2) el registro o allanamiento 
excedió el &mbito del consentimiento· 

En la moción de supresión de 
evidencia -ee- deberán eupsFJer ser expuestos 
los hechos precisos o las razones 
específicas que sostengan el fundamento -e­
fuadameatos en que oc Basa está fundamentada 
la misma. El tribunal oira prueba sobre 
cualquier eueotién ao hecho aeeecaria 
necesario para la resolución de la 
solicitud. De El.eelararse ser declarada con 
lugar la moción, la prepieEl.aEl. el bien será 
El.ev~elta devuelto, si no hubiere fundamento 
legal que lo impidiere, y no será admisible 
en evidencia en HiF19Úa Juicio o vista 
alguno. La mosi&n se notifisar& al fiseal y 
so presentará oinao (á) días aates Qol 
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juioio a m0ngs q1cae ce demostra:r'el la. 
e1cisteneia 8:e justa aatasa p1ara no l=labex:la 
1.3reoentado EleRtro 8.e EiioR.o térmiao o lz!UO al 
acusado no le aonctaron los fundamentas para 
la supresión, o que la ilegalidad do la 
ebt.e11eiór=i de la cvidCaeia curEgiere 8.e la 
prucSa ael fisoal. 

(e) Presentación y resolución de la 
moción. La moción deberá ser presentada en 
el Tribunal Su erior dentro de los uince 

15 dias siguientes al acto de lectura de 
acusaciOn en los casos en que deba ser 
celebrado dicho acto. Cuando le sea 
entregado una copia al imputado de la 
acusación, el término ara la resentaciÓn 
de esta mocion sera de no mas de quince 15) 
dias desde que el imputado hubiese 
respondido. Cuando no hubiese contestado, 
el término será de no más de quince ( 15) 
días después de registrado la alegaciOn de 
no culpable. En el Tribunal de Distrito 
esta moción será presentada, excepto por 
causa ·ustificada fundamentada, por lo 
menos quince 15 dias antes del juicio. La 
moción será notificada al Ministerio Fiscal, 
quien debera contestar dentro del termino no 
mayor de diez (10) días de haber sido 
notificado. El tribunal resolverá la 
mocion, en vista por separado, por lo menos 
quince (15) días antes del juicio, salvo 
justa causa o a no ser que ordenare su 
suspensión para ser considerada en la vista 
del caso en su fondo. El promovente de la 
moción, podrá ser eximido por el tribunal de 
cumplir con los términos de este inciso, 
cuando a pesar de haber mediado diligencia 
de su parte, no le constare los fundamentos 
de la mociOn, o que la ilegalidad de la 
obtención de la evidencia surgiere de la 
prueba del Ministerio Fiscal. 

( f) Procedimiento en la vista. En la 
vista de supresión, cuando sea impugnado un 
registro sin orden corresponde al Ministerio 
Fiscal la obligaciOn de presentar evidencia 
y de persuadir al juzgador la existencia de 
las situaciones que hagan válido el registro 
o incautación objeto de impugnación. Cuando 
sea impugnado un registro con previa orden 
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judicial, corresponde al promovente de la 
moción la obligación de presentar evidencia 
y de persuadir al juzgador de la existencia 
de razones que invaliden el registro o 
incautación a pesar de la orden judicial. 

El imputado, promovente de la moción, 
podrá tes ti ficar en la vista de supresión, 
inclusive lo relativo a una determinación 
inicial de su capacidad para solicitar la 
supresión sin que ello signifique una 
renuncia a su derecho a no declarar en el 
~uicio. Nada de lo declarado por el 
imputado en esa vista podrá ser utilizada 
por el Ministerio Fiscal como prueba 
sustantiva en el juicio, aunque sí para 
impugnar la credibilidad del imputado si 
este optara por declarar. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

234 de 

El segundo párrafo del inciso ( f) 

reconocidos en la jurisdicción federal. 

incorpora principios 

El imputado estará 

protegido en cuanto a que no puede ser utilizada como prueba 

sustantiva de cargo en el juicio lo que testifique en una vista 

de supresión. 

En el caso de Simmons v. U.S., 390 U.S. 377 (1968), el 

Tribunal señaló a la página 394: 

11We therefore hold that when a 
defendant testifies in support of a motion 
to suppress evidence on Fourth Amendment 
grounds, hi s testimony may not thereafter 
be admitted against him at trial on the 
issue of guilt unless he makes no objection.'' 

Las mismas razones que justifican el uso de evidencia 

obtenida en forma ilegal para impugnar la credibilidad del 

imputado en el juicio U.S. v. Havens, 446 u.s. 620 (1980), 

justifican también para ese fin limitado el uso de lo que declaró 

en la moción de supresión. 
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Regla 412 Capacidad mental del aeueade imputado 
para ser procesado; procedimiento para 
determinarla 

(a) Competencia. El Tribunal 
Superior tendrá competencia exclusiva para 
celebrar la vista de procesabilidad que 
ordena esta regla. 

+e-l (b) Vista; peritos En cualquier 
momento después de presentada la acusación o 
denuncia y antes de dietarse dictar la 
sentencia, si el tribunal tuviere -l9a&e 
ra5enable motivos fundados para creer que el 
ael:lsade estaBa montalmsnte imputado está 
incapacitado para ser procesado, 
inmediatamente suspenderá los procedimientos 
y señalará una vista para determinar el 
estado mental del aeusads imputado. Deberá 
el tribunal designar uno o varios peri tos 
para que examinen al aeusads imputado y 
declaren sobre su estado mental. .....e-­
~raati,;,a:i;á Podrá ser presentada en la vista 
cualquiera otra prueba pertinente que 
ofrezcan las partes. 

-ftr,~ Efectos de la determinación. 
Si como resultado de la prueba el tribunal 
determinare que el asusade imputado está 
mentalmente capacitado, continuara el 
proceso. Si el tribunal determinare lo 
contrario, podrá ordenar la reclusión del 
aeusade imputado en una institución 
adecuada. Si luego de~ recluirse al 
aeusads imputado el tribunal tuviere ~ 
raesnable motivos fundados para creer que el 
estado mental del aausade imputado permite 
la continuación del proceso, citará a una 
nueva vista E]UC se llevará a ~ ser 
celebrada de acuerdo con lo provisto en el 
inciso ~ (b) de esta regla, y determinará 
entonces s"idebe continuar el proceso. Si 
el tribunal determina que el imputado no 
está ni estara procesable podrá imponer 
medidas de seguridad contemplada en la Regla 
[414]. 

~ (d) Fiadores; depósito. 
tribunal ordenare la reclusión del 
imputado en una institución, según lo 

Si el 
3.9\:1S3.QQ 
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dispuesto en el inciso +-e-tM de esta regla, 
quedarán exonerados sus fiadores, y de 
~aeerse haber sido verificado un depósito de 
acuerdo con la Regla ~ [1006], será 
devuelto a la persona que acreditare su 
autoridad para recibirlo. 

Whl Procedimiento en la vista 
preliminar. Si el ma~istraee juez ante 
quien hubiere de eeleerarss ser celebrada 
una vista preliminar tuviere ease rasoaaele 
motivos fundados para creer que el aeusaee 
imputado esta mentalmente incapacitado para 
ser procesado, suspenderá dicha vista y 
levantará un acta breve al efecto, de la 
cual dará traslado inmediato, con los demás 
documentos en autos, al secretario de la 
sala del Tribunal Superior correspondiente, 
&R.ts la ,;iual se gelebra:rá para la 
celebración de una vista signisaa.-, según lo 
dispuesto en el inciso ~(b) e¡ue preeeee. 
Si el tribunal deterrninareque el aeusaee 
imputado está mentalmente capacitado, 
devolverá el expediente al rnagistraee e 
tribunal de origen, con su resolución, y los 
trárni tes de la vista preliminar continuarán 
hasta su terminación. Si el tribunal 
determinare lo contrario, actuará de 
conformidad con lo provisto en el inciso 
~ (c) e¡ue preeeae, sólo que a los efectos 
de Iavista preliminar. 

El juez del Tribunal Superior remitirá 
al tribunal ante el cual esti pendiente la 
continuación de la vista preliminar el 
expediente y una resolucion s¡ue contenga lo 
siguiente: 

( 1) los hallazgos periciales de la 
condición mental del imputado, en cuanto a 
su capacidad para comprender la naturaleza y 
propósito del procedimiento contra el 
seguido y sobre la posibilidad de asistir en 
su defensa; 

(2) una conclusión, corno cuestión de 
derecho, de si el imputado es 
imputable de delito. 

procesable e 

( f) Inimputabilidad. Si durante la 
vista de procesabilidad s¡ue ordena este 
inciso, el juez del Tribunal Superior motu 
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proprio, o a petición de parte, tuviere 
motivos fundados para creer que el imputado 
estaba mentalmente inimputable al momento de 
los hechos, inmediatamente suspenderá los 
procedimientos y señalará una vista para 
determinar el estado mental de éste, 
conforme a la Regla [413]. Procedimiento 
para la determinación de inimputabilidad por 
incapacidad mental. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

240 de 
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A. ESTADO DE DERECHO EN PUERTO RICO 

En Hernández Ortega v. Tribunal Superior, 102 D.P.R. 765 

(1974) se plante6 como controv~rsia si la defensa afirmativa de 

locura es promovible en vista 1
. . 1 pre iminar. El Tribunal 

Supremo, luego de analizar la Jurisprudencia norteamericana al 

respecto encuentra que en el estado de California, de donde 

proviene nuestro C6digo de Enjuiciamiento Criminal, resolvió que 

las defensas afirmativas, sin distinguir entre ellas, son 

susceptibles de presentarse en la vista preliminar, ya que en el 

caso de Charlton vs. Kelly, 29 U.S. 449 (1913), el Tribunal 

Supremo de los Estados Unidos había expresado que la defensa de 

locura puede presentarse en el juicio ·o en la vista preliminar. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico no encontró razón alguna en 

nuestro ordenamiento jurídico para prohibir judicialmente el 

la defensa de locura en 
. , 

ocasion de la vista presentar 

preliminar. Fundamentó su posición en que, sin convertí r en un 

mini-juicio la vista preliminar, permitir su presentación evita 

que "se procese a un enajenado mental a la fecha de la comisión 

de los hechos por la comisión de un delito por el cual no es, por 

definición responsable." 

En Pueblo v. Lebr6n Lebrón, 116 D.P.R. 855 (1986), el 

Tribunal aclaró el alcance de Hernández Ortega v. Tribunal 

Superior al expresar a las páginas 860 y 861 lo siguiente: 2 

"La 
Hernández 
supra, al 
pueda ser 

norma establecida por el caso de 
Ortega v. Tribunal Superior, 

permitir que la defensa de locura 
promovida en vista preliminar no 
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tiene el propósito de convertir la vista 
preliminar en un juicio separado para 
litigar la capacidad mental de un imputado. 
Sólo persigue darle la oportunidad al 
imputado de que en una etapa temprana del 
proceso pueda establecer mediante prueba 
clara y convincente que no debe ser sometido 
a juicio porque era inimputable al momento 
de los hechos. Artículo 30 del Código 
Penal, 33 L.P.R.A. Sección 3152. En los 
demás casos en que la prueba de la 
incapacidad no sea tan clara, o en que haya 
testimonios periciales contradictorios, el 
juez no tiene ni debe adjudicar los méritos 
de la defensa para que el asunto se dilucide 
más ampliamente en una vista en su fondo. 

La posición del peticionario y de los 
"amici curiae" respecto a que la 
determinación de inexistencia de causa 
probable debe ser final no puede 
prevalecer. Hay varias razones que mi litan 
en su contra. La primera de ellas es que la 
Regla 24(c) de Procedimiento Criminal 
concede al Ministerio Público una segunda 
oportunidad para intentar obtener una 
determinación de causa probable, sin ninguna 
limitación. La segunda razón y tal vez la 
de más peso, es que en la mayoría de los 
casos no hay una línea di visoria claramente 
definida entre lo que es conducta normal y 
lo que es conducta anormal, lo que unido al 
factor de que en la vista preliminar no se 
presenta toda la prueba de los hechos, puede 
llevar a errores en la determinación sobre 
la incapacidad mental. A. Golstein, The 
Insanity Defense, New Haven, Yale University 
Press, 1967, pág. 35. En tercer lugar 
otorgarle finalidad a la determinación sobre 
incapacidad mental hecha en vista preliminar 
le impediría al imputado plantearla 
nuevamente en un juicio en su fondo cuando 
es declarada sin lugar en la vista 
preliminar. 

A pesar de la falta de finalidad de 
estas determinaciones, la regla de Hernández 
Ortega v. Tribunal Superior, supra, cumple 
su proposito porque la prueba presentada 
puede persuadir al Ministerio Público de la 
incapacidad mental del imputado y éste 
deciair que no debe prosegu r adelante con 
los cargos." 
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Véase Pueblo v. Lebrón Lebrón, 88 J.T.S. 48. 

En Puerto Rico al igual que en todas las jurisdicciones 

americanas y en las cortes federales, existe una presunción de 

cordura del imputado de la comisión de un delito. La razón de 

ser de esta presunción estriba en que la cordura se presume que 

es el estado normal, ello justificado por la experiencia humana y 

por consideraciones de orden público. Por consiguiente, el 

Estado no tiene que probar la cordura a menos que el imputado 

rebata eficazmente tal presunción. Siendo así, el fiscal no está 

en la obligación de presentar prueba sobre su capacidad mental 

para delinquí r. No obstante, de presentarse prueba suficiente 

que establezca duda razonable sobre la cordura del acusado al 

momento de los hechos, la mencionada presunción queda rebatida. 

La prueba a tales efectos, puede ser presentada por el acusado o 

surgir de la ofrecida por el Pueblo para establecer su caso. Una 

vez rebatida la presunción de cordura, recae sobre el Ministerio 

Fiscal el peso de presentar prueba que demuestre más allá de duda 

razonable la capacidad mental del imputado al momento de los 

hechos. Pueblo v. Alsina, 79 D.P.R. 46, 60 (1956); Pueblo v. 

Rivera Raquel, 95 D.P.R. 564, 569 (1967); Melina v. Jefe 

Penitenciaría, 96 D.P.R. 191, 198 ( 1968); Pueblo v. Colón 

Morales, 100 D.P.R. 40, 43 (1971); Pueblo v. Reyes Acevedo, 100 

D.P.R. 703, 709 (1972). La prueba requerida a estos fines es 

aquella que establezca en la conciencia del juzgador la cer':eza 

moral y firme convicción sobre su imputabilidad. 
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Pueblo v. Dávila Alonso, 85 D.P.R. 450, 453 (1962); Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, 102. D.P.R. 

Marcano Pérez, 116 D.P.R. 917 (1986). 

545 (1974); Pueblo v. 

En Pueblo v. Castillo Torres, 107 D.P.R. 551 (1978) el 

Tribunal Supremo aclaró que el problema de la incapacidad mental 

de un acusado se tipifica en la ley en por lo menos dos 

situaciones distintas. La primera envuelve la incapacidad mental 

del acusado al momento de realizar unos hechos delictivos 

contemplada por el Artículo 30 del Código Penal, 33 L.P.R.A. Sec. 

3152. La segunda contemplada por la Regla 240 de Procedimiento 

Criminal que es la que puede darse "en cualquier momento después 

de presentada la acusación o denuncia y si el Tribunal tuviere 

base razonable para creer que el acusado está mentalmente 

incapacitado." 

La primera situación se refiere al momento en que el acusado 

comete los hechos delictivos. La segunda, se refiere a la 

capacidad mental del acusado al momento de ser sometido a juicio. 

Señala la opinión que: "Ambas situaciones son importantes, 

pero la primera es la más fundamental porque en definitiva la 

responsabilidad criminal y civil del acusado dependerá de si al 

cometer los hechos estaba o no en uso de razón. De ahí nace su 

intención criminal y de ahí surge su responsabilidad penal." 

Pueblo v. Castillo Torres, supra, pág. 555. 

Lo determinante es que el imputado carezca de capacidad 

suficiente para comprender la criminalidad del acto imputado o 
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para conducirse de acuerdo con el mandato de ley, a causa de 

enfermedad o defecto mental, al. momento del hecho. Además, aun 

establecido el hecho de que exista una enfermedad mental, 

corresponde determinar si dicha enfermedad o defecto mental 

impidió que el imputado comprendiera la criminalidad del acto 

imputado o que sujetara su conducta al mandato de ley. 

Montes Vega, 118 D.P.R. 164 (1986). 

Pueblo v. 

De llegar a la determinación, el juez o el jurado, de que el 

imputado de delito estaba incapacitado mentalmente al momento de 

cometer los hechos procede su absolución. 

Si el tribunal entiende en ese momento que la persona 

continúa incapacitada debe entonces dar cumplimiento a las 

disposiciones de la Regla 241 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, para evitar que el acusado pueda convertirse en un 

riesgo para la comunidad. 

B. ESTADO DE DERECHO EN LA JURISDICCION FEDERAL 

El Congreso de los Estados Unidos aprobó en el año 1984 la 

Ley Número 98-473, conocida como "The Insanity Defense Reform 

Act 11 
.. Con esta legislación se adopta el primer estatuto federal 

relacionado con la defensa de insanidad mental. Se establece en 

3 18 U.S.C. Sec. 17 la parte sustantiva de la defensa: 

Insanity defense 

(a) Affirmative Defense It is an 
affirmative defense to a prosecution under 
any Federal statute that, at the time of the 
commission of the acts constituting the 
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offense, the defendant, as a resul t of a 
severe mental disease or defect, was unable 
to appreciate the nature and quality or the 
wrongfulness of his acts. Mental disease or 
defect does not otherwise constitute a 
defense. 

(b) Burden of Proof - The defendant has 
the burden of proving the defense of 
insanity by clear and convincing evidence. 

Added Pub. L. 98-473, title II, Sec. 
402(a), Oct. 12, 1984, 98 Stat. 2057, Sec. 
20, and renumbered, Sec. 17, Pub. L. 99-646, 
Sec. 34(a), Nov. 10, 1986, 100 Stat. 3599) 

La aprobación de esta legislación fue criticada por ser 

producto de la absolución por razón de insanidad de John Hinkley 

por cargos de tentativa de asesinato contra el Presidente Ronald 

Reagan: 

"After the Hinkley verdict, there was an 
outpouring of public criticism with the 
insanity defense. This dissatisfaction and 
debate spawned a variety of changes in the 
manner in which states deal with the 
insani ty defense and culminated in the 
enactment of the first federal statute with 
respect to the insanity defense. 

This chapter consti tutes a drama tic 
reform in the federal treatment of the 
insanity defense, making it considerably 
more burdensome for an accused to 
successfully interpose the insanity defense, 
sets forth procedures with respect to 
dealing with mentally impaired citizens 
accused of committing offenses, and 
specifies the conditions for the federal 
civil commitment of a person found not 
guilty only by reason of insanity. In sum, 
the Act substantially changes the definition 
of insanity, shifts the burden of proof from 
the government to the defendant, delimits 
the bounds of expert testimony, and 
establishes a new verdict of "not guilty 
only by a reason of insanity." 
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The definition of insanity under the new 
law is a contemporary version of the 
M'Naughten standard. An accused is not 
criminally responsible for his acts, under 
the 1984 statute, if at the time of the 
commission of the acts constituting the 
offense, the defendant, as a result of a 
severe mental disease or defect, was unable 
to appreciate the nature and quali ty or the 
wrongfulness of his acts. 

The crux of the new insani ty defense is 
thus the cognitive appreciation by the 
accused of the nature and quali ty of the 
wrongfulness of his conduct. A signal 
ommission from the new definition of 
insanity is the volitional component of 
other standards. 

Defense counsel should note that the new 
law requires that the mental disease or 
defect be "severe". Hence, neuroses and the 
voluntary use of alcohol or drugs do not 
suffice to excuse an offender from criminal 
culpability under the Act. 

Prior to the passage of the Act, if an 
accused rai sed the defense of insani ty, i t 
was the government' s burden to prove that 
the accused was sane beyond a reasonable 
doubt. Significantly, the new law shifts 
the burden of proof to the defendant, who 
must prove by clear and convincing evidence 
that he satisfies the definition of insanity. 

The Act creates a new verdict of "not 
guilty only by reason of insanity." Thus, 
there are now three permissible verdicts in 
an insanity case: guilty, not guilty, and 
not guilty only by reason of insanity. When 
an accused is found not guilty only by 
rea son of insani ty, he is subject to other 
provisions of the Comprehensive Crime 
Control Act concerning federal civil 
commitment." lA Criminal Defense 
Techniques, The Insanity Defense, Sec. 31.01 
(2) (1989). 4 
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Moore comentando esta legislación señala: 

"Prior to the passage of Title IV of the 
Comprehensive Crime Control Act of 1984, 
Congress had never enacted legislation on 
the insanity defense, preferring to leave to 
the courts the task of developing standards 
concerning the availability and operation of 
the defense. As the defense evolved, it was 
generally required that once, defendant 
overcame the initial presumption of sanity, 
at the time of offense, the prosecution 
assumed the burden of proving defendant's 
sanity beyond a reasonable doubt. 

Among the sweeping changes effected by 
the 1984 Act was the creation of a defense 
of "not gui 1 ty only by rea son of insani ty." 
Additionally, the burden of proof of 
insanity has been shifted to the defendant, 
who, in order to avail himself of the 
defense, must now demostrate by "clear and 
convincing" evidence that a mental disease 
caused him not to appreciate the nature and 
quality of his act. Provisions of the Act 
reduce the scope of the expert testimony 
which the defendant may introduce to make 
such a showing: no longer may experts 
testify as to the ultimate issue of whether 
defendant had the mental state or condi tion 
constituting an element of a crime or 
defense. That testimony will now concern 
only whether the defendant had a mental 
disease or defect at the time of the 
offense, and the characteristics of that 
disease or defect." 8 Moore' s Federal 
Practice, Rules of Criminal Procedure, 1989, 
Sec. 12.2.04. 

C. OPINIONES DE COMENTARISTAS Y TRATADISTAS 

Existe divergencia de criterio entre comentaristas y 

tratadistas si la defensa afirmativa de locura puede dilucidarse 

en la vista preliminar. 
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l. Orfield, Criminal Procedure under the Federal Rules, 

1966, Suplemento 1984, Sec. 5.30, página 265, sostiene que la 

defensa afirmativa de locura no debe ser dilucidada en la vista 

preliminar. 

2. Moore en su segunda edición opina que no podía 

interponerse la defensa de locura en la vista preliminar. En su 

edición de 1989 se omitió toda referencia a la defensa de locura 

en la vista preliminar. Compare Hernández Ortega v. Tribunal 

Superior, 102 D.P.R. 765 (1974), a la página 767, con 8 Moore's 

Federal Practice, Rules of Criminal Procedure, edición 198°, Sec. 

5.1.02 (3). 

3. En Wright Federal Practice and Procedure, Federal Rules 

of Criminal Procedure, Vol. 1, Sección 207, Edición 1982, Supl. 

1990, página 751 se indica que las reglas federales no contemplan 

una determinación previo al juicio sobre la sanidad mental de un 

acusado. Dicha determinación debe ser hecha por el juzgador de 

los hechos. 

4. LaFave, Criminal Procedure, Criminal Practice Series, 

Vol. 2, 1984, Sec. 14.4, a la página 268 indica: 

"Many jurisdictions hold that certain 
types of defenses are not cognizable at a 
preliminary hearing and the magistrate 
therefore can bar cross-examination designed 
merely to develop such defenses. This 
posi tion has been taken primarily wi th 
respect to "affirmative defenses" i.e., 
defenses which acknowledge commission of the 
criminal act but rely upon a justification 
that relieves the actor of liability". 
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A la página 269 indica el autor: 

''Even if a jurisdiction permits the 
defense to present án affirmative defense at 
the preliminary hearing, the defense is most 
unlikely to use that opportuni ty. For 
reasons noted herein, the defense commonly 
prefers not to present defense witnesses at 
the preliminary hearing, and it is most 
difficult to establish an affirmative 
defense without such witnesses. Defense 
counsel may seek on cross-examination to 
obtain statements (usually without direct 
reference to the affirmative defense) that 
will be useful in presenting the defense at 
tri al, but no more will be .done wi th most 
affirmative defenses. Entrapment, however, 
appears to be an exception; it is a defense 
that often will be raised at the preliminary 
hearing because of the disadvantages which 
often attend its interposition at trial." 

En cuanto a la presentación de la defensa de insanidad mental 

en la vista preliminar señala el comentarista: 

"The earliest point in the criminal 
process at which the insanity defense might 
be raised in a formal way is at the 
preliminary hearing. At that hearing, the 
magistrate is to determine whether there is 
probable cause to believe that the defendant 
committed a crime, and thus it might be 
thought that defense counsel could challenge 
the existence of probable cause by 
attempting to show that the defendant was 
insane at the time of the crime. Having the 
issue resolved in the defendant' s favor at 
this early stage might be supported on the 
notion that "persons who are blameless 
should not have to suffer the sanctions of 
the criminal process for a moment longer 
than necessary." But in practice, the 
defense is seldom raised at this stage of 
the process. The preliminary hearing is 
very frequently waived, and even when it is 
not defense counsel usually prefer not to 
expose the nature and dimensions of their 
defense at this early stage. 
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Considerable uncertainty currently exists as 
to the place of the insanity defense at the 
preliminary hearing, ,as well as to the 
larger question of the extent to which the 
defendant may raise any affirmative defenses 
at this time. Several persuasive arguments 
have been presented in opposition to 
permi tting the defense to be li tigated at 
the preliminary hearing: (1) The 
magistrate is unlikely to be qualified to 
try such an issue. (2) He ordinarily would 
have no authority to institute commitment 
procedures against a defendant who negated 
probable cause with an insanity defense. 
(3) The trial of defenses, and particularly 
a defense as complicated as the insanity 
defense, would require more refined and 
lengthy procedures, which in turn would 
frustra te the objecti ves of the hearing and 
add to trial delay." 

. . . 

"Thus, arraignment ( the time at which 
the defendant is called upon to enter his 
plea) is the earliest point at which the 
defendant is likely to be able to interpose 
the defense of insani ty. In most 
jurisdictions, however, he is under no 
obligation to do so at that time; under the 
prevailing rule the defendant may respond to 
the charge against him simply wi th a plea 
of not guilty, and he need not disclose in 
advance the nature of the defense upon which 
he is going to rely." 

LaFave, Substantive Criminal Law, Presenting the Insanity 

Defense, Chapter 4, Sec. 4.5, Vol. 1, Págs. 486-488, (1986). 

D. PROCEDIMIENTOS EXISTENTES EN ALGUNOS ESTADOS 

l. California 
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De este estado provino directamente nuestro Código de 

Enjuiciamiento Criminal. En Jennings v. Superior Court, 428 P. 

2d 304, 313 (1967), se resolvió que las defensas afirmativas, sin 

distinguí r entre ellas, son planteables en la vista preliminar. 

Véase: Jones v. Superior Court, 483 P.2d 1241 (1971) y Hernández 

Ortega v. Tribunal Superior, 102 D.P.R. 765, 767 (1974). 

En la actualidad el estado de California requiere que el 

aspecto de la insanidad mental sea juzgado una vez se emite un 

veredicto de culpabilidad. Véase California Penal Code, Sec. 

1O26(a). Este sistema de juicio por separado (bifurcated trial 

or split trial) presupone en forma concluyente que el acusado 

está cuerdo en el primer juicio y si es declarado culpable se 

procede a la celebración de un segundo juicio (usualmente ante el 

mismo jurado) para determinar su sanidad mental. 

2. Wisconsin 

La Ley Núm. 86 de 1987, Wisconsin Statutes Annotated, Section 

971.165, establece lo siguiente: 

"(1) If a defendant couples a plea of 
not guilty with a plea of not guilty by 
reason of mental disease or defect: 

( a) There shall be a separation of 
the issues with a sequential order of proof 
in a continuous trial. The plea of not 
guilty shall be determined first and the 
plea of not guilty by reason of mental 
disease or defect shall be determined 
second. 11 

3. Illinois 
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Actualmente la disposición sobre "defensa afirmativa" lee: 

"if the affirmative defense of insanity 
is raised, the defendant bears the burden of 
proving by a preponderance of evidence his 
insanity at the time of the offense. Ill. 
Rev. Stat. ch 38, Sec. 3-2(b) (1984). In 
addition, the insanity statute of article 6 
states that in a jury trial where the 
insanity defense has been presented, the 
jury must be instructed that it may not 
consider whether the defendant has met his 
or her burden of proving that he or she is 
not guilty by reason of insanity unless it 
has first determined that the state has 
provea the defendant guilty beyond a 
reasonable doubt of the offense wi th which 
he or she is charged. Sec. 6-2(e). 
Procedurally, then, the accused must be 
found guilty of the crime before the 
insanity issue can be addressed and a 
finding of not guilty returned." John F. 
Decker, Illinois Criminal Law, a Survey of 
Crimes and Defenses. Butterworth Legal 
Publishers, 1986, pág. 641. 

4. Mississippi 

El estado de Mississippi permite que la defensa de insanidad 

mental se levante en cualquier etapa del proceso. Véase 

Mississippi Code Annotated 1972, Section 99-13-3, Chapter 13 -

J Insanity Proceedings. 

5. New York 

La defensa de insanidad mental en este estado se tiene que 

levantar con antelación al juicio o se renuncia al derecho a 

presentar la defensa. 

New York Annotated, 

Véase llA McKinney's Consolidated Laws of 

Criminal Procedure Law, Section 250.10 

Pre-Trial Notices of Defenses. 
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C I T A S 

1 Superior, 

la vista 

102 D.P.R. 

preliminar 

En Hernández Ortega v. Tribunal 

(1974), el imputado levantó durante 

planteamiento de procesabilidad bajo 

establece un procedimiento en la vista 

la Regla 240(d) 

preliminar cuando 

765 

el 

que 

el 

magistrado ante quien se celebra la vista tuviera base razonable 

para creer que el imputado está mentalmente incapacitado para 

enfrentar el proceso. 

El juez suspendió la vista y ordenó el traslado del 

expediente al Tribunal Superior. Celebrados los procedimientos 

correspondientes se resolvió que el apelante estaba incapacitado 

mentalmente y se le sometió a tratamiento. 

Varios meses más tarde se celebró otra vista para precisar la 

condición emocional del recurrente. Esta vez se le halló 

debidamente capacitado y en consecuencia se devolvieron los autos 

al Tribunal de Distrito para la celebración de la vista 

preliminar. Llegado su turno, la 

pericial con el propósito de plantear 

peticionario al momento de la comisión 

defensa presentó prueba 

la defensa de locura del 

de los delitos. El Juez 

de Distrito manifestó que le daba entero crédito al testimonio 

del perito psiquiatra, pero determinó la existencia de causa 

probable. Radicadas entonces las acusaciones correspondientes en 

el Tribunal Superior, el peticionario solicitó su desestimación 

por considerar que su defensa de locura había quedado debidamente 

establecida y anulaba la determinación de causa probable. 
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En su comparecencia como Amicus Curiae señaló la 

Leda. Carmen Ana Rodríguez Mal.donado en representación de la 

Sociedad para Asistencia Legal, a las páginas 13 y 14 de su 

escrito: 

"Definitivamente al exponerse la norma 
en el caso de Hernández Ortega, este Alto 
Foro no hizo claro el alcance de la misma. 
Nada se expresó en la referida opinión 
respecto a cuál sería la finalidad de la 
determinación del magistrado cuando entiende 
probada la defensa de locura. La Opinión 
Concurrente suscrita por el Honorable Juez 
Asociado señor Díaz Cruz fue más abarcadora 
y propuso la ampliación de la norma que hoy 
se solicita de este Honorable Tribunal. 

Proponemos que en casos como el que nos 
ocupa, donde existe evidencia médica 
pericial, no rebatida, relativa a la 
incapacidad mental del acusado al momento de 
cometer los hechos, obtenida a instancias 
del propio Estado, este Honorable Tribunal 
debe ampliar la norma expuesta en Hernández 
Ortega, para convertir en :inal la 
determinación del magistrado que ·reside la 
celebración de la vista prelimina 

Tal determinación estaría a tono con la 
altura de nuestros tiempos y de las nuevas 
vertientes en el campo del derecho relativas 
al debido proceso de ley, derecho a un 
juicio justo, el descubrimiento de prueba y 
la búsqueda de la verdad. Estaría también 
en armonía con el principio rector de la 
economía procesal que anima nuestras Reglas 
de Procedimiento Criminal de 1963 y daría 
vigencia a lo expuesto en la citada opinión 
concurrente del caso de Hernández Ortega, 
relativo a que la vista preliminar "es el 
mecanismo que sirve el propósito de impedir 
que acusaciones frívolas e insustanciales 
recarguen la labor del Tribunal Superior 
consumiendo el tiempo de los jueces, 
fiscales, jurados y demás funcionarios que 
han de intervenir en el juicio.'' 
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La Leda. Olga E. Resumil de Sanfilippo en la página 16 de su 

alegato como "Amicus Curiae" solicitó al Tribunal Supremo lo 

siguiente: 

"l) Que, con base en lo resuelto por 
Hernández Ortega, la determinación negativa 
de causa probable en la vista preliminar 
tuvo el efecto de absolverle por razón de 
inimputabilidad. 

2) Que, al quedar demostrada la 
carencia de capacidad para ser imputable de 
delito el peticionario, el Ministerio 
Público, esté impedido de llevar un proceso 
vejaminoso en su contra, pues la 
controversia esencial para establecer 
responsabilidad criminal por la conducta 
punible del acusado ha sido resuelta. 
(Doctrina de Impedimento Colateral) 

3) Que, de acuerdo con la 
interpretación de la protección 
constitucional contra la Doble Exposición 
emitida en Ashe, extendida al impedimento 
colateral, esta cláusula prohibía la 
celebración de una vista preliminar en 
alzada. 

4) Que, por tanto, en casos como el de 
epígrafe, por analogía con las situaciones 
en que se ha decretado la absolución en 
juicio, la solicitud bajo la Regla 24(c) de 
Procedimiento Criminal equivaldría a una 
solicitud de apelación por el Ministerio 
Público, prohibÍdale en virtud de la 
cláusula constitucional contra la Doble 
Exposición. 

5) Que, no quede, sin embargo, impedido 
el Ministerio Público de solicitar la 
intervención para medidas de seguridad del 
peticionario, de probarse su peligrosidad 
mediando evidencia pericial, a tenor con lo 
dispuesto por el Artículo 70 del Código 
Penal." 
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3 La parte procesal de la defensa está contenida en la 

Regla 12.2 de las Reglas Federales de Procedimiento Criminal, la 

cual lee: 

Rule 12.2 Notice of 
Expert Testimony of 
Condition 

Insanity Defense or 
Defendant's Mental 

(a) Defense of Insanity. If a 
defendant intends to rely upon the defense 
of insanity at the time of the alleged 
offense, the defendant shall, within the 
time provided for the filing of pretrial 
motions or at such later time as the court 
may direct, notify the attorney for the 
government in writing of such intention and 
file a copy of such notice with the clerk. 
If there is a failure to comply with the 
requirements of this subdivision, insanity 
may not be raised as a defense. The court 
may for cause shown allow late filing of the 
notice or grant additional time to the 
parties to prepare for trial or make such 
other order as may be appropriate. 

(b) Expert Testimony of Defendant's 
Mental Condition. If a defendant intends to 
introduce expert testimony relating to a 
mental disease or defect or any other mental 
condition of the defendant bearing upon the 
issue of guilt, the defendant shall, within 
the time provided for the fi'ing of pretrial 
motions or at such later time as the court 
may direct, notify the attorney for the 
government in wri ting of such intention and 
file a copy of such notice with the clerk. 
The court may for cause shown allow late 
filing of the notice or grant additional 
time to the parties to prepare for trial or 
make such other order as may be appropriate. 

(c) Mental Examination of Defendant. 
In an appropriate case the court may, upon 
motion of the attorney for the government, 
order the defendant to submi t to an 
examination pursuant to 18 U. S. C. 4241 or 
4242. No statement made by the defendant in 
the course of any examination provided for 
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by this rule, whether the examination be 
with or without the consent of the 
defendant, no testimony by the expert based 
upon such statement, artd no other fruits of 
the statement shall be admi tted in evidence 
against the defendant in any criminal 
proceeding except on an issue respecting 
mental condi tion on which the defendant has 
introduced testimony. 

(d) Failure to Comply. If there is a 
failure to give notice when required by 
subdivision (b) of this rule orto submit to 
an examination when ordered under 
subdivision (c) of this rule, the court may 
exclude the testimony of any expert wi tness 
offered by the defendant on the issue of the 
defendant's guilt. 

(e) Inadmissibility of Withdrawn 
Intention. Evidence of an intention as to 
which notice was given under subdivision (a) 
or (b), later withdrawn, is not, in any 
civil or criminal proceeding, admissible 
against the person who gave notice of the 
intention. 

El Historial Legislativo de la Ley Pública 98-473 en las 

partes pertinentes señala: 

Title IV of the bill amends various 
provisions of title 18, United States Code, 
and the Federal Rules of Criminal Procedure 
relating to the insanity defense and the 
procedures to be followed in Federal courts 
with respect to offenders who are or have 
been suffering from a mental disease or 
defect. The legislation includes a 
definition of the insanity defense that will 
substantially narrow the definition, which 
has evolved from case law, presently applied 
in the Federal system. Title IV also 
provides that the defendant shall have the 
burden of proving the insani ty defense by 
clear and convincing evidence and prohibí ts 
expert opinion testimony on the ultimate 
legal issue of whether the defendant was 
insane. Title IV sets out procedures for 
determining competency to stand trial. 
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Most signi ficantly, Ti tle IV, for the fi rst 
time in the Federal system outside of the 
District of Columbia, establishes a 
procedure for committing a defendant who is 
found not guilty only by reason of 
insanity. Under this procedure, the 
defendant is committed to a mental hospital 
for evaluation and continued custody in the 
event he or she remains so mentally ill as 
to presenta danger to the community. 

Many of the provisions in this title 
have evolved over a number of years in the 
context of efforts of the Sena te Commi ttee 
on the Judiciary to modernize the Federal 
criminal code. More recently, extensive 
hearings have been held focusing primarily 
on the insani ty defenae i taelf and related 
iaauea. 

The difficultiea experienced under the 
current Federal inaani ty defenae center on 
three major areaa: (1) the definition of 
the defenae; ( 2) the burden of proof; and 
(3) the acope of expert teatimony. 

The problema preaented by a defense, 
such as insanity, that involvea the 
introduction into evidence at trial of 
inherently impreciae expert testimony, and 
the potential for jury error when 
considering the same, can be appreciated by 
a consideration of what is prone to happen 
at a typical trial in which the defendant 
raiaea the inaanity defense. As deacribed 
by the Department of Justice in teatimony on 
S. 829: 

"In a trial in vol ving the insani ty 
defense, the defendant' a commisaion of the 
acta in queation is commonly conceded or at 
least not aeriously contested. Inatead the 
trial centers around the iasue of insanity 
and the key participanta are highly paid 
psychiatrists who offer conflicting opinions 
on the defendant's sanity. Unfortunately 
for the jury and for society, the terma used 
in any statement of the defenae for 
example the term "paranoia schizophrenia" -
are often not defined and the experta 
themselves disagree on their meaning. 
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In addition, the experts often do not agree 
on the extent to which behavior patterns or 
mental disorders that have been labeled 
"schizophrenia", "inad,equate personali ty", 
and "abnormal personali ty" actually cause or 
impela person to act in a certain way. Far 
example, a December, 1982, statement by the 
American Psychiatric Association on the 
insani ty defense noted that "the line 
between an irresistible impulse, and an 
impulse not resisted is probably no sharper 
than that between twilight and dusk." 

Since the experts themselves are in 
disagreement about both the meaning of the 
terms used to define the defendant' s mental 
state and the effect of a particular state 
on the defendant's actions but still 
freely allowed to state their opinion to the 
jury on the ultimate question of the 
defendant's sanity - it is small wonder that 
trials involving an insanity defense are 
arduous, expensive, and worst of all, 
thoroughly confusing to the jury. Indeed 
the disagreement of the experts is so basic 
that it makes rational deliberation by the 
jury virtually impossible. Thus, it is not 
surprising that the jury' s decision can be 
strongly influenced by the procedural 
question of which side must carry the burden 
of proof on the question of insanity. 

The principal difference between the 
statement of the defense in s. 1762 and that 
presently employed in the Federal courts is 
that the volitional portian of the 
cognitive-volitional test of the ALI Model 
Penal Code is eliminated. The Committee, 
after extensive hearings, concluded that it 
was appropriate to eliminate the volitional 
portian of the test. 

While there has been criticism of the 
"right-wrong" M'Naghten test, the 
"irresistible impulse" part of the current 
Federal insanity defense has received 
particularly strong cri ticism in recent 
years. Conceptually, there is sorne appeal 
Eo a defense predicated on lack of power to 
avoid criminal conduct. 



l 
' ¡ 

229 

If one conceives the major purpose of the 
insanity defense to be the exclusion of the 
nondeterrables from criminal responsability, 
a control test seems designed to meet that 
objective. Furthermore, notions of 
retributive punishment seem particularly 
inappropriate wi th respect to one powerless 
to do otherwise than he did. 

The Commi ttee also included language in 
section 20 explici tly providing that mental 
disease or defect other than that which 
renders the defendant unable to appreciate 
the nature and quali ty or wrongfulness of 
his acts does not constitute a defense. 
This is intended to insure that the insanity 
defense is not improperly resurrected in the 
guise of showing sorne other affirmative 
defense, such as that the defendant had a 
"diminished responsibility" or sorne 
similarly asserted state of mind which would 
serve to excuse the offense and open the 
door, once again, to needlessly confusing 
psychiatric testimony. 

The provision that the mental disease or 
defect must be "severe" was added to section 
20 as a Committee amendment. As introduced 
in S. 829, the provision referred only to a 
"mental disease or defect." The concept of 
severity was added to emphasize that 
nonpsychotic behavior disorders or neuroses 
such as an "inadequate personality'', 
"immature personality", or a pattern of 
"antisocial tendencies" do not constitute 
the defense. The Committee also intends 
that, as has been held under present case 
law interpretation, the voluntary use of 
alcohol or drugs, even if they render the 
defendant unable to appreciate the nature 
and quality of his acts, does not constitute 
insanity or any other species of legally 
valid affirmative defense. 
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Signi ficantly, the bill as reported 
shifts the burden of proof of the insanity 
defense to the defendant, who must 
demonstrate, by clear and convincing 
evidence, that his severe mental disease or 
defect caused him not to appreciate the 
nature and quali ty or wrongfulness of his 
acts. More than half of the States now 
place the burden of proving insani ty on the 
defendant, albei t often by a preponderance 
of the evidence standard. As previously 
noted, the Supreme Court in Jones v. United 
States has made it clear that placing this 
burden of proof on the defendant under a 
standard of clear and convincing evidence is 
constitutionally permissible. 

The standard of proof clear and 
convincing evidence is, of course, a 
higher standard than a mere preponderance of 
the evidence. The Committee is of the view 
that a more rigorous requirement than proof 
by a preponderance of the evidence is 
necessary to assure that only those 
defendants who plainly satisfy the 
requirements of the defense are exonerated 
from what is otherwise culpable criminal 
behavior. 

4 U.S. Code Congressional and 
Administrative News, 1989, Págs. 3404 a 3413. 
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Regla 413 Procedimiento para la determinación 
de inimputabilidad por incapacidad 
mental 

En cualquier momento, después de 
presentada la acusaci6n, si se ha presentado 
una moción que alegue la defensa de 
inimputabilidad, la defensa podrá solicitar 
al tribunal mediante mocion ex-parte o 
mediante estipulación la designación de uno 
o varios peri tos para examinar al imputado 
con el propósito de determinar si este era 
imputable, al momento de los hechos. 

El tribunal ante una moción que alega la 
defensa de inim utabilidad or inca acidad 
menta , a solici tu de las partes iniciara 
los trámites para determinar la condición 
mental del imputado mediante el 
procedimiento siguiente: 

(a) El tribunal designará a petición de 
la defensa, del Ministerio Fiscal o a 
instancia propia, uno o varios peritos para 
que examinen al imputado y le rindan un 
informe sobre su condición mental dentro de 
los próximos treinta ( 30) días laborables. 
Si el imputado demostrare su indigencia, los 
exámenes periciales necesarios a su defensa 
deberán ser pagados por el Estado. 

Al finalizar el examen el perito 
designado someterá un informe escrito al 
tribunal sobre sus hallazgos y conclusiones 
con copia al Ministerio Fiscal y al abogado 
de la defensa. 

(b) El examen mencionado en el inciso 
(a) sera llevado a cabo con el unico 
proposi to de determinar la condicion mental 
del imputado al momento de los hechos, y no 
podrá ser unido a un examen para determinar 
procesabilidad a menos que se solicite y 
demuestre la existencia de motivos fundados. 

( c) El informe del perito incluirá los 
aspectos siguientes : 

( 1) relación del historial médico 
y síntomas que presenta; 
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(2) descripción de los exámenes, 
pruebas y tecnicas utilizadas 
realizacion del examen; 

en la 

descripción de los hallazgos 

(4) opinión sobre la capacidad del 
imputado para haber tenido la actitud mental 
requerido como elemento del delito imputado 
y si la enfermedad o defecto mental 
contribuyo a dicha conducta criminal; 

(5) identificación de las fuentes 
de información; 

(6) señalamientos de la base 
fáctica en que basó su diagnóstico, y 

( 7) descripción del proceso mental 
mediante el cual llegó a sus conclusiones. 

(d) De no poderse celebrar el examen 
por la negativa del imputado a participar, 
el informe deber& indicar si la negativa del 
imputado es el producto de su incapacidad 
mental o de alg6n estado mental especifico. 
De ser demostrado lo contrario, el tribunal 
podra prohibirle a la defensa presentar 
prueba pericial con relacion a su condicion 
mental. 

El abogado de la 
presente durante el 

defensa ~odrá estar 
examen solo si lo 

autoriza el perito. 

(e) Si notificadas las partes del 
informe que provee el inciso (c) de esta 
regla no son presentadas ob · eciones a É,ste 
dentro del termino de diez 10 dias a 
contar desde su notificacion, el tribunal 
procedera a hacer una determinacion a base 
de dicho informe. De ser presentadas 
ob~eciones dentro de tal periodo, el 
tribunal ordenara a la parte que lo obJete a 
ofrecer cualquier otra prueba pertinente a 
la controversia. 
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El peri to que hubiere suscrito el 
informe deberá, a solicitud de 
disponible para declarar y 

parte, estar 
ser 

contrainterrogado respecto al 
podrá 

contenido de 
su informe. 

(f) El Ministerio Fiscal tendrá derecho 
a solicitar al tribunal que el imputado sea 
examinado para determinar su condicibn 
mental al momento de los hechos, sin que 
este derecho estÉl supeditado a que el 
imputado haya alegado la defensa de 
insanidad mental. 

El informe a que hace referencia esta 
r~gla no podrá ser utilizado por el 
Ministerio Fiscal hasta que la defensa 
notifique la defensa de incapacidad mental. 

(g) El testimonio ofrecido por el 
imputado durante el proceso de ser sometido 
a examen conforme esta regla y el contenido 
del mismo no serán admisibles en evidencia 
en su contra en ningun procedimiento 
criminal o controversia que no este 
relacionado la condicion mental del imputado 
al momento de los hechos. 

COMENTARIO 

La regla es nueva. El texto procede en parte del Informe 

sobre Reglas de Procedimiento Criminal de Puerto Rico, según 

revisadas en el año 1985 por ,:;. Secretariado de la Conferencia 

Judicial. 

La regla provee un procedimiento a seguir cuando es levantada 

la defensa de insanidad mental y haya que determinar la condición 

mental del imputado al momento de cometer los hechos. 

El Secretariado de la Conferencia Judicial en su informe de 

noviembre de 1983, El incapacitado mental en el proceso criminal, 
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presentado en la Décima Sesión Plenaria de la Conferencia 

Judicial, recomendó la adopción de una nueva regla para permitir 

un procedimiento cuando fuere levantada la defensa de insanidad 

mental y fuere necesario determinar la condición mental del 

imputado. Este es un procedimiento distinto y separado del 

procedimiento utilizado para determinar la procesabilidad. 

La regla provee para la designación de peritos para examinar 

al imputado y rendir un informe escrito al tribunal sobre los 

resultados. El examen practicado 
, 

sera a los únicos efectos de 

determinar la condición mental del imputado al momento de los 

hechos. No podrá ser unido a un examen de procesabilidad a menos 

que sea solicitada y demostrada la existencia de motivos fundados. 

En la esfera federal mediante la Ley P.L. 98-473, se 

enmendaron las disposiciones relacionadas con el procedimiento a 

seguir para determinar si el imputado estaba mentalmente 

incapacitado al momento de cometer los hechos. Dicha legislación 

titulada "Insanity Defense Reform Act of 1984" (18 U.S.C. secs. 

4242 y 4247), dispone un procedimiento sustancialmente similar en 

cuanto a la preparación del informe del perito sicólogo o 

siquiátrico al que ya propusiera el Secretariado en su informe de 

noviembre de 1983. 
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Procedimiento para imposición de la medida 
de seguridad 

Las medidas de seguridad sólo se 
impondrán mediante sentencia judicial en los 
casos de absolución po'r incapacidad mental, 
alcoholismo, toxicomanía, adicción o 
dependencia, o delincuencia sexual. 

Cuando el imputado fuere absuelto por 
razón de incapacidad mental y tt1viera el 
trHmaal 13ase rasoaal3le para ereer que es 
Rocosaria la imposieion de la medida de 
eeg,a.ridad, iniciará los trámites para baeor 
la eaterminaoión eorrespoadicnte si~uieado 
el proeeaimieato estal3leeiao en esta regla 
o en aquellos casos de personas convictas 
que podrían quedar sujetas a una medida de 
seguridad, el tribunal, luego del fallo o 
veredicto no dictará sentencia hasta 
completados los procedimientos bajo esta 
regla. Los tÉarminos para dictar sentencia 
no aplicará.n. El tribunal seguirá. el 
procedimiento siguiente: 

(a) Examen siquiátrico o 
sicológico. El tribunal designará, a 
petición del Ministerio Fiscal o a 
iniciativa propia, un siquiatra o un 
sicólogo o a ambos para que examinen a la 
persona y rindan un informe sobre su estado 
mental. El examen será a los Únicos fines 
de asistir al tribunal en la determinación 
respecto a la in:tornaeióa reclusión de la 
persona. El examen deberá ser efectuado y 
un informe rendido al tribunal con copia al 
Ministerio Fiscal y a la defensa dentro de 
los treinta ( 30) días siguientes al fallo o 
veredicto. Por justa causa el tribunal 
podrá extender el termino, pero Runea por t1B 
período eR OJECCSO de dies (10) días 
aQigienales. 

Ea adíe iÉrn, al iaforme el.el siquiatra y/o 
. , 1 , sieo ego ael3era rendirse el eorrespondieRto 

informe soeial realizado por t1n ofieial 
t3r0Batorio. 
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Custodia temporera. Mientras -a-e­
sea realizado el procedimiento que 

esta regla, el tribunal podrá 
que la persona quede bajo la 

de una institución adecuada. 

Vista. Si notificadas las partes 
del informe no se presentaren son sometidas 
objeciones a éste dentro del termino de 
cinco (5) días a contar desde su 
notificación, el tribunal procederá a hacer 
una determinación basándose fundada en 
dichos informes. De presentarse ser 
presentadas objeciones dentro de tal período 
el tribunal señalará una vista para dentro 
de los próximos cinco (5) días. A solicitud 
de parte, los autores de cualesquiera de 
dichos informes deberán ser llamados a 
declarar. La parte que objeta el informe 
tendrá derecho a contrainterrogar a los 
autores de los informes y a ofrecer 
cualquier otra prueba pertinente a la 
controversia. 

La persona podrá solicitar ser examinado 
por profesionales de su elección para que 
estos rindan a su vez informes al tribunal. 
Si el imputado demostrare su indigencia, 
tales exámenes serán sufragados por el 
Estado. 

Las Reglas de Evidencia serán de 
aplicación en este procedimiento y la 
persona tendrá el derecho a estar 
representada por abogado. 

En la vista podrá ser presentada 
evidencia de convicciones 
demostrar la necesidad de la 

previas para 

la medida de seguridad. 
imposicibn de 

(d) Aplicación de la medida de 
seguridad. Si el tribunal determinare 
conforme a la evidencia presentada que la 
p~rsona por su peligrosidad constituye un 
riesgo para la sociedad o que habría de 
beneficiarse con dicho tratamiento, dictará 
sentencia imponiendo la que imponga medida 
de seguridad y de,;;:retai:ic;lg ordenará su 
iateraaeióa reclusión en una institución 
adecuada para su tratamiento. 
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internaeién La 
prelengarse ser prolongada 
realmente requerido para la 
sociedad y el bienestar 
interaada recluida. 

reclusión podrá 
por el tiempo 

seguridad de la 
de la persona 

En estos casos será obligación de las 
personas a cargo del tratamiento informar al 
tribunal triiaestraliaeate cada trimestre 
sobre la evolución del caso. 

Si el tribunal determinare 
medida de seguridad, ordenará que 
sea puesta en libertad, si 
iatsraaea recluida. 

no imponer 
la persona 

estuviese 

(e) Revisión periódica. Anualmente, 
y previa vista en sus méritos, el tribunal 
ce proa~neiará hará un pronunciamiento sobre 
la continuación, la modificacion o la 
terminación de la medida de seguridad 
impuesta sin perjuicio de poder hacerlo en 
cualquier momento en que las circunstancias 
lo aconsejen o a petición de la persona bajo 
cuya custodia -se- haya sido interaade 
recluido. 

Si del desarrollo favorable del 
tratamiento el tribunal puede raseaableiaento 
deducir que la curación y readaptación de la 
persona puede continuar eperándese en la 
libre comunidad con supervisión, podrá 
concederla. 

(f) Informes. A los efectos de la 
revisión periódica de la medida de seguridad 
el tribunal deberá tener el informe de un 
siquiatra o de un sicólogo o de ambos. En 
cuanto a estos informes, regirán las normas 
del inciso (c) de esta regla. 

(g) Notificación de la continuación, 
modificación o terminación de la medida de 
seguridad. Cualquier pronunciamiento del 
tribunal con relación a la medida de 
seguridad impuesta deberá ser notificada a 
las partes e instituciones eoaeeraidas 
interesadas. 
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(h) Récord oficial. Se llevará un 
récord oficial de todos los procedimientos 
aquí establecidos para la aplicación, 
continuación, modificación o terminación de 
la medida de seguridad. 

( i) Negativa de la persona a cooperar 
en exámenes. En los casos en que la 
persona rehuse participar o cooperar en los 
exámenes conducentes a la aplicación de una 
medida de seguridad, el informe siquiátrico 
o sicolbgico debera indicar, en lo posible, 
si la negativa es el eroducto de su 
incapacidad mental o de algun estado mental 
especifico. 

( j ) Inadmisibilidad de testimonio 
ofrecido durante exámenes o su contenido. 
El testimonio ofrecido por una persona 
durante el proceso de ser sometido a 
examenes conforme a esta regla y el 
contenido de dichos exámenes no será 
admisible en evidencia en contra de la 
persona en procedimiento criminal o 
controversia alguna, excepto en un 
procedimiento para la aplicacion de una 
medida de seguridad. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

241 de 

El Código Penal de Puerto Rico en el Capítulo sobre Medidas 

de Seguridad, 33 L.P.R.A. Secs. 3351 et seq., incorporó a nuestro 

ordenamiento penal las medidas de seguridad que aplicarán en los 

casos de incapacitados mentales, alcohólicos, adictos a drogas y 

delincuentes sexuales peligrosos. Estas medidas tienen como 

objetivo la protección de la sociedad y el tratamiento y ayuda al 

delincuente. 

Las enmiendas propuestas fueron recomendadas por el 

Secretariado de la Conferencia Judicial en el informe: El 

incapacitado mental en el proceso criminal, de noviembre de 1983, 

presentado en la Décima Sesión Plenaria de la Conferencia 

Judicial. 
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Regla 415 Traslado; fundamentos 

A solicitud ae El Pueals del Ministerio 
Fiscal o del aeusaas imputado, un tribunal 
ante el cual se hallare pendiente una causa 
criminal, podrá trasladarla a otra sala 
dentro de la jurisdicción del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico por los sig,üent.es 
fundamentos siguientes: 

(a) Cuando por cualquier razón que no 
sea una de las enumeradas en la Regla ~ 
[403] no pueda satenerse celebrarse un 
juicio justo e imparcial en el distrito 
donde está pendiente la causa. 

(b) Cuando por razón de desorden público 
~ue e11ista en el distrito, no pueda 
eat.enerse celebrarse un juicio justo e 
imparcial para el aeusaae imputado y~ 
Puel3le el Ministerio Fiscal con seguridad y 
rapidez. 

(c) Cuando la vida del aeusaag imputado 
o de algún testigo pueda ponerse en peligro 
si se juzgare la causa en tal distrito. 

(d) Cuando en dicho distrito no pueda 
obtenerse un juraae Jurado imparcial para el 
juicio ael aeHsado. 

(e) Cuando exista la probabilidad real 
de que la publicidad excesiva del caso tenga 
un efecto adverso y perjudicial contra la 
~arte peticionaria y su derecho a un juicio 
JUStO. 

(f) Cuando el imputado o un testigo 
esencial de alguna de las partes sea 
funcionario de una agencia del sistema de 
justicia criminal en el distrito judicial. 

(g) Cuando el caso ha sido remitido a 
una sala sin competencia o or la causas de 
acumulacion establecidas en la Regla 421 

A pesar de los incisos anteriores el 
tribunal podrá motu proprio, previa 
audiencia al imputado y al Ministerio Fiscal, 
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ordenar el traslado de la 
distrito judicial cuando 
conveniencias y los fines 
asilo requieran. 

COMENTARIO 

causa a otro 
el balance de 
de la justicia 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

81 de 

El inciso (e) es una codificación de los casos siguientes: 

Pueblo v. Pérez Santaliz, 105 D.P.R. 10 (1976) y Pueblo v. Chaar 

Cacho, 109 D.P.R. 316 (1980). 
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Regla 416 Moción de traslado; cómo y cuándo se 
presentará 

La moción de traslado se~ presentará 
por escrito, expresará los fundamentos -ea­
qtle se basa de la solicitud y deberá 
apoyarse en declaracion jurada. Dicha 
moción y la declaración jurada se 
presentarán en el tribunal y se notificarán 
a la parte contraria o a su abogado con no 
menos de veinte ( 20) días de antelación al 
primer señalamiento para el juicio, si los 
fundamentos para la misma fueren entonces 
conocidos. Se señalará para discutirse 
antes del juicio. Si los fundamentos para 
tal moción no fueren conocidos por el 
peticionario con so meses de veiflte (20) 
días de antelación al juicio, la moción 
deberá presentarse y notificarse tan pronto 
como fuere posible, pero nunca después de 
ser llamado el caso para juicio, y deberá 
demostrar que la misma no pudo presentarse 
antes. En tal caso el juicio podrá 
pesposerse suspenderse hasta la resolución 
de dicha mocion. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 82 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 417 Moción de traslado; resolución 

Al resolver la moción de traslado, el 
tribunal considerará los hechos alegados -e.ia­

ella y la declaración jurada que se 
acompañe, cualesquiera" otras declaraciones 
juradas que se presenten y la evidencia 
admitida en la vista de dicha moción. Si el 
tribunal concediere el traslado, dictará una 
orden traslaeaaes para el traslado de la 
causa a ~ otra sala de la misma seeeiÓH que 
fuere la prspia del Tribunal de Primera 
Instancia e a la sala mas eoavoniontemonte 
situaea, donde pueda celebrarse un juicio 
justo e imparcial. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

83 de 
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Regla 418- Traslado; orden 

La orden de traslado deberá eori.s i9ri.arso 
ea aeta será mediante resolución escrita. _.z-

-e-±- El secretario remitira inmediatamente del 
tribunal enviará a lá sala a la cual """se 
t.rasladaire traslada la causa, eopias 
eereifieadas Be la orden de traslaQo, Qol el 
expediente y de todas las aet1,;aeioneo 
original, iael1,;yendo incluso las fianzas 
9arantiganeo que garantizan la 
compareciencia del ae1,;sado imputado y de los 
testigos, si las hubiere. El tribunal 
conservará una copia simple del expediente 
trasladado. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

84 de 

Las enmiendas propuestas son con el propósito de actualizar 

la regla a la realidad del trámite seguido en los tribunales. 
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Regla 419 Traslado; si son varios aeHsaaes imputados 

Si hubiere varios aoHsaeos imputados y se 
dictare una orden traslaeanae para el 
traslado de la causa a solicitud de uno o 
varios, pero no de todbs ellos, el juicio de 
los aeHsaaos imputados que no solicitaren el 
traslado se celebrara ante la sala que dictó 
la orden de traslado. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 87 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 



Regla 420 Traslado; trámite en el tribunal al cual 
se traslada 

COMENTARIO 

La sala a la cual se trasladare la 
causa procederá a juzgar el caso y 
dictar sentencia 'al igual que si se 
hubiere iniciado la causa ante ella. 
ai fuere aeeesario para aieHa sala 
tener ante sí las alegaeionec 
ori<SJir;ales u otros aoeumeatos, la sala 
de doade procediere la causa deberá ea 
gyalq~ier momento, a pctici6a del 
fiseal o del ae1::1saao, oraenar su eavío 
por el seeretario, reteniaaGo copia 
eertifieada Ge los mismos 

La regla corresponde a la primera oración de la Regla 88 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La derogación de la segunda 
. , 

oracion es necesaria por la 

propuesta enmienda a la propuesta Regla 418 (R-84). 
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Regla 421 Acumulación y separación de causas 

El tribunal podrá ordenar que dos ( 2) o 
más acusaciones o denuncias sean vistas 
eeRjuRtameate en forma conjunta si los 
delitos y los acusados imputados, si hubiere 
más de uno, pudieron haber sido unidos en 
una sola acusación o denuncia. El proceso 
se seguirá como si se tratare de una sola 
acusación o denuncia. 

Si se radieare presentare denuncia ante 
el Tribunal de Distrito por la comisión de 
un delito menos grave que esté relacionado 
con algún delito grave por haber surgido del 
mismo acto o transacción, o de dos (2) o más 
actos o transacciones relacionadas entre si 
o que constituyeren parte de un plan común, 
el aeusado imputado o el fiseal Ministerio 
Fiscal podrán solicitar del Tribunal 
Superior de Distrito [sie] y éste emitirá, 
una orden para que se eleven los autos del 
caso para ante el Tribunal Superior. La 
solicitud del aeusado imputado deberá 
radiearso presentarse en el Tribunal de 
Distrito antes de que haya comenzado el 
juicio en el Tribunal Superior. El 
procedimiento en el Tribunal Superior -5€­

continuar& teaien~o eomo ~ase con el uso de 
la denuncia raeieada presentada en el 
Tribunal de Distrito y el juicio se 
ventilará por tribunal de derecho. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

89 de 

Al considerar si debe ver las causas en conjunto, el tribunal 

deberá tomar en cuenta, en cada caso, si la economia procesal 

lograda al eliminar una serie de juicios, debe prevalecer sobre 
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el derecho del imputado de tener un juicio rápido, justo e 

imparcial. El propósito de la regla es acelerar la 

administración de la justicia y evitar los juicios en masa. 

Habrá circunstancias en que la parte imputada de delito podrá 

beneficiarse de la acumulación al evitar las molestias de juicios 

en serie; porque cree tener una mejor oportunidad de recibir una 

sentencia en forma concurrente, y puede tener mayor accesibilidad 

a la evidencia testifical, pues al efectuarse un solo juicio la 

memoria del testigo tiende a 
, 

ser mas clara y la efectiva 

comparecencia del mismo en el juicio quedaría mejor asegurada. 

La visión del caso en la mente del juzgador de los hechos 

resultaría más amplia y completa al poder valorar toda la prueba 

en conjunto. 
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Regla 422 Juicio por separado; fundamentos 

Si se demostrare que un aeuoade imputado 
o El Pueble el Ministerio Fiscal han de 
perjudicarse por haberse unido varios 
delitos o acusados imputados en una 
acusación o denuncia, o por la celebración 
del juicio conjuntamente, el tribunal podrá 
ordenar el juicio por separado de delitos o 
de acusados imputados, o conceder cualquier 
otro remedio que en justicia proceda. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

90 de 
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Regla 423 Juicio por separado; en casos de 
declaraciones, admisiones~ o 
confesiones de un coacusado -

A solicitud de un coacusado el tribunal 
ordenará la celebraci6n de un juieis juicios 
por separado cuando se aeusare a sean 
acusadas varias personas y una de ellas 
hubiere hecho declaraciones, admisiones o 
confesiones pertinentes al caso que 
afeetaren afecten adversamente a dicho 
coacusado, a menos que el fiseal Ministerio 
Fiscal anunciare que no ofrecera tales 
declaraciones, admisiones o confesiones como 
prueba y que tampoco hará, en forma alguna, 
referencia a las mismas durante el juicio. 

Esta regla no será aplicable a juicios en 
que los imputados sean acusados por el 
delito de conspiracion, excepto cuando 
fueren acusadas conjuntamente varias 
personas por dicho delito, ya sea como Único 
delito imputado, o en unión a otros 
delitos. El tribunal a solicitud de una de 
ellas, ordenara para esta la celebracion de 
un juicio por separado si demostrare que 
alguno de los otros coacusados en el cargo 
de conspiracion, despues de realizado o 
fracasado el obietivo para el cual se tramo 
la alegada consr:: "-,c1ciÓn, hizo declaraciones, 
admisiones o co~_2siones pertinentes al caso 
que han de afectarlo, a menos que el 
Ministerio Fiscal anunciare que no ofrecera 
tales declaraciones, admisiones o 
confesiones como prueba y que tampoco hara, 
en forma alguna, referencia a las mismas 
durante el juicio. 

COMENTARIO 

El primer párrafo de la regla corresponde, en parte, a la 

Regla 91 y el segundo párrafo, en parte, a la Regla 92 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

La regla propuesta recoge la norma aplicable cuando el cargo 

imputado o uno de ellos es el de conspiraci6n. En 

Pueblo v. Echevarría Rodríguez, 91 J.T.S. 43, 128 D.P.R. 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico aclar6 que si uno de los 

cargos es el de conspiraci6n, aunque éste no sea el Único delito 

imputado, aplican las Reglas 91 y 92 de Procedimiento Criminal 

de 1963. 
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Regla 424 Acumulación o separación; cómo y cuándo 
se presentará la solicitud 

La solicitud para la acumulación o 
separación de causas eajo las Reglas 89 a 92 
deberá presentarse por escrito, ooa ao meaos 
€le veiate (:lO) €lías €le aatelaeiéa al juioio 
y eJrpresará las rasones en que se fun0.a. 
Deberá net:ifiearse a la otra ¡;,arte, cumplir 
con lo dispuesto en la Regla [401]. Por 
causa justificada, el tribunal podrá 
permitir que aio\:ia la solicitud se presente 
en cualquier momento-antes de ser llamado el 
caso para juicio. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

93 de 

La regla está disponible tanto para la defensa como para el 

Ministerio Fiscal. 
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Regla 425 Orden aeeeeéimanea para desestimar el 
proceso; cuándo impide uno nuevo 

(a) Una resolución aeelaranea que 
declara con lugar una moción para desestimar 
no sera impedimento para la iniciación de 
otro proceso por el mismo delito a menos~ 
el Elefeeto tt oBjcciéa f1:1eFe irist1Bsanable, e 
a meaos que tratáaaooe Ele ua. delito meaoo 
gravo (misElemeaaer) Elicha moeibn f~ere 
Qaglaraga gon lugar par algufle ae les 
f uaElameatos relacioaades ea la R:e'3la € 4 ( Fl) 
de que se haya desestimado con anterioridad 
en más de una ocasi6n or cual uiera de los 
fundamentos de la Regla 402 o y cuando el 
tribunal determine ue la Última 
desest1mac1on 1mp1 evo proceso uego 
de considerar los actores siguientes: 

(1) La gravedad del delito. 

(2) Las circunstancias o razones 
que dieron lugar a la desestimación. 

(3) El impacto de un nuevo 
sobre el derecho constitucional a 
rap1do y sobre la administraciOn 
justicia criminal. 

proceso 
juicio 
de la 

(b) Desestimación de delito menos 
rave. Decretado una desestimacion por los 
undamentos de la Regla 402 o y el delito 

es menos grave, la desestimaci6n será con 
perjuicio a menos que la nueva presentacion 
sea por un delito grave. 

(c) Desestimación de delito grave. 
Si el delito fuera se desestima por 
los fundamentos de Regla 402 o, el 
tribunal hará un cbmp~to, para determinar si 
desde la comisiOn d,, los hechos hasta la 
fecha de la nueva presentacion el delito 
prescribió. Si el delito no ha prescrito y 
no se trata de una nueva acusaciOn que 
contenga cargos distintos o nuevos o que 
incluya a otros imputados, el Ministerio 
Fiscal podrá presentar de nuevo el pliego 
acusatorio por ese delito grave, ya que los 
trámites anteriores válidos subsisten. 
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COMENTARIO 

El inciso (a) de la regla corresponde, en parte, a la Regla 

67 de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. Se elimina 

la distinción de delito grave y menos grave e incorpora criterios 

para guiar la discreción del tribunal al determinar si la 

desestimación será o no con perjuicio cuando el caso se desestima 

por incumplimiento de los términos de juicio rápido. 

El inciso (b) es una codificación de los casos Pueblo v. 

García, 71 D.P.R. 227 (1950) y Pueblo v. Maldonado, 77 D.P.R. 638 

(1954). 

El inciso (c) es una codificación del caso Pueblo v. Ortiz 

DÍaz, 95 D.P.R. 244 (1967). 
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Regla 426 Sobreseimiento 

(a) Por el Seeretarie de Jaetieia e 
fieeal Ministerio Fiscal. El Seeretarie de 
J~etieia o el íiseal podráa, Ministerio 
Fiscal podrá previa aprobación del tribunal, 
sobreseer una denuncia o acusación con 
respecto a todos o algunos de los amasaees 
imputados. y el p:cooese seni:ra diohes 
aeusaelos (iueeará t:ermiaaeo, Eucef)to eeg~n 
se eispene en el insise (o) de e sisa regla, 
8:ieho sobreseimiento ao p'odrá solicitarse 
duraRte el juicio, sin el eoaoeHtimiento E1.o 
diehee aeuoaBos, El sobreseimiento 
decretado a solicitud del Ministerio Fiscal 
no impedira un nuevo proceso por los mismos 
hechos a menos que este en forma expresa 
solicite que el sobreseimiento sea con 
perjuicio. El tribunal no aprobará el 
sobreseimiento que solicite el Ministerio 
Fiscal durante la celebración del JUJ.cio a 
menos que medie el consentimiento del 
imputado. 

(b) Por el tribunal, ereea. Cuando 
ello sea conveniente para los fines de la 
justicia y previa celebración de vista en la 
cual participará el fiseal Ministerio 
Fiscal, el tribunal podrá decretar el 
sobreseimiento de una acusación o denuncia. 
Las causas de sobreseimiento deberán 
exponerse en la ~den que al efeete se 
elietare dicte, cual se unirá al 
expediente Eiel ¡a: ,,re-se. En dicha orden, 
tambiÉm se expone~ á si el sobreseimiento 
será con o sin perjuicio de que se permita 
iniciar un nuevo proceso por los mismos 
hechos. 

(c) Exclusión ae aeaeaEia del imputado 
para prestar testimonio. En un proceso 
contra dos o más personas el tribunal podrá, 
en cualquier momento después del comienzo 
del juicio pero antes ~ae les aeasades 
haaieren eemengade sa defensa, ordenar de 

ue hubiese comenzado la rueba de defensa 
ordenar, de con orm1dad a lo solicitado por 
el Ministerio Fiscal que se excluya del 
proceso a cualquier .s .. sa<il.e imputado, de 
modo que pueda servir de testigo de El 
Pueblo de Puerto Rico en el juicio. Caande 
so hu~ioro inaluide a E1os o mis percoaac en 
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la misma. ac11saoién y el tril3unal fuere Qs 
eJ!liiüÓR que E.e eitist.ea J!lruebas sufieieRt.es 
contra uno de loo aeusa8:oo, deberá 8.earetar 
que se le elieluya del proeeso, aRt.es de 
t.ermiaarse el periodo .de la prueba, de mede 
que pueda servir de t.est.igo a su eompaí'i.ero, 
Luego de haberse decretado el sobreseimiento 
o la absolución perentoria de algún 
coacusado el tribunal podr& permitir que el 
coacusado exonerado sirva como testigo de 
defensa si no hubiese concluido la 
presentacion de la prueba en el juicio. 

( d) Efeet.es, 
decretado de aeuerdo 
na auevo proGeso por 

El sobreseimieRto 
eoa esta regla il!lfledirá 

los mismos hechas, 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 247 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. Se elimina el 

inciso < d l 

perjuicio. 

que requiere que todos los archivos sean con 

Al permitir que los sobreseimientos puedan decretarse 

con o sin perjuicio se le confiere mayor flexibilidad y agilidad 

al proceso criminal. La regla permite disponer de casos cuyas 

circunstancias lo requieran sin el agravante de impedir un nuevo 

proceso por los mismos hechos de surgir las circunstancias 

apropiadas. Esta enmienda atempera a su vez nuestra regla de 

sobreseimiento con la Regla 48 de Procedimiento Criminal federal 

que no impide, como norma, el inicio de un nuevo proceso cuando 

se decreta el archivo de un caso. 
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Sobreseimiento y exoneración de 
acusaciones 

El tribunal luego del am,saEl.e imputado 
hacer una alegación a.e culpabilidad y sin 
hacer pronunciamiento de culpabilidad cuando 
el Seeretarie ele Jt1stieia a el fiseal 
Ministerio Fiscal lo solicitare y presentare 
evidencia de que el aeusaae imputado ha 
suscrito un convenio para someterse a 
tratamiento y rehabilitación en un programa 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, o 
privado, supervisado y licenciado p~r una 
agencia del Estado Libre Asociado, as1 como 
una copia del convenio, podrá suspender todo 
procedimiento y someter a dicha persona a 
libertad a prueba bajo los términos Y 
condiciones razonables que tenga a bien 
requerir, y por el término dispuesto en el 
convenio para la rehabilitación del aeusaEl.e 
imputado el cual no excederá de cinco ( 5) 
años. 

Como parte de los términos del convenio 
estará el consentimiento del aeusaEl.e 
imputado a que, de cometer un delito grave, 
se celeBre eoajuHtamentc acumule con la 
vista de determinación de causa probable 
para el arresto, la vista sumaria inicial 
que disponen las secs. 1026 et seg. de este 
título. La determinación de causa probable 
de la comisión de un nuevo delito es causa 
suficiente para, en ese momento, revocar 
provisioaalmeate en forma provisional los 
beneficios de libertad a prueba y referir al 
imputado al tribunal sentenciador para el 
acto de pronunciamiento de la sentencia. El 
imputado, consentirá, además, a que le sea 
revocada su libertad a prueba en ausencia y 
sentenciar S1 este ha abandonado la 
jurisdiccion o si se desconoce su paradero 
por haber cambiado de direccibn sin haberlo 
informado a su oficial probatorio. 

En el caso de incumplimiento de una 
condición de la 1 ibertad a prueba, el 
tribunal podrá dejar sin efecto la libertad 
a prueba y proceder a dictar sentencia 
siguiendo lo dispuesto en las secs. 1026 et 
seg. de este título. 



256 

Si durante el período de libertad a 
prueba la persona no viola ninguna de las 
condiciones de la misma, el tribunal, en el 
ejercicio de su discreción, y previa 
celebración de vista en la cual participará 
el riseal Ministerio Fiscal, podrá exonerar 
la persona y sobreseer el caso en su 
contra. La exoneración y sobreseimiento 
bajo esta regla se llevará a cabo sin 
declaración de culpabilidad por el tribunal, 
en carácter confidencial, no accesible al 
público, y separado de otros reeeras 
expedientes, a los fines exclusivos de ser 
utilizados por los tribunales al determinar 
si en procesos subsiguientes, la persona 
cualifica bajo esta regla. 

La exoneración y sobreseimiento del caso 
no se considerará como una convicción a los 
fines de las descualificaciones o 
incapacidades impuestas por ley a los 
convictos por la comisión de algún delito y 
la persona así exonerada tendrá derecho a 
que el Superintendente de la Policía le 
devuelva euales~uiera réeeras el expediente 
de huellas digitales y fotografías que obren 
en poder de la Policía de Puerto Rico, 
tomadas en relación al caso sobreseído. 

La exoneración y sobreseimiento de que 
trata esta regla sólo podrán concederse en 
selameate una ocasiona cualquier persona. 

La aceptación por un aeusaae imputado del 
sobreseimiento de una 
fundamento señalado en 

causa por el 
esta regla 
desestimación 

fundamentos 
(e), f+t(h), 

constituirá una renuncia a la 
de la acción por los 
relacionados en los incisos 
tm-t (E_) y tft-1 (~) de la Regla -64- [402]. -

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 247.1 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. Se incluyó la 

condición de revocación en ausencia que incorporó la Ley Núm. 29 

del 8 de diciembre de 1990 a las condiciones generales de 

libertad a prueba. 
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Regla 428 Alegaciones preacordadas 

En todos aquellos casos en que meEl.ia:Eea 
als9aoieQos prgaoorQaQas gntro la defensa 
del imputado y el representante del 
Ministerio PHblies Fiscal, estén negociando 
una alegación preacordada se seguirá ante el 
tribunal con competencia para celebrar el 
juicio el si9uieate procedimiento siguiente: 

(1) El fieeal Ministerio Fiscal y el 
imputado, por mediacion de su abogado, 
podrán iniciar conversaciones con miras a 
acordar que, a cambio de una alegación de 
culpabildad por el delito alegado en la 
acusación o denuncia, o por uno de grado 
inferior o relacionado, el fiseal Ministerio 
Fiscal se obliga a uno o varios de los 
siguientes cursos de acción: (a) solicitar 
el archivo de otros cargos pendientes que 
pesen sobre él; (b) eliminar alegación de 
reincidencia o delincuencia habitual; (c) 
recomendar una sentencia en particular o no 
oponerse a la solicitud que haga la defensa 
sobre una sentencia específica, 
entendiéndose que ni lo uno ni lo otro serán 
obligatorios para el tribunal, o (d) 
acordar que determinada sentencia específica 
es la que dispone aeeeua<ilal!leate en forma 
adecuada del caso. 

El tribunal no participará en estas 
conversaciones. 

(2) De llegarse a un acuerdo, las partes 
notificarán de sus detalles al tribunal en 
oorte aBiorta sesión pública, o en cámara si 
mediare justa causa para ello. Dicho 
acuerdo se hará constar en récord. Si el 
imputado se refierG a alguno de los cursos 
de acción especificados en los incisos (a), 
(b) y (d) del párrafo que antecede, el 
tribunal podrá aceptarlo o rechazarlo, o 
aplazar su decisión hasta recibir y 
considerar el informe presentencia. Si el 
curso de acción acordado fuere del tipo 
especificado en el inciso (c) de dicho 
párrafo el tribunal advertirá al imputado 
que si la recomendación del fiseal 
Ministerio Fiscal o la solicitud de la 
defensa no es aceptada por el tribunal, el 
imputado no tendrá derecho a retirar su 
alegación. 
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( 3) Si la alegación preacordada es 
aceptada por el tribunal, éste informará al 
imputado que la misma se incorporará y se 
hará formar parte de la sentencia. 

(4) Si la alegación preacordada es 
rechazada por el tribunal, éste así lo 
informará a las partes y advertirá al 
imputado pcl!'sor=talmcate en eorte a13ierta 
sesión pública, o en cámara si mediare justa 
causa para ello, que el tribunal no está 
obligado por el acuerdo, y brindará al 
imputado la oportunidad de retirar su 
alegación. Le advertirá, además, que si 
persiste en su alegación de culpabilidad, la 
determinación final del caso podrá serle 
menos favorable que la acordada entre su 
abogado y el fiseal Ministerio Fiscal. De 
este trámite se tomara constancia en el 
récord. 

(5) La notificación al tribunal sobre 
una alegación preacordada se hará mediante 
moción al efecto en un término no menor de 
treinta ( 30) días antes del primer 
señalamiento para el juicio, ~referiblemeate 
ea el asto ae leetura Be la aewoaeióa; pero 
el tribunal podrá, en el ejercicio de su 
discreción, si las circunstancias lo 
ameritaren, permitirlo en cualquier otro 
momento. 

(6) La existencia de una alegación 
preacordada, sus términos o condiciones, y 
los detalles y conversaciones conducentes a 
la misma no serán admisibles contra el 
imputado en ningún procedimiento criminal, 
civil o administrativo si la alegación 
preacordada hubiere sido rechazada por el 
tribunal o invalidada en algún recurso 
posterior o retirada vilieameate por el 
imputado. Lo anterior será admisible por 
excepción en un procedimiento criminal por 
perjurio contra el imputado easaee ea si las 
manifestaciones fueron hechas por él bajo 
juramento. 

( 7) Al decidir sobre la aceptación de 
una alegación preacordada el tribunal deberá 
cerciorarse de que sirve al interés público, 
de que ha sido hecha con pleno conocimiento, 
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conformidad y voluntariedad del imputado, 
que es conveniente a una sana administración 
de justicia, y que ha sido lograda conforme 
a derecho y a la ética. A este fin, el 
tribunal podrá requerir del fiscal 
t1inisterio Fiscal y del abogado del imputado 
aquella información, datos y documentos que 
tengan en su poder y que estime necesarios, 
y podrá examinar al imputado y a cualquier 
otra persona que a su juicio sea conveniente. 

He podrá acogerse al sistema de 
alegaeioaes preaeordadas aiaguaa porsoaa a 
e¡uiea se le impute la violaeiém a los 
ineisos (a) y (b) do la see, ¿4Q§ ó la sos 
¿4lla de la "Ley de Sustaaeias Coatroladas 
de Puerta RigG 11 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

72 de 

Tanto en la jurisdicción federal como en las jurisdicciones 

estatales y en Puerto Rico se ha establecido la validez 

constitucional de las alegaciones preacordadas. Se reconoce 

además, que es una práctica de gran utilidad que debe 

estimularse. Sin las alegaciones preacordadas sería difícil 

enjuiciar a todas las personas acusadas de cometer delitos dentro 

de los términos requeridos por el ordenamiento procesal y por la 

Constitución. Brandy v. United States, 397 US 742 (1969); Pueblo 

v. Mojica Cruz, 115 D.P. R. 569 ( 1984) y Pueblo v. Marre ro 

Ramos, 90 J.T.S. l. 
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Según lo dispuesto por el derecho procesal penal ni el Estado 

ni el imputado están obligados a iniciar conversaciones para 

llegar a un acuerdo sobre alegación preacordada. De iniciarse 

conversaciones al respecto el tribunal no participará de las 

mismas. Si las partes llegan a un acuerdo, se le concede 

discreción al tribunal para aceptarla o rechazarla, de modo que 

la realización de sus respectivas expectativas depende totalmente 

de la discreción del tribunal. Al hacer alegación de 

culpabilidad el imputado renuncia a valiosos derechos 

constitucionales, tales como: el derecho a que se pruebe su 

culpabilidad más allá de duda razonable; el derecho a un juicio 

justo, imparcial y público; el derecho a ser juzgado ante un juez 

o Jurado y a presentar evidencia a su favor y rebatir la 

evidencia presentada en su contra. Si la alegación preacordada 

se retira con anterioridad a que el imputado haga alegación de 

culpabilidad no está involucrada renuncia a derecho 

constitucional alguno. Pueblo v. Figueroa García, 92 J.T.S. 5. 
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Regla 429 Defensas y objeciones; 
cbmo y cuándo se promoverán 

(a) En general. La eJEeepeiSa 
13erente:ria y st1:al~1c1ie.J:" Gtra. alegación a la 
acusacibn o denuncia será ~ue ae fuere la de 
culpable -&, no culpable o nolo contendere 
q110Gs.n a~1i9:a.e. 'I!odas las 0:efensa:e, 
ohjeeioaes y remedios 1'>asta a1'>ora 
€lio13oail3lee me9:iaHte moeión o e1caopeiÓR 
pcrtca'E:eria I o cualEJ:uier Cualquier otra 
alegación qu.s RO fuerg la de c11lpaJ;;>l0 o ng 
eulf)aele deeer~fi deberá presentarse mediante 
mocibn escrita para desestimar o para 
solicitar un remedio apropiado. 

(b) En el Tribunal Superior. Excepto 
las defensas de falta de jurisdiccibn del 
tribunal y, la de que no se imputa delito, y 
que el imputado fue indultado por el delito 
imputado las cuales podran presentarse en 
cualquier momento, cualquier defensa u 
objeción susceptible de ser determinada sin 
entrar en el caso en su fondo se debera 
promover mediante mocion presentada al 
hacerse alegación de no culpable o antes de 
alegar, pero el tribunal podra ~ermitir por 
causa justificada la presentacion de dicha 
moción dentro de un periÓdo gosterior que no 
sera mayor de treinta (30) dias a partir de 
que el imputado responda cuando le sea 
entregada la acusación en los casos en que 
asi <ieba hacerse. Cuando no hubiese 
contestado, el termino sera de no mas de 
treinta (30) dias despues de que se registre 
la alegación de no culpable. 

(c) Tribunal de Distrito o Municipal. 
La moc1.on se presentará, excepto por causa 
debidamente Justificada y fundamentada, por 
lo menos veinte (20) dias antes del juicio. 
La mocion debera notificarse al Ministerio 
Fiscal, contestará en un término no 
mayor e iez 1 ias de aber sido 
notificado. El tribunal resolvera la mocion 
antes del a no ser que aplace su 
resolución ara ser considerada en la vista 

e Todos los asuntos 
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de hecho o de derecho que surja de la moción 
deberá ser juzgadas por el tribunal. 

(d) Requisitos. La mocion deberá 
incluir todas las defensas y objeciones de 
que pueda disponer el imputado. La omisibn 
de presentarla en el término dispuesto 
constituira una renuncia a la misma, excepto 
que el tribunal determine que existi6 causa 
justificada, y lo exime de los efectos de 
incumplir con los términos. 

La moción deberá cumplir con la Regla 
401. Mociones antes del juicio; su forma, 
contenido y resolucion. 

(e) Defectos. Si la moción es por 
defectos de la acusación, denuncia o pliego 
de especificaciones y pueda subsanarse 
mediante enmienda, el tribunal ordenará se 
haga la enmienda, y denegara la mocion. Si 
el tribunal declara con lugar la mocion 
fundada en defectos en la presentación o 
tramitacibn del proceso, o en la acusacion o 
denuncia, podrá también ordenar que se 
manten';!ª al imputado bajo custodia, o que 
continue bajo fianza o condiciones por un 
termino especifico, sujeto a la presentacion 
de una nueva acusación o denuncia. Nada de 
lo aqui expresado afectara las disposiciones 
sobre los términos de prescripcibn. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde, en parte, a la Regla 62, los 

incisos (b) y (d) corresponden, en parte, a la Regla 63, el 

inciso (c) corresponde, en parte, a la Regla 65 y el inciso (e) 

corresponde, en parte, a la Regla 66 de las Reglas de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 430 Alegaciones; presencia del imputado; 
negativa de alegar 

El agns;¡,ee imputado hará alegación de 
culpable -e, no culpable o de nolo 
contendere. La alegación se formulara 
verbalmcBte ea sesión p1ÚBli0a. por el acncaQo 
imputado o su abogado dentro del término de 
treinta (30) días a partir de la entrega de 
la acusación. Una corporación o persona 
jurídica siempre comparecerá a alegar por 
conducto de su abogado. 

Cuando el imputado se negase u omita 
presentar alegación, o cuando una 
corporación o persona jurídica, de~ase ,de 
comparecer, el tribunal anotara una 
alegación de no culpable y solicitud de 
juicio por Jurado en los casos que exista 
ese derecho. 

La alegación -&e­
minutas del tribunal, 
anotarla no afectará 
tramitación del proceso. 

se anotará en 
pero la omisión 
su validez en 

las 
de 
la 

Cuando la acusación i111p1,,t,;¡,re impute un 
delito en grado de reincidencia o 
subsiguiente, reincidencia agravada o 
delineueFwia reincidencia habitual, el 
a.eusaélo imputado podra, al momento de hacer 
alegación, o en cualquier ocasión posterior 
siempre que fuere antes de leerse la 
acusación al juraae Jurado, admitir la 
conviccion o convicciones anteriores y, en 
tal caso, no se hará saber al juraao Jurado 
en forma alguna la existencia de dicha . . , ' . conviccion o convicciones. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a las Reglas 68 y 69 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Se adopta la alegación del nolo contendere, por cuanto hay 

casos en que a una persona imputada de delito le resultaría 

conveniente hacer una alegación de culpabilidad, pero prefiere no 

hacerla para evitar que sea interpretada como una admisión de 

negligencia Eln una posterior acción civil. Un ejemplo de esta 

situación podría ser el homicidio voluntario. El imputado puede 

estar dispuesto a hacer una alegación de culpabilidad y someterse 

a una sentencia en probatoria, sin embargo, ante el riesgo de que 

esa alegación fuere posteriormente admitida, en un caso civil para 

probar la negligencia del demandado-acusado, prefiere hacer 

alegación de inocencia y obliga al Tribunal a ver un caso que 

normalmente no se tendría que ver si no fuera por el riesgo antes 

mencionado. 

Estamos consientes de que a tenor con las disposiciones de la 

Regla 65 V de Evidencia, una alegación por delito menos grave no es 

admisible, sin embargo, el Tribunal Supremo no ha tenido ocasión 

todavía de resolver ese punto específico. 
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Regla 431 Alegacione~; definiciones; advertencias 

a. No culpable. La alegación de no 
culpable constituye una negación de todas 
las alegaciones esenciales de la acusaci6n o 
denuncia. La alegaci6n permitirá la 
presentacibn en evidencia de todos los 
hechos tendientes a establecer una defensa 
sujeto a lo dispuesto en las reglas que 
reglamentan la presentaci6n de defensas y 
objeciones. 

b. Culpable del delito imputado y el 
nolo contendere. La alegación de culpable 
del delito imputado o nolo contendere 
equivale a la aceptacion de las alegaciones 
del pliego acusatorio o denuncia. Las 
alegaciones se convierten en hechos 
incontrovertidos ya probados. El Ministerio 
Fiscal queda relevado de su obligacibn de 
presentar prueba. No se admitirá una 
alegaci6n de culpabilidad o nolo contendere 
por un delito grave a no ser que el imputado 
estuviere presente y formulare la alegaci6n 
en persona. 

La alegación de nolo contendere no podrá 
utilizarse como admision de culpabilidad en 
cualquier accibn civil o criminal que surja 
de los mismos hechos que originan la 
acusacibn o denuncia. El propbsi to de la 
ale aci6n es evitar sanciones civiles 
responsabilidades que de otra orma pudieran 
ocurrir como resultado de una alegacion de 
culpabilidad. 

El imputado que utiliza esta alegación 
renuncia a todas la E, defensas no 
Jurisdiccionales. 

El imputado sólo podrá hacer alegación de 
nolo contendere con consentimiento del 
tribunal. La alegacion sera aceptada 
despuic!s de debida consideraci6n de los 
puntos de vista de las partes y del inter,s 
pÚblico en la administracibn de la justicia. 
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(c) Advertencias al imputado. Antes 
de aceptar una alegación de culpable o de 
nolo contendere, el juez se dirigirá en 
sesión pública al imputado y le informara, y 
determinará si el mismo entiende, lo 
siguiente: 

(1) la naturaleza del cargo por el 
cual se alega, la pena mínima mandatoria 
dipuesta por la ley, si hubiere alguna, y la 
I;'Osible pena máxima dispuesta I?ºr la ley, 
incluso el efecto de cualquier termino 
especial de libertad condicional, si fuere 
aplicable, y que el tribunal podrá disponer 
que haga restitución a la víctima del 
delito; y 

( 2) si el imputado no estuviera 
representado por abogado, que él tiene el 
derecho a estar representado por abogado en 
cada uno de los tramites del procedimiento 
en su contra y, si fuera necesario, que se 
nombrará a uno para que lo represente; y 

( 3) que tiene el derecho de hacer 
alegación de no culpable o reiterar dicha 
alegacion si ya la hubiera hecho, y que 
tiene derecho a juicio por Jurado y que en 
dicho juicio tiene derecho a asistencia de 
abogado, derecho a con y 
contrainterrogar a los su 
contra, y derec o a no ser a 
incriminarse; y 

(4) que si la alegación de culpable 
o nolo contendere es aceptada no habrá 
juicio de forma tal que mediante la 
alegación de culpable o nolo contendere 
renuncia a su derecho a juicio; y 

(5) que si el tribunal interroga al 
imputado bajo juramento, para el récord, y 
en presencia de abogado en relacion con el 
delito respecto del que ha hecho alegación, 
que sus respuestas podran usarse después 
contra él en un proceso por perjurio. 
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(d) Determinación de voluntariedad. 
El tribunal no aceptara una alegación de 
culpable o nolo contendere sin determinar 
primero, dirigiéndose al imputado que la 
alegacibn ha sido voluntaria y no el 
resultado de fuerza o amenazas o de promesas 
salvo el caso de alegacibn preacordada. El 
tribunal investigará si el deseo del 
imputado de hacer alegacibn de culpable o 
nolo contendere es el resultado de 
discusiones previas entre el Ministerio 
Fiscal, el imputado o su abogado. 

(e) Omisión alegar. El 
de formular 

no a ectara a va 

sin formular alegacion. 
se someta a juicio 

COMENTARIO 

La regla consolida las Reglas 70, 73 y 75 de Procedimiento 

Criminal de 1963 y adopta parte de la Regla 11 de Procedimiento 

Criminal federal. 

En la redacción del inciso (b) se utilizó el caso Pueblo v. 

Pueblo International, 106 D.P.R. 202 (1977). 
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Regla 432 Alegación de culpabilidad; negativa del 
tribunal a admitirla; permiso para 
cambiarla 

El tribunal podrá negarse a admitir una 
alegación de culpable i podrá ordenar que se 
anote alegación de no culpable. El tribunal 
podrá además, en cualquier momento antes de 
dictar sentencia, permitir que la alegación 
de culpable se retire y que se sustituya por 
la alegación de no culpable o, previo el 
consentimiento del fioeal Ministerio Fiscal, 
por la de culpable de un delito inferior al 
imputado pero incluido en éste, o de un 
grado inferior del delito imputado. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

71 de 
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Transacción de delitos 

Sólo podrán transi9irso decretarse el 
archivo y el sobreseimiento en aquellos 
delitos menos graves (mísaemeaaer) en los 
que la persona perjudícada pudiere ejercer 
acción civil por los daños sufridos, o le 
sea informado al tribunal el resarcimiento 
el.e los danos sufridos en la comision del 
delito J pero aGn tales aelitos no podr5n 
excepto que los delitos menos graves estén 
relacionados con un delito grave y la 
solicitud de archivo responda a una 
alegacion preacordada relativa a todos los 
delitos. No podra transigirse si se 
eometieran tumultuosamente, o oon la 
iRteaeiéa Se cometer un delito grave 
(felony) o un delito cometido por o contra 
un funcionario judicial o funcionario del 
orden público en el ejercicio de sus 
funciones. 

En aquellos casos en que esta regla 
permite la transacción, si la parte 
perjudicada compareciere ante el tribunal 
donde está pendiente la causa en cualquier 
momento antes de la celebración del juicio y 
reconoct~re plenamente que ha recibido 
reparacion por el daño eausáeele sufrido, el 
tribunal podrá decretar, en el ejercicio de 
su discreción y con la participación del 
fiscal Ministerio Fiscal, aeeretar el 
archivo y sobreseimiento definí ti vo del 
caso, previo Pª1º de las costas. El 
tribunal expondra los fundamentos del 
sob,-eseimiento y archivo, los cuales se 
haran constar en las minutas la minuta. El 
sobreseimiento y archivo asi decretado 
impedirá la formulación de otro proceso 
contra el aeusaao imputado por el mismo 
delito. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

246 de 
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El tribunal debe cerciorarse de que la parte perjudicada elige 

no continuar con el caso por efectivamente haber recibido 

reparación por el daño recibido. No se debe permitir que las 

personas perjudicadas utilicen esta regla, cuando pierden el 

interés en continuar con el caso, y presten declaración falsa de 

haber recibido resarcimiento por los daños sufridos. 

La regla concede discreción al tribunal para no acceder a la 

transacción, cuando considere que además de la lesión de intereses 

privados, se puedan afectar intereses sociales y comunitarios; 

Pueblo v. Ramírez Valentín, 109 D.P.R. 13 (1979). Pero la norma 

procesal no permite una actitud judicial sistemática de rechazo o 

de aceptación sin ponderación de las circunstancias que rodean el 

delito y la seriedad de los daños causados; Pueblo v. vázguez, 120 

D.P.R. 369 (1988). 
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Orden de arresto después de presentada 
acusación 

. , 
Si los la.echos alegaeos en la am,sac1.on 

constituyeren delito y no se la.ubiere 
arrestado al acusaeo flOr dicho delito con 
anterioridad a la flresentaeión de la misma, 
el tribuaal deberá eJepedir la orden 
-ee1~ente para su arresto, El 
funeione.rio e¡ue diligeaciare la orden de 
arresto deberá llevar a la flcrsona arrestada 
sin eemora innecesaria ante el tribunal Ej'Ue 
expidió la ordea o ante eualEj'uier magistraeo 
dispoaible, a los efectos de Ej'Ue se le fije 
fiansa al acnsa'1o 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda su derogación. 

La Sección 10 del Articulo II de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico hace innecesaria la primera oración 

de esta regla. En Pueblo v. Tribunal Superior, 75 D.P.R. 535 

(1953) se señaló que bajo el Código de Enjuiciamiento Criminal de 

1935, los promotores fiscales eran magistrados con autoridad para 

dictar Órdenes de arresto contra personas acusadas de delito y 

para fijar y aprobar fianzas, pero que dejaron de ser tales 

magistrados y de tener tales facultades a partir de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

Hasta la aprobación de la Constitución, si el Ministerio 

Fiscal determinaba causa probable, presentaba la acusación en 

sala abierta sin haberse librado previamente orden de arresto 

contra el imputado. El tribunal estaba en la obligación de 

ordenar la expedición de una orden de arresto (bench warrant) en 

el caso. 
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Luego de la aprobación de la Constitución, la mera 

presentación de la acusación no es suficiente para la expedición 

automática de una orden de a~resto. Tiene que haber mediado 

previamente la determinación judicial de existencia de causa 

probable para el arresto. 

La segunda oración de la regla está cubierta, en parte, por 

la Regla 6 de Procedimiento Criminal de 1963. 
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Regla 69 Alegaeiones, preseneia ael aousado; 
aegativa de alegar 

Eiceepto euaado la aetlsaeiOa ftlere eontra 
uaa eorporaeiOa, RO se admitirá tlRa 
alegaciOa de culpable por UR delito grave 
( feloRy) a RO ser "l"'e el aetlsado esttlviere 
preseate y formtllar?. la ,alegaei&R en 
persona ~aa eorporacioa podra comparecer a 
alegar por eondtleto de stl abogado. Ctlando 
1:1n ae1:1sado se negare a presental'.' alegación 
al31.rna o et.lande "'ªª corporaci&R dejare de . . ' . . -" comparecer se registrara azegaeion ue no 
culpable. 

COMENTARIO 

Esta regla se consolida con la Regla 430. 

presencia del acusado; negativa de alegar . 

Alegaciones: 
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Regla 8§ Traslado, aeusado sajo eustodia 

Si el aeusado se encontrare hajo 
eustodia, la orden dispondrá su traslado, e 
inmediatamente el aleaide de la eáreel en 
que estuviere lo pondrá sajo la eustedia del 
aleaide de la cárcel del distrito al q11-. 
pasare la eausa, 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda la derogación de esta regla. 

La clasificación y ubicación de una persona convicta de 

delito es responsabilidad de la Administración de Corrección y no 

de la Rama Judicial. 
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Traslado; oompareoenoia de testigos 

Cuando una causa se trasladare a otro 
tribunal, los testigos que hubieren prestado 
fiansa para comparecer al juicio, deberán, 
luego de ser notificados de dieho traslado, 
compareeer ante la sala a la eual se 
trasladó la causa, en la fecha para la eual 
se les eitare. au ausencia será. sufiGionte 
causa para la eonfiseaGiÓn de la fian~a 

COMENTARIO 

El Comité Asesor recomienda la derogación de esta regla. 
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Juieio por separador delito do 
conspiración 

Cuando fueron acusadas eonjuntamonto 
-va-i:--Hls porson::i.s por el delito do 
cot1spiraci&a, el triburial a solicitud de una 

' ' 1 1" ., do ollas, ordenara para ostaa oo o,,raoion 
do un juioio por separado si demostrare E¡ue 
alguno do los otros oonspiradoros, después 
do roalisado o fraoasado el ol3jotivo para el 
oual se tramó la alegada conspiración, hiso 
declaraciones, admisiones o confesiones 
portiontos al caso EJUO han ao afoetar 
adversamente a la persona EJUC solicitare el 
juici'? por separaao, a monos que el fiscal 
anunciare que no ofroeorá talos 
eec-h..~acionos, aemisionos o eonfosionos eomo 
prueba y q1,o tampoco hará, en forma al,;¡una, 
referencia a las mismas d1,rante el juieio. 

COMENTARIO 

Esta regla se consolida con la Regla 91 de Procedimiento 

Criminal de Puerto Rico de 1963. 



CAPITULO V EL JUICIO 
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Regla 501 Término para prepararse para juicio 

(a) 
alegación, 
derecho a 
laborables 

Después de forR11,laF hacer su 
el ae1,sado imputado tendrá 

por lo menos veinte (20) días 
para prepararse para el juicio. 

(b) Stts~ensienes Transferencias de 
vista aplicables al Ministerio Fiscal y a la 
defensa. Toda moción de suspensióa, 
transferencia de fecha para la vista -e-­
est ip1,laeión ee suspensiÉ,a aatos del juicio 
se hará por escrito, por lo menos -- cinco 
( 5) días laborables -€le- con anterioridad a la 
fecha del senalamiento-.- En la misma se 
expondrá lo siguiente: 

( l) 
solicitud. 

Los fundamentos para tal 

(2) No menos de tres (3) fechas 
alternas disponibles del solicitante para la 
ventilación de la vista, de ésta s1,speneerse 
transferirse. Las fechas disponibles a ser 
consignadas deberán estar comprendidas 
dentro del período del calendario judicial, 
en el cual el tribunal ea euestión está 
señalando para vista. 

Cuando el fundamento para solicitar una 
transferencia de vista sea por motivo de 
conflicto de señalamiento, la parte 
peticionaria deberá. presentar junto con la 
mocibn, prueba de que la vista cuya 
transferencia se solicita se señaló con 
posterioridad a la otra. 

Una moción de sgs~ensién transferencia 
de vista que no cumpla con lo 13reviaR1eato 
dispuesto en la regla, será declarada sin 
lugar de plano. SÓlo podrá formularse una 
solicitud verbal de 01,speasión transferencia 
de vista verbalmeato el día de la vista 
fundada en circunstancias extraordinarias no 
anticipables y fuera del control de las 
partes o sus abogados. 

Si de la fas ee la solieitue moción 
escrita o de la solicitud verbal, surgiere 
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causa justificada para la suspeRsiéR 
transferencia de vista, el juez 
iRmediatarneRte emitira URa resoluaiéR 
eserita en dende expresará los fundamentos 
para la concesión de la suopenoién, 
transferencia e aprebaeién ae eotipulaeién 
de suspcnsióa y en la misma señalará 
nuevamente la vista para la fecha más 
cercana disponible. Cepia de die ha 
reselueién será enviada al Jueo; 
Administrador, 

Toda moeián Ele suspcnsióa o 
transfereneia, o estipulaeién de suspensién 
beeha antes de la vista será resuelta o 
aprobada por el Jues Administrador, e,ceepto 
euando éste trasladare el asunte para su 
determiAacibn al jueg ~ue ~ubierc do 
entender o estuviere entendiendo en el ease. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 109 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. Se elimina la 

estipulación de suspensión de vista sometida por la defensa y el 

Ministerio Fiscal. El método correcto debe ser que el proponente 

de la moción exprese sus alegatos y el juez decida si concede la 

transferencia de vista. 
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Regla 502 Derecho a juicio por Jurado y su renuncia 

Las euestiones controversias de hecho en 
casos de delito grave y, salvo lo dispuesto 
en leyes especiales, en casos de delito 
menos grave siempre que eI'igiflalmeflte se 
presentare sea presentada la acusación en el 
Tribunal Superior y fuerefl sean también de 
la competencia del Tribun~de Distrito 
habrán de ser juzgadas por el jurado un 
Jurado a menos que el aeusado renuneiaI'e 
imputado renuncie en persona y en forma 
expresa e inteligente y ~ersonalmente al 
derecho a-juicio por jurado Jurado y el juez 
acepte la renuncia. Antes de aceptar la 
renuncia de un aeusade a su derecho a juicio 
por jurado Jurado, el juez de instafleia 
tiene la obligacion de explicar al aeusado 
imputado lo que significa la renuncia de 
dicho derecho y de apercibirle de las 
consecuencias del mismo. 

El tribunal podrá conceder el Juicio por 
jurado Jurado en cualquier fecha posterior....._ 

...J,a. al acto de entrega o lectura de la 
acusacibn. Si la renuncia al jurado se 
PE9d~ee una veg oomensado el j~ieio, es 
disereeional Jurado es solicitada una vez 
tomado el juramento final al Jurado, estara 
sujeto a la discrecibn del juez que preside 
él Juicio el aoeeder autorizar a que el 
mismo continúe por tribunal de derecho -ee-;+­

sl ooasent.imient:o del luego de conceder 
oportunidad al Ministerio Pí.iblioo Fiscal de 
exponer su objeción. 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

111 de 

En Puerto Rico, si bien el juicio por Jurado es un derecho 

garantizado por la constitución a partir de 1952, no puede 

Obligarse a un imputado a que su caso se vea por Jurado, por no ser 
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este 

penal. 

derecho un elemento esencial de nuestro derecho procesal 

No obstante, la renuncia del derecho constitucional a 

juicio por Jurado debe ser hecha por el imputado en forma expresa 

y en persona. El juez debe cerciorarse de que la misma es 

inteligente y voluntaria. De ser ello así y solicitarse la 

renuncia al Jurado antes de comenzar el juicio, el tribunal tiene 

que concederla. Pueblo v. De Jesús Cordero, 101 D.P.R. 492 

(1973); Pueblo v. Juarbe, 95 D.P.R. 753 (1968); y Pueblo v. Rivera 

Suárez, 94 D.P.R. 510 (1967). 

La situación es distinta cuando luego de optar porque el caso 

se vea ante Jurado y comenzado el mismo, el imputado cambie de 

parecer y opte por renunciar a ello. En ese caso ya se ha movido 

la maquinaria de la justicia de acuerdo con lo pedido por el 

imputado y es discreción del tribunal . , 
su concesion. Pueblo v. 

Rivera Suárez, ante; Pueblo v. Borrero Robles, 113 D.P.R. 387 

(1982) y Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 121 D.P.R. 454 (1988). 
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Regla 503 Jurado; número que lo compone; veredicto 

.Gu_ El jurase Jurado estará compuesto 
por doce (12) vecinos del distrito, quienes 
podrán rendir veredicto por mayoría de votos 
en el cual deberán concurrir no menos de 
nueve J.22.. 

El imputado de 

un numero menor de doce 12) jurados. 
Cuando el número estipulado de jurados sea 
entre once (11) y ocho (8), el veredicto 
serh por mayoría de votos en el cual deberhn 
concurrir no menos de tres cuartas partes 
del nUmero esti ulado. Cuando el Jurado 
este compuesto por seis 6 o siete 7) 
personas, la decisión deberá ser unhnime. 
Antes de aceptar una estipulación de esta 
naturaleza, el tribunal le advertirá al 
imputado del derecho garantizado en el 
inciso (a). 

COMENTARIO 

La regla corresponde, en parte, a la Regla 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 

112 de 

El derecho constitucional a juicio por Jurado, al igual que 

otros importantes derechos del imputado de delito, es 

renunciable. El imputado la puede renunciar y someterse a juicio 

ante un tribunal de derecho, o puede estipular que su caso se vea 

ante un Jurado compuesto por once personas, independiente del 

hecho que en la Constitución de Puerto Rico se consignara que el 

Jurado se compondría de doce personas. 
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No existe consecuencia negativa en dejar a la entera elección 

y voluntad del imputado el estipular a ser enjuiciado por un 

Jurado compuesto por menos de do.ce (12) integrantes. 

La decisión de estipular el número de integrantes del Jurado 

puede ser en una determinada situación o ante determinadas 

circunstancias de un caso, 

estrategia de defensa. 

un hecho que forme parte de la 

Ahora bien, al igual que la renuncia al Jurado, o a un Jurado 

compuesto por menos de doce miembros, requiere que se haga en 

forma inteligente y con conciencia de lo que implica la renuncia 

y sus consecuencias, igual debe ser cuando un imputado acepte ver 

su caso ante un Jurado compuesto por seis personas. 

La función primordial del Jurado es deliberativa y su 

confiabilidad para determinar hechos no depende de forma 

exclusiva de su tamaño sino de cómo actúa en su función de 

juzgador de los hechos. Ello significa que es el Jurado el que 

determina no sólo si el imputado es culpable o inocente sino 

también el delito, o grado del mismo, por el cual éste debe 

responder a la sociedad. Pueblo v. Bonilla Ortiz, 89 J.T.S. 30; 

Pueblo v. Cruz Correa, 121 D.P.R. 270 (1988). 
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Regla 504 Recusación; general o individual 

El Pueblo Ministerio Fiscal o el aeusaeo 
imputado podran recusar a todo el grupo de 
jurados seleccionados ,de acuerdo con estas 
reglas, o a cualquier jurado individual. La 
recusación a todo el juraeo Jurado se 
denominará recusac1on general y la 
recusación a un jurado recusación individual. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 113 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 505 Recusación general 

(a) Fundamentos. La recusación 
general podra fuaearee estar fundamentada en 
que los procedimientos para la seleccion del 
juraee Jurado se ,i.ubierea han desviado 
eoaoi8erablemeate de las-- prácticas 
prescritas establecidas por estas reglas, o 
en que se B.ubiere ha omitido citar, 
intencionalmente en forma intencional, a uno 
o más de los jurados sorteados. 

(b) Cuándo se solicitará. La 
recusación general se hara antes de que los 
jurados presten juramento para ser 
examinados en cuanto a su capacidad para 
actuar como tales, pero el tribunal podra 
por causa justificada permitir la recusaciOn 
en cualquier momento antes de que todos los 
miembros del Jurado presten el juramento 
definitivo para actuar en la causa. 

~ Forma y contenido. La recusación 
general expondrá los hechos en que se 
funda. La recusación general siempre se 
hará constar en las minutas del tribunal. 

(d) Resolución. El tribunal podrá oír 
prueba sobre las controversias de hecho 
promovidas por la recusacion general. Si el 
tribunal autoriza la recusación excusará a 
todo el Jurado y ordenara el sorteo de un 
nuevo Jurado, o en caso necesario la 
preparac1on de una nueva lista definitiva de 
acuerdo con el procedimiento establecido en 
estas reglas. 

COMENTARIO 

El inciso (a) corresponde, en parte, a la Regla 114; el 

inciso (b) a la Regla 115; el inciso (c), en parte, a la Regla 

116 y el inciso (d) corresponde, en parte, a la Regla 117 de las 

Reglas de Procedimiento Criminal de Puerto Rico de 1963. 
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Regla 506 Recusación individual; cuándo se haFá 
solicitará 

La recusación individual podrá ser 
perentoria o motivada., Sólo podrá hacerse 
antes de que el jurado preste juramento para 
juzgar la causa, pero el tribunal podrá por 
justa causa permitir la recusación después 
de dicho juramento y antes de presentarse 
prueba en el juicio. 

COMENTARIO 

La regla corresponde a la Regla 118 de Procedimiento Criminal 

de Puerto Rico de 1963. 
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